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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet de la Fuente; de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano; de Minería, Laurence Golborne Riveros; de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé Lavín, y el Subsecretario General de la Presidencia señor Claudio Alvarado Andrade.
Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Mario Labbé Araneda.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 54ª, especial, y 55ª, ordinaria, ambas en 28 de septiembre, y de la 56ª, ordinaria, en 29 de septiembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, en relación con el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la tributación específica de la actividad minera (boletín No 7.170-05).



--Se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los tres siguientes da inicio a los asuntos que a continuación se señalan:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en Santiago el 3 de abril de 2009 (boletín No 7.227-10) (Véase en los Anexos, documento 1).



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil”, suscrito en Sao Paulo el 30 de julio de 2009 (boletín No 7.228-10) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



3.- Proyecto de ley sobre cuota anual de captura en pesca (boletín No 7.255-03) (Véase en los Anexos, documento 3)


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Con el último comunica que no hará uso de la facultad establecida en el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, en relación con el proyecto de ley, iniciado en moción de la Honorable señora Alvear, que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones (boletín No 6.841-14).



--Se toma conocimiento y se manda oficiar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que aprobó las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de descuentos a las remuneraciones para fines educacionales (boletín No 6.880-13) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos", aprobada el 5 de septiembre de 1997 en la Conferencia Diplomática convocada por el Organismo Internacional de Energía Atómica (boletín No 7.097-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señor Bianchi, señora Lily Pérez y señores Cantero, Chahuán, García, Horvath, Kuschel, Prokurica, Ruiz-Esquide, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar, con el que solicitan el envío de una iniciativa legal que permita a los miembros de las Fuerzas Armadas elegir el sistema de salud previsional al que se pueden acoger (boletín No S 1.267-12).



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (con urgencia calificada de “simple”) (boletín No 6.981-03) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo relativo al intercambio de Pasantes (boletín No 6.709-10) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable señor Muñoz Aburto, con la que da inicio a un proyecto de ley que reserva un cupo especial en la educación superior para egresados de establecimientos subvencionados (boletín No 7.253-04) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Del Honorable señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (boletín No 7.254 -07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los señores Senadores que se expresan en seguida, para ausentarse del territorio nacional en las fechas que se indican:



-Honorables señores Allamand y Rossi, entre el 8 y el 22 de octubre;



-Honorable señor Orpis, entre el 7 y el 11 del mismo mes;



-Honorable señor Patricio Walker, entre el 15 y el 24 del mismo mes, y



-Honorable señor Novoa, entre el 16 y el 24 del mismo mes.



--Se accede a lo solicitado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor HORVATH.- Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, me sumo a la solicitud de permiso constitucional entre las mismas fechas contempladas en el caso de mi Honorable colega Orpis, pues reemplazaré en un viaje al Senador señor Prokurica.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, cometí un error al pedir el permiso constitucional. Debe comprender entre el 9 y el 24 de octubre.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado y a la corrección que se ha hecho presente.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspenderá la sesión para celebrar una reunión de Comités, porque debemos definir cómo abordar dos asuntos que las Comisiones pertinentes han pedido que se despachen sobre tabla, según entiendo, pues tienen urgencia calificada de “discusión inmediata”. Se trata del proyecto sobre aumento del subsidio nacional transitorio al transporte público remunerado de pasajeros, acerca de lo cual las Comisiones unidas han adoptado acuerdo, y de la iniciativa que modifica el sistema de justicia militar y establece un régimen más estricto de sanciones tratándose de delitos contra los miembros de las policías.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, le solicito recabar la autorización para que la Comisión de Hacienda sesione paralelamente con la Sala, porque se requiere un breve lapso para terminar de analizar el proyecto que introduce modificaciones a la tributación específica de la actividad minera, conocido en la jerga político-mediática como “royalty”. El Ejecutivo ha formulado indicaciones que debemos sancionar ahora, para lo cual necesitaríamos unos diez a quince minutos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá a la petición.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspende la sesión por diez minutos para celebrar una reunión de Comités.

)------------(



--Se suspendió a las 16:27.



--Se reanudó a las 17:8.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



El señor Secretario va a dar cuenta de los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, han acordado por unanimidad lo siguiente:



1.- Incluir en el Orden del Día de la presente sesión, en primer lugar, el proyecto de ley sobre aumento del subsidio nacional transitorio al transporte público remunerado de pasajeros, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, lo que será despachado a más tardar a las 18:30.



2.- Incorporar en el Orden del Día de la presente sesión, en segundo lugar, el proyecto de ley que modifica el sistema de justicia militar y establece un régimen más estricto de sanciones tratándose de delitos contra los miembros de las policías, con informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Defensa Nacional, unidas, asunto que se someterá a discusión inmediatamente concluida la votación del anterior y que, a su vez, se votará a más tardar a las 20, en condiciones de que quede totalmente despachado.



3.- Por lo anterior, suspender el homenaje que se había previsto que rindiera el Comité Partido por la Democracia a los funcionarios asistentes de la educación y suprimir la hora de Incidentes.

V. ORDEN DEL DÍA

AUMENTO DE SUBSIDIO NACIONAL TRANSITORIO A TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre aumento del subsidio nacional transitorio al transporte público remunerado de pasajeros, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”. (Véase en los Anexos, documento 11)

--Los antecedentes sobre el proyecto (7101-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.


Informe de Comisión:


Hacienda y Transportes y Telecomunicaciones, unidas, sesión 58ª, en 6 de octubre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona, Presidente de las Comisiones unidas, para dar a conocer verbalmente el contenido del informe y del protocolo de acuerdo al que se llegó, con el objeto de iniciar después la votación.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, gracias al trabajo de la Secretaría de las Comisiones, ya se dispone del primero por escrito.



Haré una breve relación luego del escaso margen de tiempo que dejó la recarga de trabajo en la Comisión de Hacienda con motivo del Presupuesto, del proyecto que introduce modificaciones a la tributación específica de la actividad minera o del royalty y del encargo que recibimos ayer de la Sala para estudiar la iniciativa sobre el financiamiento del sistema de transporte Transantiago.



El origen de esta última radica en los costos crecientes del sistema, que ya superan los 700 mil millones de pesos, y en ingresos que se mantienen estables en el tiempo. Ello importa, en consecuencia, un abultado déficit, el cual, en el período de febrero de 2008 a junio de 2010, ha evolucionado de 200 mil millones de pesos hasta 400 mil millones.



Por ese motivo, sin la aprobación del proyecto de ley, la tarifa de un bus del sistema Transantiago sobrepasaría los 560 pesos en diciembre. Hoy asciende a 500 pesos. Y debiera llegarse a un alza cercana a los 200 pesos durante 2012.



Dicho de otra manera, sin la normativa de que se trata ni, por cierto, el impuesto establecido por la ley del subsidio al sistema de transporte público, en los hechos la tarifa se empinaría a 820 pesos, en moneda de hoy.



Lo que plantea la iniciativa es racionalizar el alza en la tarifa y alcanzar un monto en torno a 620 pesos, en moneda de hoy, para lo cual es indispensable reconstituir el equilibrio financiero del sistema y que el Congreso Nacional apruebe un aporte adicional de fondos. Ello permitiría evitar el riesgo de que, sin la normativa, se verificaran alzas adicionales en circunstancias en que todavía no se dan las condiciones de calidad que exige un incremento de tarifas tan cuantioso.



Lo anterior significa un aumento del subsidio total en los siguientes términos, considerándose el proyecto de ley: 331 mil millones de pesos en 2010, 310 mil millones en 2011, 206 mil millones en 2012, 186 mil millones en 2013 y 149 mil millones en 2014. Ello implica que los aportes del Estado se elevan en 16 por ciento en el período 2009-2014.



Al texto lo acompaña, como a la ley original, una adición de recursos a las diferentes Regiones que permita compensar el mayor esfuerzo de las finanzas públicas en la Región Metropolitana. Y este es tal vez el punto que demandó un mayor examen durante las semanas que estuvo en debate, debido a que el ánimo del Congreso Nacional es evitar, por cierto, una sobrecarga a quienes utilizan el sistema de transporte público en la Región Metropolitana, pero con una debida equivalencia en las otras.



En la situación actual, la ley entregó como compensación, como subsidio para el transporte público en Regiones, 103 mil millones de pesos. Sin embargo, esta suma no se ejecutó. Por decisión de la autoridad económica, fue objeto de una reasignación presupuestaria para cubrir gastos de la catástrofe del 27 de febrero último.



El proyecto original proponía mantener una asignación anual de 103 mil millones de pesos, en moneda de hoy, en el período comprendido entre los años 2011 y 2014. Pero, fruto del debate y de la solicitud de diversos parlamentarios, se planteó incrementar dicho monto, con el propósito de compensar los 103 mil millones no gastados en 2010, en cifras similares entre 2011 y 2016. 



De lo anterior resulta que la iniciativa conlleva un gasto anual de 120 mil millones de pesos. Por lo tanto, el subsidio original de 515 mil millones se elevará a 721 mil millones en el período de seis años antes señalado.



En consecuencia, el proyecto propone un aumento adicional del subsidio para el Transantiago, con la debida compensación a las Regiones en lo referente a transporte público y conectividad.



Como ya indiqué, el trabajo de la Secretaría de las Comisiones unidas -eficiente, como corresponde en la Cámara Alta- permite que los señores Senadores ya tengan en su poder el informe respectivo.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.



¿Habría acuerdo?
 La señora RINCÓN.- Sí.

El señor CHAHUÁN.- Bien.



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Advierto a Sus Señorías que cada orador dispondrá de hasta cinco minutos para intervenir, a fin de poder cumplir con los plazos establecidos por los Comités.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

 

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero decir con total claridad que el jefe de mi bancada, Senador señor Letelier, quien no se encuentra presente, me expresó que él no suscribió ningún acuerdo. Digo esto porque, cuando se habla de un acuerdo, se entiende que este ha sido socializado, debatido y objeto de deliberación.



Yo votaré en contra del proyecto. Y voy a explicar por qué.



Antes de ello, relataré de modo muy rápido el contenido de la ley N° 20.378, que otorgó recursos adicionales al Transantiago y que fue aprobada en el entendido de que hubiese un efecto espejo, una compensación para las Regiones.



Llama la atención que hoy el Gobierno pida más recursos para el Transantiago y que no se haga cargo de los recursos comprometidos en 2009 para ser ejecutados en el presente año. Lo curioso es que el terremoto azotó fundamentalmente a la zona centro-sur, justo donde se efectuó el recorte presupuestario.



A continuación detallaré los recursos que no van a aprovechar la gente de clase media, los más humildes y los habitantes de las Regiones en general. Son los siguientes:



-Subsidio a los dueños de máquinas en Regiones con transporte público licitado de conformidad con la ley N° 18.696 (concesión de uso de vías otorgadas). ¡Esa plata no la van a recibir!



-Subsidio a propietarios de máquinas en Regiones sin licitación del transporte público mayor de pasajeros, conforme a un reglamento que elaboraría el Ministerio de Transportes -¡no sé dónde está esa normativa!- para la entrega del subsidio como compensación por tarifas rebajadas; por ejemplo, el pasaje escolar.



-Subsidio a personas que al 31 de diciembre del año anterior fuesen beneficiarias de algún tipo de asignación: maternal, de Chile Solidario, en fin. Se trataba de un bono directo para compensar los gastos de movilización en Regiones. ¡Y no lo van a recibir!



El Ministerio de Transportes iba a crear una fórmula de cálculo. 



Y había otros subsidios, que se iban a entregar, por un lado, mediante el programa de apoyo al transporte regional (de acuerdo a un reglamento de dicha Cartera), y por otro, a través de la provisión especial para inversiones en el presupuesto de la SUBDERE, para ser administrada por los gobiernos regionales, esencialmente en conectividad, semaforización, terminales de pasajeros, en fin.



Además, se contemplaban recursos adicionales para estimular el uso del transporte público en zonas extremas (esto nos interesa a los Senadores que las representamos).



Finalmente, el Ministerio de Transportes se comprometía a entregar un informe trimestral de la ejecución presupuestaria de los fondos. 



Aquí tengo el informe correspondiente al primer trimestre de 2010. 



¡Los recursos correspondientes al Transantiago se gastaron todos! ¡Y están pidiendo más...!



De los 188 mil millones de pesos de la Asignación 512, Subsidio Nacional al Transporte Público, se gastaron 2 mil 313 millones. O sea, la ejecución alcanzó a 1,2 por ciento. ¡De todos los recursos asignados para las Regiones, en el primer trimestre solo se gastó el 1,2 por ciento!



¿Y qué nos están pidiendo hoy? Un nuevo aporte, un suplemento millonario para el Transantiago, que también viene con compensación para las Regiones. 



Pero ¡ojo!, porque el Protocolo de Acuerdo Político sobre el Transporte Público, del 14 de septiembre último, con relación a lo que se adeuda a ellas, expresa lo siguiente: “Respecto del subsidio transitorio de regiones del año 2010 que fuera retirado por reasignaciones presupuestarias para la catástrofe de Febrero, éste será repuesto anualmente desde el año 2011 hasta el año 2016 en cuotas iguales.”.



Es decir, los fondos no entregados a las Regiones; los que fueron recortados a estas y no a Santiago; los que no recibieron ni los operadores, ni los dueños de máquinas, ni la gente que vive en aquellas serán repuestos en “cómodas cuotas” anuales desde el 2011 al 2016. Y los nuevos recursos, por una cantidad similar a la que se establece ahora para el Transantiago y adicional a la que ya se gastó, serán entregados, de modo diferido, en los años 2015 y 2016.



¡No sé qué parlamentario de Regiones puede votar a favor de esta iniciativa!



Yo, sin duda, no la aprobaré, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, ¡esta es la primera vez que me toca ver lo rápido que anda el Transantiago...!: en un par de minutos llegó este proyecto de ley. 



Yo no he sido parte de ningún acuerdo al que pueda haber llegado la Oposición con el Gobierno, y no estoy dispuesto a darle la espalda a la Región que me honro en representar.



Me hace mucho sentido lo que acaba de señalar el Senador señor Rossi en orden a que estamos asistiendo, una vez más, a un acuerdo político que busca seguir alargando la agonía del sistema de transporte público en Santiago y que no resuelve en forma global el problema que afecta al del resto de nuestro país.



Quizás se cuente con los votos necesarios en el Senado para aprobar la iniciativa, tal cual ocurrió en la Cámara de Diputados. Pero, como representante de una Región, no estoy dispuesto a que, en virtud del Protocolo de Acuerdo -insisto: por lo menos yo no fui parte de él-, los fondos se nos entreguen a partir de un próximo Gobierno, en los años 2015 y 2016.



Aquí no hay ninguna -¡ninguna!- garantía de que esos dineros realmente ingresarán a las Regiones que cada uno de nosotros representa.



Yo tenía la disposición de, a lo menos, estudiar el asunto. Pero se llegó a un acuerdo político y, por la vía de esa presión, en escasos minutos se pretende que hoy día resolvamos un problema tan importante como el del transporte público, y no solo de Santiago de Chile.



Si bien el Ministro se irá sabiendo, probablemente, que el proyecto de ley recibió una votación favorable, ello no constituirá un logro. ¡Vuelve a ser una gran derrota el no tener, como Estado, una solución a la situación del transporte público, tan necesario, tan urgente para nuestras Regiones!



En honor al tiempo, señor Presidente -sé que disponemos de un límite en ese sentido-, desde ya, anticipo mi pronunciamiento negativo a esta iniciativa legal.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, efectivamente -como se ha señalado-, existe el Protocolo de Acuerdo Político sobre el Transporte Público, que se suscribió el 14 de septiembre del año en curso.



La Concertación de Partidos por la Democracia solicitó al Gobierno -más bien, le exigió- sentarse a conversar sobre las platas del Transantiago y el marco regulatorio del transporte público concesionado. El Ejecutivo envió a tramitación dos proyectos de ley sobre tales materias: uno, a la Cámara de Diputados, y el otro, a esta Corporación.



Instalamos esa mesa de negociación y, después de largos debates, en los que participaron todas las colectividades políticas de la Concertación -incluido el Senador Letelier, en representación del Partido Socialista-, se llegó a un acuerdo. El día “D”, cuando este se adoptó, el Senador socialista Juan Pablo Letelier -mi amigo- no estaba presente en la sala, pero sí, la jefa del Comité Socialista de la Cámara de Diputados, Denise Pascal. 



El acuerdo se firmó en esa Corporación. 



Pero lo más importante es que el Gobierno ha honrado los compromisos que suscribió con nosotros, tanto en lo concerniente al proyecto de ley que hoy día nos ocupa, como en lo relativo a la iniciativa que fija el marco regulatorio del transporte público concesionado, que se analiza en la Comisión de Transportes del Senado. 



Se han incorporado cada una de las exigencias que hicimos en el ámbito laboral. Y también se recogieron las modificaciones que el Ministerio del ramo tuvo que llevar a cabo al corregir la implementación del transporte público durante el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.



Es más, señor Presidente, durante la discusión de esos dos asuntos se puso término a la Comisión investigadora de la Cámara Baja que se formó para indagar en esta materia sobre la gestión de la Administración de la Presidenta Bachelet y de quien fuera su Ministro de Transportes, el señor René Cortázar. Lo resuelto ahí se acordó en forma unánime. Y no se imputó responsabilidades a dicho Secretario de Estado. De hecho, se reconoció la excelente labor desarrollada por él para sacar adelante los innumerables errores del Transantiago.



Nosotros -me incluyo como representante de Regiones- exigimos al Gobierno que en este proyecto se repusieran los fondos que no fueron entregados a las Regiones -¡infracción a la ley, señor Presidente!-, producto del terremoto. Y el Ejecutivo accedió a nuestro planteamiento. No solo eso: adelantó la entrega de ellos. Porque en la propuesta original -les consta a quienes trabajamos en el acuerdo- esos dineros estaban diferidos para los años 2016, 2017 y 2018. Ello se rectificó, retrotrayendo la distribución de recursos a partir del año 2011 en adelante, en sumas iguales. 



Además, en esa discusión se consultó qué pasaba con las platas acordadas por ley en la Administración anterior en materia de chatarrización y subsidio al transporte escolar. Tales dineros, a la fecha, no han llegado a las Regiones. ¡No han llegado en este Gobierno, señor Presidente! Se acordó  incorporar tales recursos -así quedó estipulado en la iniciativa- a contar del año 2011 en adelante.



Por otro lado, pedimos al señor Ministro de Transportes que el Protocolo de Acuerdo forme parte de la historia de la ley. Y se agregará así en las actas de la discusión parlamentaria.



Señor Presidente, a mí también me hubiese gustado que los 400 millones de dólares -cifra similar a la solicitada para el transporte público de Santiago- se incorporaran inmediatamente a todas las Regiones del país. Pero quienes hemos estado a cargo de la administración de gobiernos regionales sabemos que es imposible ejecutar un presupuesto de tal magnitud en un año calendario. 



Además, reconocemos -se discutió el año pasado, aunque no me tocó ser parte de ese debate parlamentario- que el transporte público requiere subsidio estatal en todas las grandes ciudades del mundo.



El aporte de los 400 millones de dólares adicionales, en definitiva, da cuenta de una realidad que se ha impuesto. Ya tendremos oportunidad de realizar la discusión sobre ese asunto. 



Por lo pronto, señor Presidente, de acuerdo con la información emanada del Panel de Expertos, resulta claro que, si no entregamos al Transantiago las platas que se solicitan, el pasaje subirá en octubre y también, en noviembre. Y no queremos eso para quienes usan el transporte colectivo.



Pero también deseamos que en las ciudades de las Regiones se mejore el transporte público. Una persona que vive en Colbún -perdonen que use de ejemplo una comuna de mi circunscripción- debe pagar 700 pesos por trasladarse de ese lugar a Linares, sin posibilidad de transbordos ni de un transporte digno y adecuado ni de paraderos que correspondan a la modernidad.



¡Eso no lo queremos! 



¡Por eso exigimos el “espejo” para las Regiones!



¡Por eso nos pareció razonable que se repitiera el criterio utilizado en el Gobierno de la Presidenta Bachelet!



¡Y por eso le representamos al Ministro -y él lo sabe- el hecho de que la actual Administración viniera a pedirnos lo mismo que nos había negado siendo Oposición!



Sin embargo, creemos que el interés público es más relevante; que las Regiones son las importantes, y que 100 millones de dólares anuales más para estas constituyen un tremendo logro que deriva del trabajo desarrollado entre Gobierno y Oposición.



Por lo anterior, señor Presidente, vamos a votar favorablemente este proyecto de ley.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad, es una vergüenza disponer de cinco minutos para definir un asunto relacionado con cientos de miles de millones de pesos. ¡Es una vergüenza! ¡Es un atropello a la dignidad del Senado!



El MAS, partido que yo integro, no ha sido parte de este acuerdo político.



Hoy día el Gobierno, que antes fue Oposición, ha conseguido lo que yo nunca hubiera imaginado: la docilidad, la absoluta sumisión de la Concertación -ahora Oposición- para discutir temas de fondo.



¡Aquí alguien se está llevando la plata de todos los chilenos! Y no son precisamente los trabajadores del Transantiago, que hoy día están en huelga de hambre (los de Trans Araucarias). ¡Son los bancos administradores: Falabella, Paris, Santander!



¡Saben ustedes que, de los 580 pesos que cuesta el pasaje, solo 200 son para los operadores de las máquinas, para sus dueños! ¡200 pesos! Más del 43 por ciento de aquel monto se lo lleva el Administrador Financiero, los bancos.



¡Y eso es lo que hoy día quiere perpetuar el Gobierno!



Emplazo a decir lo contrario a los Senadores de enfrente, ¡quienes fueron tan críticos respecto de cómo lo hacía la Concertación!, ¡quienes acusaban de despilfarro!, ¡quienes acusaban de fraude!, ¡quienes acusaban de que se estaban robando el dinero! Sin embargo, han llegado a un acuerdo político del mismo tenor de eso que criticaban tanto.



¡Lo cierto es que este acuerdo político ensucia la política! Se nos dan cinco minutos para discutir sobre un acuerdo, en el que yo no he participado. En definitiva, la mayoría de los Senadores lo asumen: unos, por responsabilidad con su Gobierno; otros, por docilidad. ¡Porque aquí no hay Oposición! ¡La Concertación está lejos de serlo!



La verdad es que no logro comprender el criterio que tuvieron los Senadores para haberlo suscrito.



¡Cuándo le pondremos el “cascabel al gato”! ¡Cuándo enfrentaremos el problema de fondo: hay empresas que están ganando mucho dinero a costa de los trabajadores!



¡Ahí está Trans Araucarias: cientos de trabajadores despedidos! 



¡Ahí está el abuso de las empresas colombianas! 



¡Ahí está la poca transparencia de esta verdadera caja negra!



Llama la atención todo ello.



Y, por cierto, una vez más, ¡la Derecha y la Concertación unidas jamás serán vencidas!



Está claro...



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO.- No hay posibilidad alguna de contar hoy día con condiciones para enfrentar el asunto de fondo.



El Ministro nos plantea un Protocolo de Acuerdo para defender los derechos de los trabajadores. ¡Mentira!

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón que lo interrumpa, señor Senador.



Solicito a quienes están en las tribunas no hacer manifestaciones de ningún tipo. Si persisten, me veré en la obligación de pedirles que se retiren.



Les ruego que escuchen con tranquilidad y calma el debate, más allá de si algo los entusiasma o los entristece.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha señalado que existe un acuerdo para ampliar el Metro. El 60 por ciento de los Senadores son elegidos en Regiones. ¡Y no les he escuchado una sola palabra para argumentar por qué debemos financiarlo, cuando el sistema de transporte en Regiones es altamente carente!



Aquí hay un acuerdo político que hiere, que traiciona lo que debiéramos responder a nuestros electores en Regiones. 



Hemos dicho que queremos igualdad y equidad. ¡Pero la ampliación del Metro en nada se relaciona con el Transantiago! ¡Qué tiene que ver una cosa con la otra!



Señor Ministro, ¿cuántos miles de millones irán al Metro -muy importante para la gente de Santiago- y cuál será la compensación -la llamada “Ley Espejo”- para las Regiones?



Se ha sostenido que se establecerá un resguardo especial de los derechos de los trabajadores.



¡Ese es un chiste! ¡Si la Dirección del Trabajo tenía miles de deudas sin cobrar a las empresas! ¡Miles! Y tengo en mi poder un informe de la Contraloría General de la República que señala claramente los errores cometidos durante los Gobiernos de la Concertación por esa repartición, que no cobró las multas.



¿Quién protege a los trabajadores? ¿Quién protege a los usuarios?



Es cierto lo expresado por mi amiga la Senadora señora Rincón: los transportes públicos en el mundo son deficitarios. El de Madrid -lo conocimos con los Senadores señores Zaldívar y Chadwick- tiene déficit, pero es el mejor de Europa. Su costo llega a 2 mil 300 millones de euros, de los cuales solo se financian 800 millones; los 1500 millones restantes son pagados por el Gobierno de Madrid. Sin embargo, lo hace con gusto, porque dicho sistema de transporte público es el mejor de Europa, y del mundo.



No es ese el caso del Transantiago, que es lo contrario.



Creo que nos hemos perdido.



Después de 18 días del inicio del Transantiago, realicé una presentación al organismo contralor para pedir un informe sobre el cumplimiento de las normas técnicas, sobre el posicionador satelital, sobre el cierre de puertas automático, sobre los cobradores, sobre todo lo que nos prometieron.



¡Nada de eso existe!



¿Cuántos buses del Transantiago circulan hoy, señor Ministro? No lo sabe.



¿Cuántos pasajeros se trasladan en ellos? No lo sabe.



¿Cuál es el nivel de evasión? No lo sabe.



No hay acceso público a la información sobre este sistema de transporte para ningún ciudadano en Chile. No la conocemos. Se trata de una caja negra.



¿Es responsabilidad del Ministro? No, pero tiene que “aganchar”, porque se encuentra al frente del sistema de transportes. Lo recibió como herencia. No sé cómo le irá. Yo creo que no del todo bien, pues la Secretaría de Estado a su cargo es una trituradora.



Como dije, tiene que “aganchar”, porque su Gobierno, cuando fue Oposición, acusó a la Concertación, no le brindó los votos y no hizo lo que correspondía.



Quiero felicitar a la Concertación por su responsabilidad cívica. No estuve en estas conversaciones, pero sí en las discusiones anteriores, cuando los que fueron Oposición eran severos, estigmatizadores y extremadamente duros.



Ahora veo a una Concertación que ha cedido a un acuerdo político, a un protocolo. La única seguridad y certeza existente respecto de los protocolos es la de que estos no se cumplen.

La señora RINCÓN.- ¡Está en la normativa!

El señor NAVARRO.- Esos acuerdos no se cumplen.



Se pretende entregar plata a las Regiones. Primero se nos quitó; luego, se nos dio, y después se nos volvió a quitar. 



Señor Ministro: “Al que da y quita le crece una jorobita”. Espero que al señor Morandé no le crezca ninguna y que se cumpla con la entrega de dineros para las Regiones.



Quiero saber cómo los van a gastar, por ejemplo, el Gobierno Regional del Biobío y su intendenta. Esta decide las cosas sola, sin preguntar a nadie. Según ella, consigue las platas para efectuar mejoras en la Región. Así actúa, y las va a asignar.



Si lo va a hacer, en verdad, vamos a estar en graves problemas. 



Como dije, deseo saber cómo se van a repartir. 



Hasta este momento, estoy en contra del proyecto porque no satisface uno de los elementos básicos de lo que considero debe contener un acuerdo político: la transparencia. 



Además, se debate en cinco minutos. Yo vengo a conocer este Protocolo ahora. Por tanto, no me pidan que vote a favor después de una lectura somera de él. Me parece que constituye un insulto y  un agravio a la racionalidad del Senado, proceder de esa manera.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, no cabe duda de que este acuerdo -que recién llega a mis manos, al igual que a las de algunos señores Senadores-, solo trata de los recursos que se entregarán al Transantiago. Vale decir, la voracidad de la Región Metropolitana no tiene límites. 



Además, resulta indudable que el proyecto perjudica el desarrollo del trasporte público en las Regiones.



Si uno analiza el Protocolo de Acuerdo, se encuentra con que cuatro de sus páginas, al menos, se  refieren a destinar dineros al Transantiago.



Nadie podría estar en desacuerdo con una medida tendiente a mejorar la calidad de vida de los habitantes de la Capital. Pero eso no puede alcanzarse a costa de las Regiones. No resulta factible explicarles a ellas que los recursos que no les entregaron el año pasado se devolverán recién a partir de 2011 y hasta 2016; ni que los nuevos les serán asignados en 2015 y 2016, después de la elección presidencial del 2014.



A mi juicio, este acuerdo no está respaldado por los Senadores de Regiones ni refleja nuestras aspiraciones, pues nos habría gustado firmar entre nosotros y el Gobierno un Protocolo de Acuerdo Político que no perjudicase a la Región Metropolitana, pero que, al mismo tiempo, significara un beneficio para las otras.



Las zonas extremas, una vez más, se ven afectadas por un acuerdo como este. Por eso, no puedo entender cómo algunos Senadores de Regiones se declararon favorables al proyecto y suscribieron un Protocolo que perjudica indudablemente a las zonas que representan.



Voy a votar en contra, señor Presidente. 



En aras del tiempo, me parece que lo único rescatable de dicho documento son las cláusulas relacionadas con los aspectos laborales del Transantiago, las cuales -según entiendo- se van a aplicar al transporte público licitado de todas las Regiones.



Ese es un buen acuerdo, pues apunta a respetar los derechos de los trabajadores.



No obstante lo anterior, en general, esta iniciativa no ayuda a las Regiones. Muy por el contrario, las perjudica. Y no creo que durante los años en que supuestamente se incrementarán los recursos se implemente un transporte público que esté a la altura de las que se están desarrollando.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, considero que debemos centrar la discusión en el contexto real del proyecto.



La situación del Transantiago se ha constituido tal vez en uno de los dramas más profundos vividos por la sociedad chilena. Y quiero efectuar una autocrítica por nuestra responsabilidad.



En la Concertación, confeccionamos un plan de transporte que quizás tenía problemas de diseño. Pero su implementación significó un verdadero desastre. Por eso, debimos suscribir un acuerdo país para intentar resolver el problema.



La Derecha, que  ahora es Gobierno, en su momento adoptó una actitud totalmente distinta a la que hemos tenido nosotros, ya que negó la sal y el agua al entonces Ministro Cortázar. Incluso, le entregó 1.000 pesos en una de las negociaciones. Con posterioridad, se llegó a acuerdo y se logró generar los consensos básicos para sacar adelante ese proyecto.



Y de lo que hablamos ahora es de hacernos cargo de tal situación.



Por lo tanto, no me parece adecuado hablar aquí de “docilidad”. No se puede acusar de dóciles a otros cuando -estoy hablando de mi amigo el Senador Navarro- quien lo hace suscribe acuerdos con el Ejecutivo,...

El señor NAVARRO.- ¡Con terremoto incluido!

El señor GIRARDI.-...se refiere a responsabilidad y ronronea como gatito al lado del Gobierno. Pero luego, cuando otros suscriben un acuerdo sobre asuntos centrales, habla de docilidad.



No estoy de acuerdo con esa opinión.



Deseo expresar mis ideas  con mucha responsabilidad. Soy Senador por la Región Metropolitana. Hemos intentado llegar a un acuerdo. Y quiero decir las cosas como son: en él participaron todos, incluso algunos días antes de que se entregara formalmente al señor Ministro. 



Tampoco estuve en la última reunión que se realizó en la Cámara de Diputados, pero no por eso voy a dejar de suscribir el Protocolo. Algunos días antes, un sábado, realizamos una conferencia de prensa donde participaron todos los que firmaron este acuerdo -¡todos!-, incluyendo a los que ahora sostienen que no formaron parte de él.



Y no me parece que sea la manera de construir las bases más elementales de cómo enfrentarnos como coalición frente al Gobierno.



¿Por qué apoyo esta iniciativa? Porque considero factible mejorar el Transantiago; porque estimo que todavía se pueden realizar cambios en materia regulatoria; porque los contratos son garantistas, pues a las empresas se les paga, presten o no el servicio, tengan o no calidad en ello; porque hay una asimetría absolutamente discriminatoria para los usuarios del transporte y para los habitantes de la Región Metropolitana. 



Y creo que el proyecto genera equilibrios.



Por otra parte, lo apoyo por la asimetría vergonzosa existente entre los trabajadores y las empresas. Estas pueden echarlos, no pagarles sus salarios y, no obstante ello, pueden seguir adelante.



El proyecto se ha hecho cargo absolutamente de la situación a futuro. Incluso hemos llegado a establecer cláusulas a fin de que a una empresa que no pague a sus trabajadores se le descuente de sus haberes.



Me parece que todos estos asuntos son elementos fundamentales de avance; y que no pueden ser mirados en menos, trivializados o relativizados.



A mi juicio, hoy día tenemos un mucho mejor instrumento, no para apoyar a determinado Gobierno, sino para enfrentar juntos una situación que nos compromete a todos.



Y, en materia de financiamiento, lo que hemos hecho, sin chantajes ni presiones, es garantizar a las Regiones -para que no haya incentivos de localización capitalina- que cada peso que se invierta en la Región Metropolitana va a tener un componente equivalente en aquellas y en las provincias de esta donde no hay Transantiago, que son fundamentalmente rurales.



Eso nos parece de toda justicia y no advierto alguna discriminación en ello.



Es más: lo que no se había pagado, tanto en el Gobierno anterior como en el actual, respecto de los compromisos asumidos con anterioridad, se retrotrajo. De manera que se van a cancelar a partir de determinado período de tiempo, además de lo correspondiente a los nuevos recursos.



A mí, por lo menos, este proyecto me deja tranquilo, porque el protocolo fue firmado por todos los Partidos de la Concertación. Incluso lo hicieron los representantes de los que faltaron a la reunión en que se acordó. 



Además, también hemos tratado de introducir visiones innovadoras para que los gastos y la inversión de los recursos sean también puestos en Internet, en  cableado de fibra óptica, a fin de que, a pesar de los males, el país dé un salto adelante.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, hoy día quiero hablar no solo como Parlamentario de la Coalición por el Cambio, que suscribió el acuerdo, sino además como Senador regional.



Quiero señalar que los tres proyectos de ley que mandó el Ejecutivo y que dicen relación al financiamiento, al nuevo marco regulatorio y a la evasión, responden a las inquietudes que tuvieron en cuenta los Partidos de la Concertación que suscribieron el acuerdo y los de la Coalición por el Cambio.



Nadie puede negar la complejidad de la implementación del Transantiago, el cual, durante los últimos años, ha mejorado considerablemente desde el Gobierno de la Presidenta Bachelet, como bien lo dice el protocolo del acuerdo político.



En ese sentido, creemos absolutamente necesario focalizar los cambios en el régimen jurídico del transporte público, que le dan el carácter de servicio, dotando de mayores facultades al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para fiscalizar; para que los operadores del Transantiago finalmente hagan su pega; para que los incentivos estén bien puestos; para que se puedan modificar los contratos y para que, en definitiva, no se paguen cantidades fijas a las empresas, independientemente del número de pasajeros transportados.



Como Senador de la Región de Valparaíso, sostengo que ella tiene el transporte público más caro de Latinoamérica, junto con la Octava Región.



En este acuerdo político no solamente se han conseguido 3 mil millones de dólares adicionales para las Regiones, en un efecto espejo con la inversión en el Transantiago, sino que además hemos obtenido que se les inyecten 400 millones de dólares adicionales.



Creemos que el proyecto es el principio del término de una mala implementación. Estoy convencido de que, como se señala en los tres proyectos de ley del Gobierno, la gestión del Transantiago va a ir mejorando, no solo porque consideramos que la creación de la Superintendencia de Transporte Público va a generar un plan integrado de transporte en la Región Metropolitana, sino porque además se va a abocar también a la posibilidad de fiscalizar el de Regiones.



También se hará operativa la Ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional para el transporte público de pasajeros, con la posibilidad de establecerlo en forma transitoria para el transporte regional, el que había sido retirado este año y que se va a reincorporar entre el 2011 y el 2016.



El Gobierno -y al respecto quiero felicitar la disposición del Ministro de Transportes- ha accedido a todos los requerimientos de la Concertación. 



Y valoro también la actitud de los Senadores de la Comisión de Transportes, quienes han mejorado el proyecto y han velado por que los recursos públicos lleguen a donde corresponde y puedan gozar de ellos las Regiones.



Habíamos planteado originalmente al Ministro de Transportes que los Senadores de la Alianza por Chile y de Renovación Nacional, en particular, no estábamos dispuestos a aprobar el proyecto del Transantiago, si no era posible devolver los recursos que se habían restado a los presupuestos de las Regiones para financiar el Fondo de Reconstrucción Nacional.



Tuvimos una respuesta satisfactoria de ese Secretario de Estado y del Presidente de la República. Se devolvieron los fondos a los presupuestos regionales. Además, conseguimos, como lo señalé anteriormente, una inyección adicional de 400 millones de dólares.



El proyecto en debate y el protocolo de acuerdo se basan en seis puntos fundamentales.



El primero dice relación a crear una visión integral para el transporte público en la Región Metropolitana.



Se habla de las mejoras que él debe tener para los efectos de no seguir jugando con la necesidad de transporte de cuatro millones y medio de santiaguinos, y dar la posibilidad de establecer una integración de todas las vías y  los vehículos del sistema.



Es preciso señalar que hoy día el Transantiago impedía abrir nuevas líneas del Metro sin que antes se indemnizara a los operadores. Pero, ¿quién redactó los contratos? Por eso, es tan importante generar estas mejoras, lo que va a permitir -como lo ha anunciado el Presidente de la República- abrir dos líneas nuevas del Metro e integrar el sistema de transporte público para los santiaguinos.



Un tema relevante se refiere a los aspectos laborales del Transantiago y del transporte público licitado. Es un punto central. Y sobre el particular los Honorables colegas de la Concertación han tenido un rol importante. Reconozco especialmente la labor de los Senadores señora Rincón y señor Muñoz Aburto. Este último hizo algunas indicaciones junto a otros parlamentarios. Y la Cartera del ramo ha puesto como algo central el salvaguardar los derechos laborales de los trabajadores, para que no se produzcan nuevamente situaciones como la de Transaraucaria.



Con el cambio del régimen jurídico del Transantiago, se da la posibilidad de que el Ministerio del ramo pueda nombrar un administrador provisorio para intervenir en los contratos.



Estamos hablando de una cuestión central, como es el servicio público de transporte.



Igualmente se ha dispuesto la posibilidad de dar garantías a fin de que, en definitiva, se puedan garantizar los derechos laborales de los trabajadores.





Otro aspecto que debe señalarse es que con la nueva institucionalidad y la creación de la Superintendencia de Transporte Público,  no solamente se va a supervigilar la aplicación  de los subsidios en la Región Metropolitana, sino también en mi Región, la cual mucho lo requiere. Necesitamos más fiscalización.



Son temas fundamentales la modernización del transporte público en Regiones y el cumplimiento integral de la Ley de Subsidios en relación con el programa regional diseñado. 





Reitero que con los 400 millones de dólares adicionales y la tramitación de los tres proyectos de ley -aun cuando se afirme que no es lo óptimo- se avanza en forma importante, sobre todo, generando acuerdos políticos y el consenso necesario para dar paso a un transporte público que dé soluciones reales no solo a los santiaguinos, sino también  a la gente de Regiones.



El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el proyecto de ley presentado inicialmente por el Ministerio de Transportes no tenía más contenido que el que ahora tenemos sobre nuestros escritorios.



En virtud de ello, la Concertación, como Oposición responsable, formó un grupo de estudio con todos los Partidos que la integran -¡con todos, señor Presidente!-, el cual trabajó durante un largo período junto a los mejores especialistas que tenemos, a fin de formularle un planteamiento al Gobierno. Porque el proyecto presentado por este -y lo digo con mucha fuerza- nos parecía insuficiente.



En el Protocolo participaron Diputados y Senadores de la Concertación, tanto de la Región Metropolitana como de otras Regiones. Y los de estas, con justa razón, velaron por que uno de los principios rectores de nuestro Acuerdo consistiera en que ellas no quedaran fuera.



¿Qué otro aspecto nos preocupaba, señor Presidente? La situación de los trabajadores.



Sostuvimos reuniones en el exterior del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones con trabajadores de Trans Araucarias S.A., mientras esperábamos avances en esta dirección. Y los Senadores de la Concertación nos comprometimos con ellos en el sentido de que íbamos a encontrar una solución para los asuntos laborales no considerados en el proyecto. Y así se hizo.



En efecto, el Protocolo de Acuerdo, que -entre paréntesis- va a quedar incorporado en la ley, considera lo siguiente.



Primero, se cautelarán los derechos laborales y previsionales mediante la incorporación de un texto que señala que “las bases de futuras licitaciones contemplarán fórmulas explícitas para que los contratos de concesión resguarden debidamente esos derechos.”.



Es decir, los contratos de concesiones velarán por los derechos laborales y previsionales, para que nunca más ocurra lo que hemos presenciado: el drama de los trabajadores de Trans Araucarias S.A. y de otros. 



Segundo, se le impone al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones el deber de verificar “el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales, mensualmente, mediante declaración jurada suscrita por el representante legal de la concesionaria, que dé cuenta que en su calidad de empleador ha observado la normativa laboral.”.



Tercero, se va a crear “una unidad de auditoría laboral en la futura Superintendencia de Transportes, que tendrá por finalidad” -¡escuchen bien, Sus Señorías!- “fiscalizar, en colaboración con la Dirección del Trabajo, el cumplimiento de obligaciones laborales, previsionales, sindicales, de higiene y seguridad.”.



Cuarto, se incorporará como causal de término de la concesión “el incumplimiento grave y reiterado de las normas laborales y de seguridad social.”.



Señor Presidente, ninguna de esas disposiciones se halla contemplada en la iniciativa original.



Por otra parte, se avanza en la necesidad de mejorar el Transantiago. Y las directrices fundamentales que acordamos como Concertación en tal sentido fueron:



1) Mejorar la calidad del Transantiago.



2) No aumentar el costo del servicio.



3) Evitar la contaminación ambiental que sufre la Región Metropolitana, así como otras.



Todos los parlamentarios, especialmente los que representan a Regiones distintas de la Metropolitana, pero también los de esta, planteamos con mucha fuerza la necesidad de entregarles recursos a aquellas. Porque entendemos que el país no solo requiere la mejoría del Transantiago, sino además un Plan Nacional de Transporte Público que contemple las distintas necesidades -naturalmente, diferentes a las de la Capital- que pueden tener las Regiones de Magallanes, del Maule, de Tarapacá, en fin. Son todas diversas. 



En algunos lugares, el transporte escolar, que -entre paréntesis- se incorpora asimismo en el subsidio a las Regiones, es muy trascendente, especialmente respecto de los niños que carecen de recursos para trasladarse.



También es muy importante solucionar lo relativo a los pasajes, porque no es posible que en una Región -por ejemplo, la Sexta- trasladarse de una comuna a otra sea tan caro como viajar a Santiago.



Y eso ocurre en muchas otras partes.



Por ello, se tuvo especial consideración en cuanto a los dineros que se les asignan a las Regiones.



Termino, señor Presidente, diciendo dos cosas.



En primer término, en las Comisiones unidas de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones del Senado el proyecto fue aprobado por unanimidad.



En segundo lugar, debo manifestar responsablemente -¡responsablemente!- que en dichos órganos técnicos participaron todos los partidos de la Concertación y que el acuerdo que le presentamos al Gobierno durante una conferencia de prensa fue firmado ¡por todos los parlamentarios de ese conglomerado! Aquí tenemos el documento, que incluso se entregó a los medios. Y también lo suscribieron Diputados y Senadores del Partido Socialista.



Asimismo, hubo una reunión final, durante la cual se consignó el Protocolo.



Señor Presidente, deseo formular un llamado a todos mis colegas. 



Cuando se trata de materias de Estado, uno debe trabajar en forma responsable. Y me parecía importantísimo hacerlo para alcanzar los acuerdos a que me referí. Porque no podemos continuar sin un Plan Nacional de Transporte Público, no solo para la Región Metropolitana, sino igualmente para el resto del país.



Desde tal perspectiva, se consignó especialmente un planteamiento de quien también firmó el protocolo, la Diputada Denise Pascal. Ella representa a la Región Metropolitana, pero hay que considerar que esta comprende comunas agrícolas.



Por tal razón...

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.



Le daré un minuto adicional.

La señora ALVEAR.- Gracias, señor Presidente.



Por último, debo expresar que resulta fundamental -así por lo menos lo estimo yo, que integré las Comisiones- honrar los compromisos. 



El Protocolo de Acuerdo lo firmamos el 14 de septiembre, y con antelación, a fines del mes de agosto, todos los parlamentarios de la Concertación participamos en una conferencia de prensa. Es responsabilidad de quienes lo suscribimos, naturalmente, el socializarlo con los Senadores y Diputados de las respectivas bancadas.



Lamento que, a lo mejor, eso no haya ocurrido en el resto de aquellas. Pero al menos la Democracia Cristiana aprueba el Protocolo y va a honrar su compromiso.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, las cosas han ido quedando en su lugar. Porque, en verdad, en algunos momentos se escuchan discursos y argumentos que parecieran ser de otro país.



Hay Senadores que construyen realidades ficticias y, además, persiguen responsabilidades que les son propias. Pero lo hacen en otros, sí. Y eso llama la atención.



¡Claro! Ello impacta mucho a la galería, que con frecuencia se encuentra muy desinformada o gusta de discursos espectaculares, a veces sin mucho fondo ni contenido.



Y uno se inquieta al apreciar dicha situación.



El proyecto de ley que nos ocupa busca dar respuesta a una situación que se generó producto de un acuerdo.



Es cierto que en una discusión presupuestaria se le asignó un recurso simbólico al Transantiago, abriendo simplemente la Partida pertinente. Pero en forma posterior se suscribió un pacto político. Yo participé en él, lo impulsé e hice todo lo posible para que el sector más afín a mis ideas también se comprometiera. Así fue, efectivamente. Y entiendo que el Ministro Cortázar estaba muy agradecido por ello.



En esa misma oportunidad manifestamos nuestra preocupación en cuanto a que se buscara evitar situaciones que pudieran ocurrir después en caso de un mal cálculo en las cifras que en ese minuto iluminaban la decisión que tomábamos. La realidad comprobó, posteriormente, que ellas estaban equivocadas, y el déficit continuó.



También se nos dijo que se reduciría la evasión en el pago de las tarifas. Y, al parecer, tampoco se mejoró en este escenario.



Lo que se buscaba en ese momento era impedir el aumento del valor del pasaje.



Ahora se propone incrementar el subsidio nacional transitorio al transporte público remunerado. Por un lado, pretendemos cautelar la calidad del servicio, y por otro, evitar un alza desmedida.



El Protocolo estableció tres ideas básicas: el financiamiento -o, mejor dicho, cubrir el desfinanciamiento, que es más razonable de argumentar-; segundo, modificar el marco regulatorio, que ahora es leonino, porque el Estado tiene muy pocas herramientas y los trabajadores quedan completamente desprotegidos, y tercero, evitar la evasión estableciendo criterios para avanzar en esa línea.



Este proyecto busca responder al primer elemento: cómo lograr un financiamiento que permita sacar de la incertidumbre y el riesgo que representa para la ciudadanía de Santiago un aumento en el valor de los pasajes.



Respecto del segundo punto -el marco regulatorio-, hay un proyecto de ley que se tramita en la Comisión de Transportes del Senado, en el que se impulsa el criterio de dotar a la autoridad pública -en este caso, al Ministerio del ramo- de las herramientas jurídicas que le permitan operar y exigir a fin de cautelar los intereses desde la perspectiva del Estado.



Y debo destacar la voluntad transversal, el compromiso real, el trabajo mancomunado y en equipo, sin que esto signifique renunciar en algo a las posturas de cada uno, por precaver, de la mejor manera posible, los derechos laborales y sindicales, la seguridad social; evitar todo tipo de abusos, y poner como primera prioridad el pago de cualquier deuda que se tenga con los trabajadores.



Dicha iniciativa avanza a paso firme y -repito- con un interés evidente de los dos sectores, Coalición y Concertación, para dar una respuesta adecuada en esta materia. De hecho, ayer se recibió en audiencia pública a dirigentes gremiales de la Confederación Nacional de Trabajadores del Transporte y Afines de Chile (CONATRACH), quienes se sorprendieron gratamente con el nivel de sensibilidad, que calificaron de excepcional, que mostraba el Senado en torno a estas materias. Y no era para menos, toda vez que se había tomado plena conciencia de la situación.



Ahora bien, quiero dejar consignado, primero, que me satisface mucho la ampliación de los recursos no solo a obras de transporte, sino también a obras de inversión y a la posibilidad de que las Regiones destinen fondos a tal propósito, incluida la conectividad digital.



Sin embargo, también deseo dejar constancia de mi preocupación. Porque es un hecho histórico que a las Regiones se les promete más dinero; se establecen marcos legales, como el actual, y en definitiva la sumatoria, al momento final, indica que la plata es la misma. Es un bolsillo de payaso: lo que se les da por un lado se les quita por el otro, y siguen teniendo menos recursos, en tanto que Santiago, cada vez más.



Espero que esa situación no se repita y que efectivamente exista conciencia. Estamos llegando al límite de la tolerancia en esta materia, y creo que las Regiones merecen respuestas adecuadas. 



También considero excesivo el plazo. Pero, bueno, así se estableció y tendremos que asumirlo, aun cuando confío en que en próximas legislaciones podamos corregir todas estas deficiencias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma, por cinco minutos.

El señor TUMA.- Señor Presidente, fui Diputado durante cuatro períodos y, en el último, me correspondió discutir uno de los proyectos relacionados con el Transantiago. En ese momento se nos señaló a los parlamentarios de Regiones lo mismo que se ha dicho hoy: “Ustedes van a tener un tratamiento especial”.



Yo creo que los habitantes de la Región Metropolitana merecen un trato digno en materia de transporte y que se que les brinde, desde el punto de vista del Estado, con subsidios, un mejor transporte. Pero todos los chilenos tienen los mismos derechos, y deben ser considerados iguales. Sin embargo, parece que los de la Región Metropolitana son más iguales que los del resto del país.



Cuando se trata de las demás Regiones, se promete un financiamiento “espejo”; se dice que se les otorgarán las mismas platas del Transantiago. Se asegura que en 2010 se van a gastar más de 100 millones de dólares en la Capital, y otros 100 millones en Regiones.



Y los 100 millones de dólares para Santiago se gastan, y los otros, se reasignan. ¿Por qué ocurre esto? Porque los Diputados y Senadores de Regiones, a la hora de definir nuestro voto, empezamos con otras consideraciones y, al final, terminamos votando con el centralismo.



¡El drama que sufren las Regiones es la falta de lealtad de sus parlamentarios con su gente! Y siempre -¡siempre!- Santiago sale favorecido con estas medidas de negociación, con estos protocolos, con estos presupuestos.



¡Claro que Santiago es importante! Pero igual lo es la calidad de vida, la dignidad y el transporte de los habitantes de Regiones.



En la mía, La Araucanía, hay sectores que no disponen de caminos, conectividad, puentes. Entre paréntesis, este año se iban a construir un par de puentes -el Senador señor García lo sabe- con fondos del Transantiago. Bueno, resulta que ahora no van a ser financiados, y vamos a tener que esperar seis años para ello. Todavía no se dicta el reglamento. ¡Ojalá me equivoque! El Ministro me hace señas de que se van a financiar. Espero que sea así, pues hay gente que desde hace muchos años pide la atención de sus necesidades y ser tratada con dignidad desde el punto de vista del transporte. 



Hay campesinos que no tienen caminos ni transporte. Los empresarios colocan la dignidad o la calidad del transporte. Porque no contamos con suficientes fiscalizadores: hay solamente dos en toda una Región. Y la frecuencia también la ponen los empresarios. Ellos dicen qué días viajan, qué días no. Si lo hacen los martes y miércoles, el resto de los días no hay transporte para los usuarios de Regiones.



Entonces, ¿vamos a tener que esperar hasta el próximo Gobierno, hasta el 2017 para recibir tales inversiones “espejo”? Yo las llamaría “espejo” y “tratamiento igual” si se otorgaran a las Regiones en la misma cantidad y oportunidad que Santiago. Pero sigue habiendo un trato discriminatorio.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que estamos reiterando la debilidad que nos afecta a los parlamentarios de Regiones: “a la hora de los quiubos”, cuando debemos pronunciarnos, les damos nuestros votos a la Región Metropolitana.



¡Podríamos haber realizado una negociación más adecuada para conseguir exactamente los mismos derechos! ¡No lo hicimos! ¿Por qué? Porque tenemos que dar nuestro acuerdo, porque Santiago…, ¡No sé por qué!.



¡Pero si los habitantes de Regiones tienen los mismos derechos! 



Yo sé, al igual que el Senador señor Navarro, que este proyecto será aprobado.



Su Señoría ya manifestó que aquí se van a unir algunos Senadores y que la iniciativa será aprobada con votos de parlamentarios de Regiones. ¡Habrá un trato preferente para Santiago con votos de Regiones! No sé qué van a decir algunos colegas en sus respectivas circunscripciones.



Se ha afirmado que fuimos partícipes de este acuerdo. Yo no. A mí no se me pidió la opinión. Es más, la mayoría de los parlamentarios que tomaron parte en él son de la Capital, porque la naturaleza de los problemas del Transantiago hacía que naturalmente fueran ellos quienes intervinieran. Los de Regiones no fuimos considerados. Y por eso hoy no recibimos un trato adecuado.



Si cada parlamentario actuara en forma leal con sus electores y defendiera a su Región, esto no volvería a ocurrir y tendríamos, de verdad, descentralización e igual dignidad y trato.



En definitiva, voy a votar en contra del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo señalar que en realidad hoy las Regiones son una entelequia.



El consejo regional está conformado por miembros elegidos por concejales, normalmente instruidos, y además por un intendente nombrado por el Presidente de la República.



En segundo término, quiero complementar las cifras entregadas por el Senador señor Chahuán.



En verdad, con este proyecto las Regiones recibirán una cantidad significativa de recursos. Sin embargo, la experiencia existente hasta la fecha indica que ellos provienen del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y que su destino es definido por consejeros y concejales que se ajustan entre ellos para finalmente terminar escogiendo proyectos con una muy baja rentabilidad.



Lo que necesitamos en las Regiones es mejorar, con cargo a este fondo, entre otras cosas, el transporte a través de un subsidio terrestre, aéreo, marítimo, lacustre, fluvial, según sea la situación de cada una de ellas; y también fibra óptica que les permita “subir” a las localidades más alejadas.



En el caso nuestro, en la zona austral, se requiere construir un camino de verdad por territorio chileno para unir la Región de Aysén con Puerto Montt, como corresponde.



Y esa es la tarea que debemos asegurar durante el estudio del proyecto de Ley de Presupuestos, donde van a ir tales recursos. 



Finalmente, deseo señalar que se tomó una decisión irreversible cuando se sustituyeron las micros amarillas por un sistema -entre comillas- de transporte público.



Las micros amarillas rentaban. Tenían sus conflictos, sus características, etcétera, pero era un sistema casi único en el mundo que verdaderamente satisfacía, a su manera, la necesidad de transporte de la población. Y se cambió por la actual modalidad de transporte público. Entremedio hubo varios desastres, como el hecho de sacar los tranvías y los trolebuses, los cuales hasta hoy día siguen funcionando en todas partes del mundo.



En definitiva,  se ha entrado en un sistema que, en el mejor de los casos, cubrirá sus costos operacionales. Y en Ingeniería en Transportes se señala que cuando el transporte público logra cubrir sus costos operacionales, significa que es eficiente. Y hacia eso tenemos que apuntar en esta etapa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, mi deber de conciencia me lleva a intervenir.



Quiero manifestar que no creo en el Transantiago. Desde que me interioricé de sus características, nunca he creído en él. Por varias razones: su diseño; su ejecución; sus costos realmente impactantes, ilimitados; su asimetría como solución frente a las Regiones. Entonces, por esos motivos, jamás he creído que este sistema vaya a funcionar. Y los problemas que ha causado han sido un castigo no solo para los santiaguinos, sino también para el resto del país que ha debido pagarlos.



Por eso, cuando el año pasado se llegó a acuerdo al respecto -y, finalmente, se dictó la ley N° 20.378-, yo me abstuve en la votación del proyecto correspondiente, porque no estaba conforme con lo que se estaba haciendo. Y mi postura iba más allá del debate sobre la falta de simetría en la entrega de los recursos destinados a las Regiones. Porque, a mi juicio, nos involucrábamos en un plan extremadamente difícil de resolver, y pensaba que esa propuesta no iba a funcionar.



Lamento constatar, a menos de año de la promulgación de esa normativa, que el sistema no ha dado resultados, que hoy día es peor que antes, y que ahora el país sigue más endeudado por causa del transporte público de Santiago.



¿Habrá esperanza, señor Presidente, en que se corregirá la situación del Transantiago?



Tengo muy poca.



Sin embargo, me hacen sentido dos elementos.




Uno, tenemos un Gobierno que se ha comprometido en transformar este sistema e instaurar uno nuevo a partir del actual.



Y dos, hay un acuerdo político mediante el cual la Oposición, con reservas, con reparos, se ha sumado a buscar una solución.



Con mucho dolor, señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, como la iniciativa tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”, se debe votar en general y particular, a la vez.



En votación.

)----------------(



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a quienes se hallan en las tribunas retirarse ordenadamente, porque acabo de disponer su desalojo.



Se les agradece su presencia, pero no sus manifestaciones.

)-----------------(

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos contra 7); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular,  y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés)



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Bianchi, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Moción



 De los Senadores señor Espina, señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y señores Allamand y García, con la que dan inicio a un proyecto de ley relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores (boletín N° 7.256-03) (Véase en los Anexos, documento 12).

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasa a la Comisión de Economía, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Permiso constitucional.



Solicitud del Senador señor Navarro para ausentarse del país entre los días 12 y 19 de octubre del año en curso.



--Se accede.

MODIFICACIONES A SISTEMA DE JUSTICIA MILITAR

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Sistema de Justicia Militar y establece un régimen más estricto de sanciones, tratándose de delitos contra los miembros de las policías, con Certificado de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Defensa Nacional, unidas, y con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 13).

--Los antecedentes sobre el proyecto (7203-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.


Informe de Comisión:


Certificado de las Comisiones de Constitución y Defensa Nacional, unidas, sesión 58ª, en 6 de octubre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, está a punto de llegar el Certificado que da cuenta del debate habido en las Comisiones unidas.



En discusión general y particular el proyecto.



No sé si la Honorable señora Alvear desea rendir el informe verbal.

La señora ALVEAR.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el día de hoy se reunieron las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional, unidas, tanto en la mañana como antes del comienzo de esta sesión, con la asistencia de los Ministros de Defensa Nacional y de Justicia, señores Jaime Ravinet y Felipe Bulnes, respectivamente, para analizar el proyecto que nos ocupa, cuya urgencia fue calificada de “discusión inmediata”.



Cabe señalar que la Excelentísima Corte Suprema dio a conocer su opinión sobre la materia mediante el oficio N° 792, de 5 de octubre en curso, en conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En las Comisiones unidas analizamos cada una de las disposiciones de la iniciativa. Y, en general, cabe destacar que su objetivo es, en primer lugar, que los civiles sean juzgados por la justicia ordinaria, y los militares, por los tribunales castrenses.



Ese es el primer propósito que busca el proyecto en debate.



En segundo término, señor Presidente, nos pareció significativo   -y fue debatido en las Comisiones unidas- que se incorporara explícitamente la exclusión de los menores de 18 años, a quienes siempre se les va a aplicar la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente y no la justicia militar, de acuerdo a los compromisos que asumimos al momento de ratificar la Convención sobre los Derechos del Niño.



Otro punto relevante es el de la coautoría. Está contemplado en el artículo 2° (“Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación.”), el cual señala que en los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, en la comisión de cualquier delito, ya sea militar o común, serán competentes, respecto de los civiles, los juzgados ordinarios, y en cuanto a los militares, los tribunales castrenses. Se hace, pues, esa distinción. 



Por lo tanto, señor Presidente, queda claro en el proyecto que presentamos hoy a la Sala que los civiles van a ser juzgados por los tribunales ordinarios; los menores, por los juzgados ordinarios, de acuerdo a las disposiciones de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente; y, en caso de coautoría, los civiles, por los tribunales ordinarios y los militares, por la justicia militar.



Debo agregar que se presentaron indicaciones al proyecto, tanto de parte de parlamentarios como también del Ejecutivo. Y valoro el espíritu con que pudimos trabajar en las Comisiones unidas.



El artículo 1° (“Restricción de la competencia de los tribunales militares.”) se aprobó por unanimidad y se le introdujeron algunos ajustes menores en su redacción, como la supresión de la frase final, que decía: “los que conocerán de conformidad a las normas contenidas en el Código Procesal Penal”.



El artículo 2° también fue acogido por unanimidad, con los votos favorables de los diez miembros de las Comisiones unidas, y, como acabo de explicar, define cuál es el tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación.



El artículo 3° se refiere a las contiendas de competencia entre tribunales ordinarios y militares, y establece que ellas deben ser resueltas por la Corte Suprema. Al mismo tiempo, se acogió la idea de que en esos casos el Auditor General del Ejército -o quien deba subrogarlo- tiene que quedar excluido de la composición de la Sala respectiva del Máximo Tribunal. Ello se aprobó también por unanimidad.



Respecto del artículo 4°, en que se introducen modificaciones al Código de Justicia Militar, se aprobó por unanimidad agregar, en el inciso primero del artículo 6° de dicho Código, después de la expresión “de planta”, la frase: “personal llamado al servicio”. 



El inciso segundo fue aprobado sin enmienda alguna por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas.



En el inciso tercero se explicitó nuevamente lo relativo a la responsabilidad penal adolescente, y fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas.



Finalmente, el Ejecutivo incorporó como artículos 8° y 9° transitorios algo que nos pareció muy importante: que cuando se trate de contiendas de competencia entre tribunales ordinarios y militares, se establezca un procedimiento respecto de cómo se resolverán. 



En términos generales -solo voy a señalar lo más relevante-, el artículo 8° señala que “En el nuevo juicio seguido ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, que resulte de la aplicación de las normas transitorias anteriores,” -que también aprobamos por unanimidad- “el Ministerio Público deberá señalar en su acusación los medios de prueba rendidos anteriormente ante el Tribunal Militar”, de manera tal que no se pierda la prueba. 



La norma prosigue: “En los casos que resulte la aplicación del procedimiento simplificado o abreviado, los medios de prueba antes dichos se entenderán parte integrante del requerimiento o la acusación verbal respectivamente.”.



Este artículo, que acogimos los Senadores de ambas Comisiones, era necesario en virtud de algunas complicaciones que advirtieron el Fiscal Nacional en la Cámara de Diputados y su representante, hoy, en las Comisiones unidas del Senado, razón por la cual se regula qué ocurre en caso de fallecimiento de testigos y peritos, cómo se van a hacer los registros, cómo se considerará la prueba confesional y testimonial que se ha rendido con antelación ante el tribunal militar y que se puede utilizar en la audiencia del juicio ante el juez de garantía o tribunal oral.



Por su parte, el artículo 9° transitorio dispone: “En las causas seguidas ante Tribunales Militares que, por aplicación del artículo 4° transitorio sean conocidas por los Jueces de letras con competencia en lo criminal que corresponda, la prueba anteriormente rendida ante el Tribunal Militar se regirá, en cuanto a su producción, recepción y apreciación, de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal.”. Esta norma fue aprobada también por unanimidad.



Asimismo, debo señalar, para no intervenir nuevamente -y saliéndome ahora de la presentación del proyecto-, que junto con el Senador señor Patricio Walker formulamos una indicación en la que proponíamos que los conscriptos fueran excluidos también de la aplicación del Código de Justicia Militar. Puesta en votación en dos oportunidades, se produjo un empate en ambos casos, razón por la cual se entendió aprobada la norma general.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. 



Ofrezco la palabra. 



Si no hay interesados en intervenir, procederemos a tomar la votación.

El señor CHADWICK.- ¡Votemos, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor BULNES (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, seré muy breve, porque estoy al tanto de la recargada agenda que tiene el Senado. 



Solo deseo señalar que este es el proyecto que fue aprobado hoy día en las Comisiones unidas de Constitución y de Defensa Nacional de esta Corporación. Se acogieron las ideas matrices, que ya habían sido aprobadas por la otra rama legislativa en su momento, y se hicieron muy buenos perfeccionamientos, clarificaciones, por la vía de indicaciones que mejoraron lo que traía el Ejecutivo y lo que había despachado la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, agradeciendo el buen espíritu con que se trabajó en las Comisiones unidas, quiero decir que con esto damos cumplimiento a la palabra empeñada de sacar adelante una reforma que está comprometida, que forma parte del Programa de Gobierno y que también jugó un papel importante en el reciente conflicto con los comuneros mapuches.



Finalmente, en nombre del Ministro de Defensa, mío y del Gobierno, agradezco también la celeridad con que despacharon esta iniciativa las Comisiones unidas, así como el trabajo rápido y eficaz que ha efectuado esta Cámara al aprobar los proyectos de ley en el contexto que he mencionado.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor  Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he pedido el articulado que se halla en debate y no lo tenemos a la vista.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos empezando a repartirlo, Su Señoría. 

El señor NAVARRO.- Pero no puedo intervenir, porque, como no estuve en la Comisión,...

El señor PIZARRO (Presidente).- La Senadora señora Alvear hizo una muy larga y clara exposición.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero saber exactamente cuáles son los cuatro artículos a que se ha hecho referencia. Tenemos opinión formada sobre el tema. Además, ha intervenido el Ministro, pero no lo he escuchado hablar sobre los temas que faltan. El principio básico es que podemos estar de acuerdo en avanzar con motivo de la huelga de hambre, pero también respecto de lo que viene. Porque, no me parecería adecuado que más adelante se plantearan artículos que se contrapusieran a aquello, borrando con el codo lo que escribimos con la mano.



Por lo tanto, también se requiere un compromiso, más allá de lo que está acordado: los cuatro artículos que hasta ahora no tengo a la vista, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el señor Ministro de Defensa Nacional.

El señor RAVINET (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, quiero reiterar el compromiso del Ejecutivo en cuanto a impulsar una reforma más amplia y profunda en materia de competencias, proyecto que está en la Cámara de Diputados y del que, por razones de urgencia y tiempo, se desglosó el que conoce ahora esta Corporación.



Adicionalmente, el compromiso del Ejecutivo, programático y ante el Senado, es modificar la estructura orgánica de los tribunales militares y los procedimientos, para asimilarlos a los de la reforma procesal penal.



Y, en tercer lugar, el compromiso del Gobierno es hacer una profunda revisión de los llamados “delitos militares”, con el fin de adaptarlos a los principios modernos del Derecho y a los compromisos internacionales.



Ambas iniciativas se enviarán a más tardar en junio del próximo año.



Esos son los compromisos tomados por el Ejecutivo ante las Comisiones respectivas.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



Suspenderé la sesión por algunos minutos para esperar la llegada del informe pertinente. Después procederemos a la discusión o votación.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, dado que, según entiendo, habíamos acordado despachar este proyecto a las 20, como hora tope, y que probablemente ello se hará mucho antes (quizá dentro de cinco minutos), pido que se recabe la unanimidad de la Sala para incluir en la tabla de esta sesión el proyecto sobre alza del impuesto a la minería, conocido como “royalty”, porque también es producto de un acuerdo político. Se trata de platas necesarias para la reconstrucción y que también van a las Regiones.



Sería estupendo, señor Presidente, que tanto la iniciativa sobre el Transantiago, que ya aprobamos y que contempla asimismo recursos para las Regiones, cuanto la relativa al royalty estuvieran aprobadas antes de que comenzáramos a trabajar en las Subcomisiones el Presupuesto para el 2011. Porque entiendo que, una vez que se encuentren aprobados dichos proyectos, las platas correspondientes también deberían reflejarse en mayores ingresos y en más inversión para las Regiones.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Una vez que despachemos la iniciativa en debate celebraremos una reunión de Comités para ver cómo continuamos tratando el resto de la tabla, la cual se halla bastante recargada.



Se suspende la sesión hasta que llegue el informe escrito.

)------------(



--Se suspendió a las 18:37.



--Se reanudó a las 19:12.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión. 



Señores Senadores, ya tienen sobre sus escritorios el Certificado que da cuenta del debate habido en las Comisiones unidas de Constitución y de Defensa Nacional. 



Entiendo que es necesario explicar un par de correcciones.



No sé si la Presidenta de las referidas Comisiones o el señor Ministro podrían decirnos con exactitud en qué consisten.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el artículo 2º despachado por las Comisiones unidas señala: “Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares en la comisión de aquellos delitos sujetos a la competencia de la justicia militar, de acuerdo a las normas del Código de Justicia Militar, serán competentes, respecto de los civiles, la Justicia Ordinaria y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.”.



Se eliminan las expresiones “competencia de la” y la coma que figura después del término “militar”.



Por lo tanto, el texto diría en la parte pertinente: “de aquellos delitos sujetos a la justicia militar de acuerdo...”.



Eso es todo, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Algún señor Senador desea hacer uso de la palabra?



Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero manifestar claramente la voluntad positiva de avanzar con un proyecto que, sabemos, se logró tras un esfuerzo importante de las Comisiones unidas de Constitución y de Defensa; que obedece a un acuerdo político que buscamos, apoyamos e impulsamos entre el Gobierno y quienes se hallaban en huelga de hambre porque entendíamos que el Ejecutivo actuaba en pos de una salida sin vulnerar el Estado de Derecho; y que, en definitiva, nos parece adecuado. 



Sin embargo, debo connotar que quienes no participamos en el debate de las Comisiones unidas nos encontramos recién ahora con el Certificado que da cuenta de él; o sea, hemos tenido escasos minutos para revisarlo.



Hemos intentado interiorizarnos de la discusión habida en la Cámara de Diputados a fin de comprender el alcance real de esta iniciativa.



Debo insistir en que hubiésemos deseado, incluso en este proyecto -porque, de ser así, estaría nítida la voluntad del Gobierno-, que los tribunales castrenses fueran para militares por delitos militares. 



Eso habría salvado todo el debate del artículo 2º en torno a la coautoría. Y es, por tanto, lo que hemos venido planteando desde hace mucho tiempo. Lo hizo particularmente Juan Bustos en la Cámara de Diputados, cuando hablábamos de la “reforma profunda a la justicia militar”.



Hubiésemos querido también, al igual que en Alemania y en Francia, justicia militar en tiempos de guerra, y en tiempos de paz, justicia civil.



La verdad es que esto, señor Presidente, nos pone en un debate mayor.



¿Por qué los delitos de asesinato, hurto, estafa, agresión sexual van a ser condenados por un tribunal militar cuando no hay guerra?



Y ese es el estado permanente, por lo demás.



¿Cuál fue la última guerra en que participó Chile? ¿La del Pacífico?



Entonces, uno pregunta: ¿constituimos tribunales castrenses para delitos militares? No. No es así. Y no queda del todo explícito en el proyecto.



¿Constituimos tribunales castrenses para tratar delitos de militares en tiempos en que estos actúan, en tiempos de guerra? No: tenemos tribunales castrenses en tiempos de paz. 



Señor Presidente, claramente, hay un avance sustantivo en cuanto a traspasar a la justicia civil, ordinaria, delitos que hoy día se hallan bajo la jurisdicción militar.



En la justicia ordinaria existe un juez de garantía, quien es el pilar del debido proceso.



En la castrense, ¿quién fiscaliza al fiscal militar?



Eso es parte de nuestra crítica permanente en el ámbito de las garantías.



En la justicia militar, en un hecho -no digo delito, porque esta calidad debe establecerse cuando se investiga- donde se vean involucrados carabineros, ¿quién investiga? ¡Carabineros!



Yo habría esperado que en ese caso lo hiciera la Policía de Investigaciones. Porque, de lo contrario, resulta claro que el órgano investigador es el que está siendo juzgado como institución. Y, si de verdad queremos transparencia, no puede esta misma abocarse a la función indagatoria, que debe quedar en otro órgano, independiente, autónomo.



Señor Presidente, sería factible consensuar una indicación a ese respecto.



Algunos dirán que no se discutió en la Cámara de Diputados. Pero, a mi entender, podría incorporarse la norma pertinente en una Comisión Mixta.



En todo caso, quiero llamar la atención sobre el particular.



Yo no estuve en las Comisiones unidas. Entonces, a lo mejor la Senadora Alvear o el colega Espina podrían plantearlo.

El señor PROKURICA.- Eso viene en otro proyecto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he sido crítico de la actuación de los fiscales. Y hemos hecho una pregunta similar a la que planteé denantes: quién los fiscaliza.



Ello forma parte del debate que deberemos efectuar en la búsqueda del mejoramiento de la actual justicia penal.



Señor Presidente, en el hipotético caso -y lo planteo como pregunta a los integrantes de las Comisiones unidas- de que un militar y un civil, por cualquier motivo, agredan durante una fiesta -delito de agresión- a otro civil (mapuche o no), si hay coautoría, se terminará en la justicia militar.

El señor RAVINET (Ministro de Defensa Nacional).- No: en la civil.

El señor NAVARRO.- Perdón: en la coautoría, el civil irá a la justicia civil, y el militar, a la militar.

El señor RAVINET (Ministro de Defensa Nacional).- No: a la civil.

El señor NAVARRO.- Eso está en el artículo 2º, al menos en la copia del documento que nos entregaron.



La Senadora Alvear podría aclarar el punto, pues tenemos duda en cuanto a cuál será la justicia competente en caso de coautoría o coparticipación de un civil y un militar en un delito como el señalado.



No quisiéramos que, coludidos en un ilícito un militar y un civil (a los efectos -para ser muy claro- del problema mapuche), al final termináramos repitiendo una figura que hoy día deseamos eliminar.



Señor Presidente, nuestra intención -lo hemos conversado con el Senador Quintana- es avanzar. Entiendo que algunos aspectos -los Ministros Ravinet y Bulnes lo han expresado- quedarán para una iniciativa posterior. Solo espero que ese debate lo llevemos a cabo con la calma y amplitud necesarias. Porque hoy estamos obrando con relación a un hecho político, del cual participo. No deseamos contraer ningún acuerdo, sino avanzar y que se tome una resolución. Sin embargo, estas observaciones las consideramos legítimas.



Queremos formular dos indicaciones. No sé si ello se puede hacer, señor Presidente, pero no me parecería adecuado que no fuera posible con relación a un proyecto que la Sala ve por primera vez.

La señora ALLENDE.- Se pueden presentar.

El señor ORPIS.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha terminado su tiempo, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Quisiera que se aclarase más en detalle solo lo de la coparticipación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- En primer lugar, señor Presidente, considero importante precisar que, en lo relativo a la coautoría, presentamos una indicación y mejoramos la redacción a fin de que quede absolutamente claro que los tribunales ordinarios siempre conocerán cuando haya imputados civiles y que los tribunales castrenses lo harán cuando se trate de militares.



Ahora, respecto de delitos comunes, la regla general es que, sean civiles o militares, conocerán los tribunales ordinarios.



En algunos casos establecidos en el Código de Justicia Militar, como el del número 3° del artículo 5°, efectivamente se dispone que los tribunales militares intervendrán no obstante tratarse de delitos comunes. Con la Honorable señora Alvear formulamos indicaciones en las Comisiones unidas para excluirlos de tal competencia. Es decir, conocerían cuando existieran delitos militares cometidos por uniformados. Ese es el objetivo que compartimos con el Senador señor Navarro.



Sin embargo, como una materia de esa índole es de despacho más prolongado y requiere una discusión mayor, nos solicitaron -es la misma lógica aplicada con motivo de la modificación del cuerpo legal que determina conductas terroristas: ley corta y ley larga- que sea tratada en otra iniciativa legal.



La Senadora señora Alvear presentó un proyecto de ley en 2007, aprobado en general, que contempla el punto y que estudiaremos en la Comisión de Constitución. Existen otras cuatro iniciativas en la Cámara de Diputados.



Para retirar las indicaciones mencionadas, pedimos un compromiso formal a los señores Ministros, y estos lo contrajeron en orden a presentar, a más tardar en junio de 2011, si no me equivoco,...

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor WALKER (don Patricio).- ...una iniciativa sobre el particular.



Nos hallamos disponibles para avanzar, antes de esa fecha, con la moción a que he hecho referencia -repito que ya fue aprobada en general y ahora la veremos en particular-, precisamente para dejar completamente en claro que los tribunales castrenses deben conocer de delitos militares cometidos por militares, nunca de delitos comunes. Resulta absurdo, por ejemplo, que un delito sexual cometido en un regimiento por un uniformado sea conocido por ellos. Ahí deben actuar los tribunales ordinarios.



En eso, por lo menos, estamos de acuerdo, no solo la Honorable señora Alvear y quien habla, sino también algunos parlamentarios de la Alianza, quienes nos manifestaron que en la ley larga concurrirán con sus votos para modificar la legislación.

El señor NAVARRO.- ¿Y en el entretanto?

El señor WALKER (don Patricio).- El proyecto en debate apunta -digamos las cosas como son- a excluir de la competencia de los tribunales militares los procesos con imputados civiles. Considerando la contingencia, léase los mapuches en huelga de hambre, quienes se hallan doblemente encausados: por tribunales civiles y militares. Queremos que la totalidad de más de cuatro mil causas, que algunos sostienen que son seis mil -las de los mapuches son siete, en algunos casos con doble procesamiento- pasen a los tribunales ordinarios.



Ese es el objetivo de la ley corta: solucionar la cuestión puntual de hoy día y ayudar a descomprimir un conflicto que todavía registra, lamentablemente, unas diez personas en huelga de hambre.

El señor NAVARRO.- Catorce.

El señor WALKER (don Patricio).- También sacamos de la competencia de los tribunales militares a los menores de 18 años -para ser coherentes, además, con los convenios de protección a la infancia firmados por Chile-, quienes serán juzgados conforme a la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.



Por eso se alude a una ley corta y una ley larga. 



Con mi Honorable colega Alvear y otros integrantes de esta Corporación compartimos cien por ciento lo expuesto por el Senador señor Navarro, pero es algo que vamos a estudiar en otro proyecto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no cabe ninguna duda de que esta iniciativa permite, no solo avanzar en la dirección que aquí se ha planteado, relacionada con la situación de los mapuches -respecto de ella se ha desarrollado el diálogo que el país conoce-, sino también terminar con un absurdo procesal, como lo ha señalado con mucha nitidez el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema.



A mi juicio, un sistema como el actual no se sostiene en democracia, sobre todo cuando la inmensa mayoría de los delitos que se ventilan en los tribunales militares no son precisamente castrenses, sino de la esfera civil. 



Lo que aquí debiéramos dejar en claro es que el delito militar dice relación al incumplimiento de deberes militares, y con esa lógica se debería funcionar.



En ese sentido, la iniciativa no innova. Pero, como lo ha hecho presente la Honorable señora Alvear, sí permitirá, en especial por las disposiciones transitorias, terminar con el doble procesamiento. Y eso constituye un tremendo avance para los comuneros mapuches, tanto para aquellos que han depuesto la huelga de hambre como para quienes aún no lo han hecho. Ojalá sea una contribución.



Sin embargo, el Senador señor Navarro no está en absoluto equivocado con su planteamiento. Efectivamente, su hipótesis no ha sido respondida. Y quisiera que el señor Ministro de Justicia pudiese ayudarnos al respecto, porque falta mejorar la distinción entre delitos comunes y militares. Pueden darse procesamientos diferenciados y estos, a su vez, generar sentencias contradictorias.



Lo expuesto por el señor Senador se podría proyectar en el ejemplo de un militar que induce a un civil a cometer un delito. ¿Qué ocurriría conforme a la lógica de diferenciación, como muy bien lo destacó mi Honorable colega Patricio Walker? El militar sería juzgado por la justicia castrense y perfectamente podría resultar condenado por violencia innecesaria. Y el civil, por ese mismo ilícito -porque lo importante es que estamos haciendo referencia a una actuación conjunta en relación con un delito común, como el homicidio, por ejemplo-, será juzgado por la justicia ordinaria, pero puede responder por homicidio calificado. Entonces, procesamientos tan dispares y sentencias tan contradictorias nos sitúan, sobre la base de la modificación que nos ocupa, en un plano exhibido por pocos países.



Pienso que estamos haciendo las cosas mal, señor Presidente. La Cámara dispuso de todo el tiempo necesario para debatir el proyecto, lo que justifica una petición al Ejecutivo basada en el respeto que merece el Senado y la forma como siempre se han analizado estas materias. A mí me representa lo actuado por los integrantes tanto de la Comisión de Defensa como de la Comisión de Constitución. Hago fe del gran esfuerzo que han realizado. Sin embargo, es deber de todos nosotros conocer a fondo, más aún en el segundo trámite constitucional, una iniciativa tan importante como la que se encuentra sometida a nuestra consideración.



Insisto en que esta permitirá resolver algunos aspectos de la causa mapuche; pero, en los aspectos futuros de otro tipo de delitos -pueden tener que ver incluso con el proceso de que se trata-, probablemente no se registrará un doble procesamiento, mas las penas no serán nada de bajas. Reitero que, por el principio de la separación, no lograremos resolver el tema de fondo.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BULNES (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, respondiendo a los comentarios de los Senadores señores Quintana y Navarro, estimo importante tener presente lo siguiente.



Suscribimos plenamente que la justicia militar adolece hoy de serias deficiencias, porque somete a los civiles al conocimiento de los tribunales castrenses, presenta serios problemas de imparcialidad en su orgánica y sus procedimientos son de corte inquisitivo y no acusatorio, concepto este último que en cualquier democracia es objeto de consenso en orden a que debiera ser la norma inspiradora.



Hoy estamos dando un paso inicial, pero fundamental, en la medida en que por lo menos nos hacemos cargo de que los civiles nunca más deben quedar sometidos a la justicia militar.



Entendemos y suscribimos las preocupaciones manifestadas por esos señores Senadores en el sentido de que es preciso hacer dos cosas adicionales. De ahí, por una parte, el compromiso asumido por el Gobierno, en el momento de discutirse la iniciativa tanto en la Cámara como en las Comisiones respectivas del Senado, respecto de avanzar y delimitar completamente el concepto de delito militar.



Consideramos que este último debiera entenderse, según lo expresó el Honorable señor Quintana, como un delito de función: aquel que ponga en riesgo y lleve aparejadas consideraciones propias de la función castrense.



En seguida, en cuanto a la orgánica y los procedimientos, tenemos que avanzar para hacerlos comulgar con los principios propios del sistema procesal ordinario. En tal sentido, nos comprometimos a presentar las dos iniciativas al 30 de junio.



Pero lo que quiero destacar es que si bien hemos apurado y acotado el texto en examen hasta dar un primer paso, que por años se ha deseado dar pero sin concretarlo, se halla involucrado algo más que los comuneros mapuches. Significa empezar a ponernos al día en cuestiones que no pueden quedar rezagadas -a riesgo de repetirme-, como la de que los civiles y los menores de edad estén expuestos, eventualmente, a la justicia militar.



Nos encantaría adelantar más. De ahí nuestro compromiso para que el 30 de junio, como máximo -no como plazo-, estemos discutiendo, en la misma línea planteada por los señores Senadores, las limitaciones y, finalmente, la modernización de la justicia militar.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Procederemos a votar el proyecto, entonces.

El señor LARRAÍN.- ¿Se resolverá primero la aprobación en general?

El señor WALKER (don Patricio).- También en particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Cabe pronunciarse sobre todas las modificaciones propuestas por las Comisiones unidas, las cuales fueron acordadas por unanimidad. En el artículo 2º se eliminan las palabras “competencia de la” antes de la expresión “justicia militar”.



Si algún señor Senador desea que un artículo se vote en forma separada, puede hacerlo presente. Si no, la aprobación será en general y en particular.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tengo una indicación respecto del artículo 2º. ¿Debe incluirse ahora?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se comprende todo. Por eso di la explicación.



Se someterá a votación -repito- la aprobación en general y en particular de la iniciativa. Después se considerará la indicación.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (23 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio).

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar la indicación presentada por el Honorable señor Navarro junto con otros señores Senadores.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La indicación propone sustituir el artículo 2º del proyecto por el siguiente:



“Art. 2º. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, en la comisión de delitos comunes, serán competentes, los tribunales penales ordinarios.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro de Defensa Nacional.

El señor RAVINET (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, ello fue discutido en el seno de la Comisión -la proposición la formularon los Honorables señora Alvear y señor Patricio Walker-, y el Gobierno no lo comparte, dada la urgencia de la ley en proyecto.



Por lo tanto, pido que la indicación sea retirada y que se logre un acuerdo unánime, como ha sido hasta ahora, y que el tema de fondo se discuta cuando se revise la tipología de los delitos militares.

El señor PIZARRO (Presidente).- Consulto al Honorable señor Navarro si la sostiene.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo conversé con los demás autores. Falta un tiempo que estimamos largo para lo que se ha señalado. Como votaremos todo a favor y este es un principio que va a contrariar lo que se resolverá con motivo de la discusión general correspondiente, queremos dejar establecida nuestra observación respecto del artículo 2º.



Estamos votando todo a favor, y mantenemos la indicación.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo decirles a los autores de la indicación que el único efecto que se registraría es que los militares fueran juzgados en tribunales ordinarios. Es lo único distinto. Por lo tanto, no hay un cambio respecto de los civiles, cuya situación se salva con la indicación presentada por el Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, como la discusión resulta sumamente interesante y muchos no hemos participado en ella, me gustaría que la Mesa les diera la palabra a los Honorables señores Larraín y Navarro para que explicaran la diferencia.

El señor NAVARRO.- Estamos en votación. Vamos a perder igual.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la indicación causa no solo el efecto que antes mencioné, sino también otro mucho más complejo: que si se trata de un delito militar y hay participación de civiles, estos últimos quedarán ahora sujetos a la justicia castrense. Ello, obviamente, es un error. Porque la disposición que se plantea se circunscribe a los delitos comunes, respecto de los cuales todo se conoce en la justicia ordinaria.



¿Y si hay delitos militares? A contrario sensu, se verían según las normas ordinarias existentes. Eso significaría que un comunero que haya cometido un delito -comillas- militar pasaría a la justicia castrense. Insisto en que es un error.



Por eso, es preciso votar en contra.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación (13 votos contra 5 y 4 abstenciones), quedando despachado el proyecto en este trámite.



Votaron en contra las señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Espina, García, Kuschel, Larraín, Orpis, Pizarro y Prokurica.



Votaron a favor los señores Escalona, Girardi, Navarro, Quintana y Tuma.



Se abstuvieron las señoras Allende, Alvear y Rincón y el señor Walker (don Patricio).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspende la sesión a fin de celebrar una reunión de Comités.

)-----------(



--Se suspendió a las 19:39.



--Se reanudó a las 19:44.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



Informo a la Sala que, por acuerdo de los Comités, se procederá a levantar la sesión.



Algunos señores Senadores habían planteado la posibilidad de tratar en esta oportunidad iniciativas susceptibles de ser consideradas. Quedarán incorporadas a la tabla de la sesión del próximo martes.



En el caso del proyecto sobre el royalty, cabe recordar que nos encontramos dentro del plazo estipulado por la urgencia que puso el Ejecutivo.



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor KUSCHEL:



A los señores Ministros de Defensa Nacional y de Obras Públicas, solicitándoles REANUDACIÓN DE LABOR DE CUERPO MILITAR DEL TRABAJO ENTRE PUENTE MARIQUITA Y CALETA PICHANCO y FINALIZACIÓN DE ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL RELATIVOS A CAMINO ENTRE PUENTE MARIQUITA Y CALETA GONZALO EN COMUNAS DE HUALAIHUE Y CHAITÉN, PROVINCIA DE PALENA; al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, solicitándole CELERIDAD EN DICTACIÓN DE REGLAMENTOS SOBRE ACTIVIDAD ACUÍCOLA EN DÉCIMA REGIÓN; al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole información sobre CALENDARIZACIÓN E INVERSIÓN PROYECTADA EN OBRAS DE PLAN CHILOÉ; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole MAYOR CANTIDAD DE RECURSOS Y PROYECTOS PARA VIVIENDAS EN REGIÓN DE LOS LAGOS.



Del señor LAGOS:



Al señor Ministro del Interior, formulándole planteamiento en cuanto a EXISTENCIA DE DOCUMENTOS OFICIALES SOBRE ELABORACIÓN DE ESTATUTO DE INGRESO Y PERMANENCIA A ISLA DE PASCUA Y ARCHIPIÉLAGO JUAN FERNÁNDEZ.
)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:44.








Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 54ª, ESPECIAL, EN MARTES 28 DE SEPTIEMBRE DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y de Educación, señores Rodrigo Hinzpeter y Joaquín Lavín, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, ambos subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (Boletín N° 7.211-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.211-07).



-- Queda para Tabla.

________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Respecto del proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (Boletín N° 7.211-07), para el cual hoy se ha citado a sesión especial, escuchar el informe que dará la Presidenta de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, si ningún Senador solicita votación separada, poner en votación en conjunto las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados a la iniciativa, hasta su total despacho.



2) Iniciar la sesión ordinaria tan pronto haya concluido el despacho del mencionado proyecto de ley.



3) Retirar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy el proyecto signado con el número 2, esto es, el que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12) e incluirlo en la Tabla de la sesión ordinaria del martes 5 de octubre próximo.



4) Tratar -como si fuera de fácil despacho- el proyecto de ley, informado por la Comisión de Hacienda, que precisa el sentido y alcance de la modificación efectuada a la Ley sobre Impuesto a la Renta, por la ley N° 20.448 (Boletín N° 7.159-05). Tratar de igual forma el proyecto de acuerdo signado con el número 9 de la Tabla, esto es, el acuerdo aprobatorio del “Tratado sobre el Derecho de Marcas” (TLT), adoptado en Ginebra, el 27 de octubre de 1994 (Boletín N° 6.372-10).

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo a las conductas terroristas y su 

investigación



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo a las conductas terroristas y su investigación, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.211-07.


Añade que, respecto de este proyecto -que se inició en el Senado-, la Cámara de Diputados sólo aprobó cuatro disposiciones del artículo 1°, que modifica la ley sobre conductas terroristas: el número 1), que reemplaza el artículo 1° de dicha ley, donde se establece el concepto de “delitos terroristas”; el número 2), letra a), que sustituye el encabezamiento del artículo 2°, en que se enumeran tales delitos; el número 2), letra c), que sustituye la descripción de las conductas punibles relacionadas con bombas, artefactos explosivos o incendiarios, y el número 2), letra d), que suprime el inciso final del artículo 2°, el cual considera siempre delitos terroristas los de secuestro cometidos por una asociación ilícita terrorista. El resto de las disposiciones concordadas por el Senado fueron rechazadas en el segundo trámite constitucional.

- - -



En discusión las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señor Chadwick y al señor Ministro del Interior.



Cerrado el debate y sometidas a votación tales modificaciones, se produce el siguiente resultado: 18 votos a favor y 18 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



El señor Secretario General señala que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, se produce el siguiente resultado: 18 votos a favor y 18 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Bianchi, Chadwick, Espina, García, Longueira, Chahuán, Coloma y Orpis.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto contrario, los Honorables Senadores señores Quintana, Letelier, Zaldívar, Escalona, Walker (don Patricio), Rossi y Lagos, señora Alvear, señor Tuma, señora Allende y señores Walker (don Ignacio) y Sabag.



En consecuencia, y en virtud de lo establecido en el artículo 182 del Reglamento del Senado, el empate será definido en el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.



Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -



Enseguida, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para que el referido empate se defina en tal sesión, después de considerar los dos proyectos que se verán como si fueran de fácil despacho.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, anuncia que ha terminado el Orden del Día.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA 

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 55ª, ORDINARIA, EN MARTES 28 DE SEPTIEMBRE DE 2010



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros del Interior, de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y de Educación, señores Rodrigo Hinzpeter, Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Joaquín Lavín, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, ambos subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cincuenta y uno especial y cincuenta y dos ordinaria, ambas del día 14 de septiembre del año en curso, y de la sesión cincuenta y tres ordinaria, del día 15 del referido mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Catorce de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (Boletín N° 7.196-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que precisa el sentido y alcance de la modificación efectuada a la Ley sobre Impuesto a la Renta, por la ley N° 20.448 (Boletín N° 7.159-05).



Con los siete posteriores, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y del ex Senador señor Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra (Boletín N° 5.684-11).



3.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12).



4.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile (Boletín N° 6.962-02).



6.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la tributación específica de la actividad minera (Boletín N° 7.170-05).



7.- Proyecto de ley en materia de fiscalización ambiental (Boletín N° 7.213-12).



Con los cinco restantes, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).



4.- Proyecto de ley que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (Boletín N° 6.981-03).



5.- Proyecto de ley que modifica el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el D.L. N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (Boletín N° 6.312-11).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia del personal de notarías y conservadores (Boletín N° 7.033-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de ley que establece que a cada región administrativa, corresponda una zona primaria del servicio público telefónico local (Boletines números 5.552-15; 5.919-15; 6.270-19; 6.304-19, y 6.936-15, refundidos).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



3.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la tributación específica de la actividad minera (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.170-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el cuarto, informa que acordó designar a los miembros de la Comisión de Hacienda de dicha Corporación para que integren la Comisión Especial Mixta que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2011.



-- Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Especial Mixta.



Diez del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los nueve primeros, envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el último, envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 43, número 1), de la ley N° 18.175.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Tres del Ministro del Interior:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, respecto de la estrategia nacional en materia de seguridad pública para evitar la comisión de delitos en contra de las mujeres.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker, don Patricio, en relación con la posibilidad de financiar, en forma permanente y corregida, la bonificación establecida en la ley N° 20.198.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de la construcción de un complejo penitenciario en la comuna de Chillán Viejo.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde un proyecto de acuerdo, adoptado por el Senado, a solicitud de los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto y Quintana, sobre la inclusión de principios y normas de derecho internacional en la política de conservación y manejo de recursos hídricos (Boletín N° S 1.272-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que da respuesta a un proyecto de acuerdo, adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar, con el que solicitan una subvención anual a favor del Instituto O’Higginiano de Chile (Boletín N° S 1.242-12).



Tres del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Escalona, respecto de los ingresos fiscales por impuesto a la gran minería y medidas de control aplicables a las exportaciones mineras.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Lagos y Gómez, sobre las desvinculaciones de funcionarios de la Administración Pública a partir del 11 de marzo del año en curso y las ocurridas cuando asumió el Gobierno del Presidente Aylwin.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del programa de empleos de emergencia del Cuerpo Militar del Trabajo en la Región del Biobío.



Del señor Ministro de Salud, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, relativo al proceso de licitación de una farmacia con turno de 24 horas para el nuevo Hospital Regional de Punta Arenas.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, contesta un proyecto de acuerdo, adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Frei, Lagos, Quintana y Walker, don Patricio, referido a la prórroga del plazo de postulación de los damnificados del terremoto a los subsidios del Programa Especial de Reconstrucción y la modificación de la exigencia de acreditación de propiedad (Boletín N° S 1.273-12).



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de los problemas derivados de las nevazones caídas en la Región de Aysén en el último tiempo.



Dos del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, con el que requiere información respecto de las transferencias efectuadas a las gobernaciones de las provincias de Talagante, Chacabuco, Melipilla y Maipo, para afrontar la emergencia del terremoto del 27 de febrero.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las deudas contraídas por los municipios con el sistema de salud primaria y con la educación municipal.



De la señora Subsecretaria de Transportes, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la posibilidad de subsidiar el transporte aéreo para la Región de Aysén.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la contaminación causada en los lagos y ríos del sur del país por el alga Didymosphenia Geminata.



Del señor Director Ejecutivo del Programa Pro Empleo de la Subsecretaría del Trabajo, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre el financiamiento de programas de absorción de cesantía en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informe



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que precisa el sentido y alcance de la modificación efectuada a la Ley sobre Impuesto a la Renta, por la ley N° 20.448 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.159-05).



-- Queda para Tabla.

Permisos Constitucionales



De los Honorables Senadores señora Matthei y señor Lagos, para ausentarse del país entre los días 1 y 5 de octubre del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

Comunicación



De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que comunica que se ausentó del país entre los días 24 y 27 de septiembre del año en curso, para participar del encuentro de “Servicios Públicos del Gobierno de Chile en Terreno” (INFOBUS), en Buenos Aires, República Argentina.



-- Se toma conocimiento.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente suspende la sesión por 20 minutos, a petición del Comité Partido Demócrata Cristiano.



Se reanuda la sesión.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que precisa el sentido y alcance de la modificación efectuada a la Ley sobre Impuesto a la Renta, por la ley N° 20.448, con informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que precisa el sentido y alcance de la modificación efectuada a la Ley sobre Impuesto a la Renta, por la ley N° 20.448, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.159-05.



Añade que su objetivo principal es establecer, para todos los efectos legales, que la derogación de los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta efectuada por la Ley de Mercado de Capitales III, tuvo como finalidad reestructurar el tratamiento tributario de las materias relativas al mercado de capitales, reproduciendo el contenido de las disposiciones derogadas, con las modificaciones pertinentes, en los artículos 106, 107 y 108, nuevos, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de manera que cualquier referencia a los preceptos derogados contenida en otras normativas debe entenderse formulada a los artículos mencionados.



La Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa tanto en general, cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



Puesta en votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 28 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Matthei, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Larraín y Letelier, se deja testimonio de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Para todos los efectos legales, debe entenderse que el sentido y alcance de lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 20.448, en lo relativo a la derogación de los artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, fue reestructurar el tratamiento tributario de aquellas materias relativas al mercado de capitales, de modo tal que su contenido corresponde, en lo principal, al texto de los artículos 106, 107 y 108, respectivamente, de la misma ley. En consecuencia, cualquier referencia que en las leyes se haga a los derogados artículos 18 bis, 18 ter y 18 quáter señalados, debe entenderse efectuada a los referidos artículos 106, 107 y 108, según corresponda, de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



Asimismo, se deja expresa constancia que para todos los efectos legales los artículos 1°, 3° y 4° transitorios de la ley N° 19.768, se encuentran plenamente vigentes.”.

______________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del “Tratado sobre el Derecho de Marcas” (TLT), adoptado en Ginebra, el 27 de octubre de 1994, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado sobre el Derecho de Marcas” (TLT), adoptado en Ginebra, el 27 de octubre de 1994, y que tiene el Boletín N° 6.372-10.


Añade que el objetivo del Tratado es simplificar los procedimientos administrativos nacionales de registro de marcas, aplicándolo a las marcas de productos y servicios, de modo de facilitar a los usuarios el registro en diversos países.


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó esta iniciativa tanto en general, cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier y Walker (don Ignacio), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señor Larraín.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 31 votos a favor y dos abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señor Novoa.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Tratado sobre el Derecho de Marcas” (TLT), adoptado en Ginebra el 27 de octubre de 1994.”.

______________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo a las conductas terroristas y su 

investigación


El señor Presidente anuncia que corresponde definir el empate que se produjo, en la sesión anterior, respecto de la votación de las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados en relación con esta iniciativa, que cuenta con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y tiene el Boletín N° 7.211-07.

- - -



Sometidas a votación tales modificaciones, se produce el siguiente resultado: 17 votos a favor, 17 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Allamand.



El señor Secretario General señala que procede dar por desechadas dichas enmiendas.



Acto seguido, el señor Presidente las da por desechadas.



A continuación, expresa que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos y Walker, don Ignacio, en primer trámite constitucional, sobre violencia escolar, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos y Walker, don Ignacio, en primer trámite constitucional, sobre violencia escolar, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 7.123-04.


Añade que sus principales objetivos son:



- Impedir y sancionar los casos de violencia física y sicológica que sucedan entre los miembros de la comunidad escolar, como también toda forma de hostigamiento y de acoso que se realice por cualquier medio, incluso el virtual o cibernético.



- Regular la forma en que los colegios deben asumir este problema.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Allamand, Larraín, Navarro, Quintana y Walker (don Ignacio).



Corresponde hacer presente que la iniciativa posee carácter de norma orgánica constitucional.

- - -



Cabe destacar que la Sala acuerda que la presente sesión concluya a las 20 horas de hoy.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Allamand y al señor Ministro de Educación.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 31 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Lagos, Letelier, Chahuán y Cantero, señoras Rincón y Pérez San Martín y señores Orpis y Quintana.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del martes 12 de octubre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10 de la Ley General de Educación, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación:



1.- Agrégase en el inciso segundo de la letra a), a continuación de la palabra “escolar” y antes de la coma (,), la siguiente frase: “y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido entre ellos y hacia sus profesores o asistentes de la educación, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos”.



2.- Agréganse en el inciso segundo de la letra c), entre la palabra “educativa” y el punto final (.), las siguientes frases: “como asimismo evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos en la comunidad escolar, denunciando dichas conductas y aplicando las sanciones cuando correspondan”.



3.- Agréganse en el inciso segundo de la letra e), entre la palabra “conducen” y el punto final (.), las siguientes frases: “como asimismo evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos en la comunidad escolar que dirigen, aplicando las sanciones cuando correspondan”.



Artículo 2º.- Agréganse en la Ley General de Educación, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, los siguientes artículos 15 B y 15 C, nuevos:



“Artículo 15 B.- Constituirá un deber prioritario de la Comunidad Escolar promover y velar por una sana convivencia escolar en donde esté estrictamente prohibido toda forma de agresión física o psicológica entre sus miembros, incluyéndose alumnos, profesores, directivos y asistentes de la educación.



Para estos efectos, se deberá constituir un Comité denominado de la Sana Convivencia Escolar, que estará constituido por el Director del Establecimiento; un representante de los profesores; el presidente del Centro de Padres y Apoderados, y a falta de él, un representante de los padres y apoderados; el presidente del Centro de Alumnos, y a falta de él, un representante de los alumnos y un representante de los Asistentes de la Educación.



Este Comité deberá impulsar todas aquellas medidas que se estimen necesarias para promover, prevenir y controlar una sana convivencia escolar.



Artículo 15 C.- En el Reglamento Interno de cada establecimiento se deberá incorporar las diversas conductas que constituyen una falta a la sana convivencia escolar, graduándose éstas de acuerdo a su mayor o menor gravedad. De igual forma, se establecerán las sanciones correspondientes a estas conductas que podrán incluir hasta la expulsión del establecimiento.



Todos los profesores tendrán la obligación de denunciar los hechos de violencia física y sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometidos por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, a la Dirección del Establecimiento. Tratándose de conductas leves o menos graves podrán aplicar directamente las sanciones correspondientes o de lo contrario dar cuenta de ellas a la Dirección para que aplique las sanciones de mayor gravedad.



La Dirección del colegio tendrá la obligación de informar a los padres respectivos cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos, de la que esté siendo víctima su hijo.



Del mismo modo, los padres deberán informar a la Dirección del colegio, cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido cometido por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, en contra de algún integrante de la comunidad escolar, de la que ellos hayan tomado conocimiento.



Si establecidos los hechos constitutivos de violencia física o psicológica, de hostigamiento y de acoso sostenido, la Dirección del Establecimiento no adoptase las medidas disciplinarias o correctivas correspondientes podrán ser sancionados con una multa de hasta 50 Unidades Tributarias Mensuales, las que podrán duplicarse en caso de reincidencia.



Las sanciones que se impongan deberán fundarse en el procedimiento establecido en el artículo 50 de la Ley General de Educación.”.”.

______________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las 

construcciones



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones, y que tiene el Boletín N° 6.841-14.


Añade que la Honorable Cámara de Diputados realizó una sola enmienda en el texto, la cual consiste en reemplazar, en el número 1 de la letra B) del artículo único, la expresión “al domicilio” por “a la ubicación”. De ese modo, dicha parte expresa:



“1.- Será competente para conocer de estas demandas el juez de letras correspondiente a la ubicación del inmueble de que se trate.”.



La modificación requiere, para ser aprobada, del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -


Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien, a nombre del Comité Independientes, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación, solicita segunda discusión del asunto en análisis.

- - -



Ofrecida la palabra en primera discusión, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Enseguida, el señor Presidente expresa que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta materia.

______________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Prokurica y Sabag, y de los ex Senadores señores Vega y Viera-Gallo, que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las 

construcciones costeras



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General expresa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Prokurica y Sabag, y de los ex Senadores señores Vega y Viera-Gallo, que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras, y que tiene el Boletín N° 3.880-14.



Añade que la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el texto despachado por el Senado y le dio una nueva redacción a la letra e) del artículo 105 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



En consecuencia, el diseño de las obras de urbanización y edificación deberá cumplir con los estándares que establezca la Ordenanza General respecto de:



“e) Condiciones de estabilidad y asismicidad, que tomen en consideración todas las características, fenómenos naturales y particularidades de los diferentes lugares del territorio nacional;”.

- - -



Puesta en discusión la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha enmienda, es rechazada por 11 votos en contra y 3 a favor.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Rincón, y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis y Prokurica.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Gómez, Lagos y Quintana.



A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Zaldívar, señora Alvear y señores Escalona, Pizarro y Quintana, en primer trámite constitucional, que restringe el concepto de delito terrorista, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Zaldívar, señora Alvear y señores Escalona, Pizarro y Quintana, en primer trámite constitucional, que restringe el concepto de delito terrorista, y que tiene el Boletín N° 7.202-07.


Añade que su objetivo es excluir los delitos que afecten el derecho de propiedad de aquellos que pueden considerarse como delitos terroristas.



La Comisión rechazó la idea de legislar, por 3 votos en contra (Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín) y 2 votos a favor (Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio).



Cabe tener presente que, en caso de que la Sala adopte una resolución distinta a la de la Comisión, se requiere, para aprobar el proyecto, de quórum calificado.

- - -


Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien, a nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación, solicita segunda discusión de la iniciativa en análisis.

- - -



Ofrecida la palabra en primera discusión, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Enseguida, el señor Presidente expresa que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta materia.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Tuma, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delito terrorista, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Tuma, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delito terrorista, y que tiene el Boletín N° 7.184-07.


Añade que su objetivo es redefinir el concepto de delitos terroristas, de manera de entenderlos como aquellos que son ejecutados con la finalidad de subvertir el orden constitucional o impedir el pleno y normal desarrollo de las actividades económicas, para imponer por la fuerza un modelo de organización política y social, precisando, además, que sólo podrán ser calificados como terroristas los delitos contra las personas en su integridad física.



La Comisión rechazó el proyecto en general, por 3 votos en contra (Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín) y 2 abstenciones (Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio).



Cabe tener presente que, en caso de que la Sala adopte una resolución distinta a la de la Comisión, se requiere, para aprobar el proyecto, de quórum calificado.

- - -


Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien, a nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación, solicita segunda discusión de la iniciativa en análisis.

- - -



Ofrecida la palabra en primera discusión, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Enseguida, el señor Presidente expresa que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta materia.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delitos terroristas, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delitos terroristas, y que tiene el Boletín N° 7.107-07.


Añade que sus objetivos son:



1) Eliminar la presunción legal contenida en el párrafo segundo del numeral 1º del artículo 1° de la Ley sobre Conductas Terroristas y establecer que la finalidad de producir temor en la población en general deberá ser probada y acreditada en la causa criminal respectiva.



2) Acotar los delitos terroristas a aquellos que afecten la vida, la integridad física de las personas, su libertad y la salud pública.



La Comisión rechazó la idea de legislar, por 3 votos en contra (Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Larraín) y 2 votos a favor (Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio).



Cabe tener presente que, en caso de que la Sala adopte una resolución distinta a la de la Comisión, se requiere, para aprobar el proyecto, de quórum calificado.

- - -


Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien, a nombre del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación, solicita segunda discusión de la iniciativa en análisis.

- - -



Ofrecida la palabra en primera discusión, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Enseguida, el señor Presidente expresa que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta materia.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, con informe de las Comisiones de 

Hacienda y de Minería y Energía, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, y que tiene el Boletín N° 7.064-05.


Añade que su objetivo principal es crear nuevos mecanismos de protección ante variaciones en los precios internacionales de algunos combustibles derivados del petróleo, sustituyendo el sistema que ha operado sobre la base del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo y el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.



Las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, discutieron el proyecto solamente en general y, al definir la idea de legislar, se produjeron las siguientes votaciones: se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Orpis y Prokurica, y se abstuvieron los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona y Frei. Repetida la votación, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Orpis y Prokurica; en contra, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señor Frei, y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona. De conformidad con el artículo 178 del Reglamento del Senado, se consideró la abstención como favorable a la posición que obtuvo mayor número de votos, resultando aprobada la iniciativa en general. El texto propuesto es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.

- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien, durante su intervención, a nombre del Comité Partido Socialista, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento de la Corporación, solicita segunda discusión de la iniciativa en análisis.

- - -



Ofrecida la palabra en primera discusión, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Enseguida, el señor Presidente expresa que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta materia.

- - -



Posteriormente, señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los Ministros de Hacienda, de Vivienda y Urbanismo y de Energía, respecto de modificación reglamentaria para extender franquicia tributaria que indica a viviendas construidas y en uso.



2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, sobre rebaja de dividendos a deudores Habitacoop de la Región de Aysén.



3) Al señor Subsecretario de Pesca, en relación con medidas para evitar propagación de alga a ríos no contaminados.



- De la Honorable Senadora señora Rincón a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiendo información acerca de la situación actual de los “Comités sin casa”, de la comuna de Chanco.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 56ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 29 DE SEPTIEMBRE DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, ambos subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cincuenta y uno especial y cincuenta y dos ordinaria, ambas del día 14 de septiembre del año en curso, y de la sesión cincuenta y tres ordinaria, del día 15 del referido mes, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensajes


Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la XII Región (Boletín N° 7.239-08).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).


-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11), con las enmiendas que indica.


-- Pasa a la Comisión de Salud.


Con el segundo, informa que ha tomado conocimiento del rechazo efectuado por el Senado, en el tercer trámite constitucional, a las enmiendas que introdujera esa Cámara, en el segundo, al proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (Boletín N° 7.211-07), y comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


-- Se toma conocimiento y se remite el documento junto a sus antecedentes.


Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Con los tres primeros, envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, y 2.331 del Código Civil.


-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el último, envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2.331 del Código Civil.


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del cobro de peajes en el nuevo puente que se proyecta construir en la Región del Biobío.


Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el número de canes con que cuenta la Institución para la detección de drogas u otras sustancias en el país, la raza de éstos y los costos para su manutención.


De la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de la Región Metropolitana, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre la tramitación del expediente N° 9.662, relativo al reconocimiento oficial de la Escuela Rural de Lenguaje “Mundo Infantil”, ubicada en Chada, comuna de Paine.


-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 104 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, para permitir que la persona que se enferme en sus vacaciones haga uso de su licencia médica (Boletín N° 5.709-06).


-- Queda para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena por gracia al señor Gerardo Alkemade Dolle (Boletín N° 7.237-07).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Dos del Honorable Senador señor Bianchi, con las que da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que establece un feriado especial para la Región de Magallanes y la Antártica Chilena (Boletín N° 7.235-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


2.- Proyecto de reforma constitucional que declara procedente el indulto particular tratándose de determinados delitos terroristas (Boletín N° 7.236-07).


De los Honorables Senadores señora Rincón y señores Espina, Larraín, Orpis y Walker (don Patricio), con la que inician un proyecto de ley que sanciona penalmente el suministro de derivados del petróleo a menores de edad (Boletín N° 7.238-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Permisos Constitucionales


Solicitudes de los Honorables Senadores señora Alvear, y señores Coloma y Lagos, para ausentarse del territorio nacional entre los días 30 de septiembre y 3 de octubre; a contar del 29 de septiembre, y entre los días 9 a 16 de octubre del año en curso, respectivamente.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante la lectura de la Cuenta, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que da inicio a un proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 7.240-08).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Permiso Constitucional


Solicitud del Honorable Senador señor Longueira, para ausentarse del país entre los días 5 y 9 de octubre del año en curso.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante la sesión, se da cuenta de los siguientes documentos:

Moción


Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que da inicio a un proyecto de ley que declara feriado el 21 de septiembre para la provincia de Chiloé y la Región de Magallanes y la Antártica Chilena (Boletín N° 7.242-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Larraín, Cantero, Chahuán, Espina, García, Gómez, Letelier, Orpis, Pizarro, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar, referido a la extradición del señor Sergio Galvarino Apablaza (Boletín N° S 1.295-12).


-- Queda para el Tiempo de Votaciones de esta sesión.

- - -



A continuación, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien pide que el proyecto de ley que sanciona penalmente el suministro de derivados del petróleo a menores de edad (Boletín N° 7.238-07) sea considerado por la Comisión Especial sobre Droga y Alcohol.



Al respecto, el señor Presidente señala que los Comités fijaron el criterio de que, en primer término, dicha Comisión debe constituirse y, a su turno, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento debe informar acerca de qué proyectos relacionados con este tipo de materias están en el ámbito de su conocimiento, para así poder adoptar las resoluciones pertinentes.

- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien solicita que se requiera el asentimiento de la Sala para que la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (Boletín N° 7.211-07) pueda sesionar paralelamente con ella, a fin de despachar su informe.



La Sala accede a dicha petición, acordando, unánimemente, incluir el referido informe en la Tabla del Orden del Día de la presente sesión.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien pide que se recabe igual consentimiento con el objeto de aplazar temporalmente la consideración de las siguientes iniciativas, contenidas en la Tabla de hoy:



- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Zaldívar, señora Alvear y señores Escalona, Pizarro y Quintana, en primer trámite constitucional, que restringe el concepto de delito terrorista, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín Nº 7.202-07).



- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Tuma, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delito terrorista, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín Nº 7.184-07).



- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, relativo a la definición de delitos terroristas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín Nº 7.107-07).



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona y Tuma.



Acto seguido, el señor Presidente propone acoger la petición en análisis, aplazando el conocimiento de las aludidas iniciativas por un plazo de 15 días, lo que así se acuerda.

- - -



Por último, saluda a las delegaciones de los Clubes del Adulto Mayor de Quinta Normal y Maipú, presentes en las tribunas.

- - -



Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en la presente sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las 

construcciones


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones, y que tiene el Boletín N° 6.841-14.



Añade que la Honorable Cámara de Diputados realizó una sola enmienda en el texto, la cual consiste en reemplazar, en el número 1 de la letra B) del artículo único, la expresión “al domicilio” por “a la ubicación”. De ese modo, dicha parte expresa:



“1.- Será competente para conocer de estas demandas el juez de letras correspondiente a la ubicación del inmueble de que se trate.”.



La modificación requiere, para ser aprobada, del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.



Por último recuerda que, en la sesión anterior, se pidió segunda discusión de esta materia.
- - -



Puesta en segunda discusión la referida modificación, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha enmienda, es aprobada por 29 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Letelier, señora Allende y señor Pérez Varela.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Kuschel.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo único.- Modifícase el artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, del siguiente modo:



A) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “el inciso final del artículo 18,” por “el artículo anterior”.



B) Agrégase un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:



“En caso de que el inmueble de que se trata comparta un mismo permiso de edificación y presente fallas o defectos de los señalados en el artículo anterior, será aplicable el procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores establecido en el Párrafo 2° del Título IV de la ley N° 19.496, con las siguientes salvedades:



1.- Será competente para conocer de estas demandas el juez de letras correspondiente a la ubicación del inmueble de que se trate.



2.- El número de consumidores afectados bajo un mismo interés a que se refiere la letra c) del N° 1 del artículo 51 de la ley N° 19.496 no podrá ser inferior a 6 propietarios.



3.-No regirá lo dispuesto en los artículos 51 Nº 9, 52 y 53 de la ley N° 19.496.



4.- Las indemnizaciones podrán extenderse al lucro cesante y al daño moral. Tanto éste como la especie y monto de los perjuicios adicionales sufridos individualmente por cada demandante serán determinados de acuerdo a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 54 C de la ley N° 19.496. Mientras se sustancia el juicio quedará suspendido el plazo para demandar este daño.



5.- La sentencia definitiva producirá efectos respecto de todas las personas que tengan el mismo interés colectivo. Aquellas personas a quienes les empece la sentencia definitiva pero que no hayan ejercido la acción podrán acreditar el interés común en conformidad al inciso primero del artículo 54 C de la ley N° 19.496, previo abono de la proporción que les correspondiere en las costas personales y judiciales en que hayan incurrido las personas que ejercieron la acción.



6.- En caso de no ser habido el demandado, se podrá practicar la notificación de la demanda conforme a lo establecido en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, en el domicilio que haya señalado el propietario primer vendedor en las escrituras de compraventa suscritas con los demandantes y, en caso de ser varios, en cualquiera de ellos.



7.- Se acumularán al juicio colectivo los juicios individuales que se hubieren iniciado, a menos que en éstos se haya citado a las partes para oír sentencia.



8.- Acogida total o parcialmente la demanda deberán imponerse las costas a la parte demandada y, si son varios los demandados, corresponderá al tribunal determinar la proporción en que deberán pagarlas.



9.- Serán aprobadas por el tribunal las propuestas de conciliación para poner término al proceso formuladas por la parte demandada, siempre que ellas cuenten con la aceptación de los dos tercios de los demandantes, que se ofrezcan garantías razonables del efectivo cumplimiento de las obligaciones que se contraen, si no fueren de ejecución instantánea y que no se contemplen condiciones discriminatorias para alguno de los actores.



10.- En los contratos que se perfeccionen a partir de la publicación de esta ley no será impedimento para demandar colectivamente el que se haya pactado compromiso de arbitraje, el cual quedará sin efecto por el solo hecho de la presentación de la demanda colectiva.”.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, con informe de las Comisiones de 

Hacienda y de Minería y Energía, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, y que tiene el Boletín N° 7.064-05.


Añade que la relación del proyecto se efectuó el día de ayer, ocasión en que se solicitó segunda discusión.



Cabe recordar que el objetivo principal de la iniciativa es crear nuevos mecanismos de protección ante variaciones en los precios internacionales de algunos combustibles derivados del petróleo, para lo cual se sustituye el sistema que opera sobre la base del Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo y el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo.

- - -



En segunda discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Matthei, señores Escalona y García, señora Rincón y señores Orpis, Zaldívar y Tuma.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 13 votos a favor, 8 en contra y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón, y señores Escalona, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro y Tuma.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores García y Zaldívar.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 25 de octubre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

De los Mecanismos de Protección a los Contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502



Artículo 1°.- Crea los mecanismos de protección para los Contribuyentes de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, que dan plazo para ajustarse a las variaciones de precios. Créanse mecanismos con el objeto de facilitar el ajuste de los contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, a las nuevas condiciones de los precios de venta internos de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, ambos de consumo vehicular, motivadas por cambios en sus cotizaciones internacionales. Dichos mecanismos operarán principalmente a través de incrementos y rebajas a los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502 y regirá a partir del jueves de la semana siguiente a la de publicación de la presente ley.



Los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se revisarán periódicamente y, cuando corresponda en conformidad con esta ley, se modificarán sumando o restando a las tasas establecidas en la misma ley, denominadas componente base, un componente variable determinado para cada uno de los combustibles señalados en el inciso primero, que incrementará o rebajará dichos impuestos de conformidad con lo establecido en los artículos siguientes.



La tasa de los Impuestos Específicos a los Combustibles que se aplicará será igual al componente base sumando o restando, según corresponda, el componente variable calculado y determinado de conformidad con esta ley.



Los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperación de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, deberán calcular el monto de dicha recuperación sobre la base de los impuestos determinados conforme a la presente ley. Si el monto a recuperar resultare negativo, su valor absoluto deberá ser sumado a los débitos del Impuesto al Valor Agregado.



Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles de acuerdo al artículo 7° de la ley N° 18.502 y al decreto supremo N° 311, de 1986, del Ministerio de Hacienda, y cuyos ingresos anuales promedio, considerando en dicho promedio de enero a diciembre de los dos años calendario anteriores, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a  25.000 unidades de fomento, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Para calcular estos montos, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta, en al menos uno de los dos años calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que hayan iniciado actividades en el año calendario previo, y cuyo ingreso anual en dicho año por las ventas, servicios u otras actividades de su giro, haya sido inferior a  25.000 unidades de fomento, debiendo incluir en dichos ingresos los obtenidos por sus relacionados en el mismo año calendario.



Los contribuyentes que hagan uso de los beneficios señalados en el inciso anterior deberán declarar ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma, plazo y condiciones que éste determine, quiénes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta.

Título II

Del Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles



Artículo 2°.- Parámetros de cálculo del elemento variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. El primer mecanismo señalado en el artículo 1° se denominará “Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles”. En este primer mecanismo, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se determinará considerando las diferencias con los precios de paridad de importación, respecto a precios de referencia superior e inferior calculados a partir del precio de referencia intermedio, los cuales serán determinados semanalmente para los combustibles derivados del petróleo que se identifican en el artículo anterior, salvo para el gas natural comprimido, para el cual se considerarán los precios del gas licuado de petróleo para uso vehicular. La determinación se hará por decreto emitido por el Ministerio de Energía y dictado bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", previo informe de la Comisión Nacional de Energía, y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda.



Los precios de referencia intermedios se determinarán considerando como base el precio del petróleo crudo West Texas Intermediate (WTI), un diferencial de refinación y los demás costos e impuestos necesarios para representar el valor del respectivo derivado puesto en Chile.



El valor del petróleo crudo WTI a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al promedio simple móvil de los precios promedio semanales del petróleo crudo WTI, en el período comprendido entre "n" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva, y "m" meses hacia adelante considerando precios en los mercados de futuros. El informe de la Comisión Nacional de Energía a que se refiere el inciso primero deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio.



El diferencial de refinación a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al que se extraiga del promedio móvil de los precios promedio semanales de los respectivos combustibles, en el período comprendido por "s" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva. El informe de la Comisión Nacional de Energía deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio móvil.



El valor del parámetro "n", "m" o "s" tendrá una vigencia mínima de cuatro semanas, al término de las cuales podrán ser modificados en el respectivo decreto que fija los precios de referencia, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, los valores mínimos de "n" y "s" corresponderán a ocho semanas y el valor mínimo de “m” a tres meses, mientras que los valores máximos de "n" y "s" corresponderán a treinta semanas y el valor máximo de "m" a seis meses.



La Comisión Nacional de Energía deberá explicitar en su informe los precios de referencia intermedio y la metodología usada para determinar estos precios.



Los precios de referencia superior o inferior para un determinado combustible, no podrán diferir de un doce coma cinco por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente. El precio de referencia intermedio calculado y el resultado de la aplicación del porcentaje de 12,5 referido anteriormente, se restringirá al primer decimal, redondeando el resto.



Para los efectos de esta ley, se entenderá por precio de paridad de importación, la cotización promedio de dos semanas observada de entre los mercados internacionales relevantes de los combustibles gasolina automotriz, petróleo diesel y gas licuado de petróleo y para calidades similares a las vigentes en Chile, incluidos los costos de transporte, seguros y otros, cuando corresponda. Para estos efectos, para cada combustible se considerará un mercado relevante o un promedio de dos mercados relevantes.



Los precios de referencia y de paridad se expresarán en dólares de los Estados Unidos de América y se calcularán según se establezca en el reglamento. Tales precios o valores serán mera referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.



El precio de paridad de cada combustible será fijado semanalmente por el Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. Éste será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados las dos semanas anteriores y regirá a partir del día jueves siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando los precios promedio observados en las dos semanas anteriores y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.



Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo y en el artículo siguiente se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.



Para los efectos de este artículo y del artículo siguiente, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.



Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los informes de la Comisión Nacional de Energía a que se refieren este artículo y el artículo siguiente, serán enviados al Ministerio de Energía a más tardar el día lunes previo a su entrada en vigencia.



Artículo 3°.- Definición del componente variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. Para esta primera etapa, establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, un mecanismo integrado por los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles:



1) Si el precio de referencia inferior es mayor que el precio de paridad, ese combustible estará gravado por un impuesto cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto y se sumará al componente base.



2) Si el precio de paridad excede al precio de referencia superior, operará un crédito fiscal cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso, el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor absoluto de dicha diferencia y este valor se restará del componente base.



3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.



4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.



El crédito fiscal por metro cúbico podrá ser ajustado mediante decreto emitido por el Ministerio de Energía, el que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", en el evento que la estimación del valor total de los créditos proyectados, para el período menor entre dieciséis semanas y aquél que reste para la vigencia de la aplicación de los mecanismos establecidos en el Título II de esta ley, fuese superior al equivalente al 50% del saldo del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo al 30 de junio de 2010 y previo informe de la Comisión Nacional de Energía en el que se contenga la referida estimación. El ajuste será el necesario para no alcanzar dicho tope en el lapso indicado y podrá ser distinto para cada combustible considerando su incidencia proyectada en el crédito. Con todo, en el evento que se alcance el tope, dejarán de regir desde la semana siguiente a dicho evento los créditos fiscales a que se refiere este artículo.



El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será el informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir. El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte.



Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente a la de publicación de esta ley, los que  regirán a  partir  del jueves siguiente al martes mencionado y se modificarán cada vez que entren en vigencia nuevos precios de paridad o de referencia.



El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito determinado en el numeral 2) del inciso primero resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título III

Del Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles



Artículo 4°.- Autorización para contratar coberturas. Autorízase al Fisco para contratar seguros o coberturas necesarias para cubrir los volúmenes de consumo de los combustibles señalados en el artículo 1° de esta ley, sujetos a los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, estimados por la Comisión Nacional de Energía y previamente informados por ésta al Ministerio de Hacienda. El mecanismo se denominará "Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles".



Mediante uno o más decretos supremos, suscritos por el Ministerio de Hacienda, se establecerá un sistema de seguro, consistente en la contratación de las coberturas financieras indicadas en el inciso precedente y se dictarán las disposiciones que sean necesarias para su funcionamiento.



El Presidente de la República, mediante los decretos supremos indicados en el inciso precedente, establecerá normas de determinación del tipo de coberturas financieras que se podrán contratar, sea comprando opciones "call" o vendiendo opciones "put", o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas. Estas opciones sólo podrán referirse a los precios de los combustibles mencionados en el artículo 1° de esta ley para aquellos combustibles autorizados para ser comercializados en Chile. También podrán aplicarse a precios de otros combustibles, siempre que dichos precios exhiban un comportamiento similar al de los anteriores y que además sean transados en mercados con gran volumen de transacciones con relación a las operaciones del Fisco.



En cada uno de estos contratos, la diferencia máxima entre la fecha de contratación y la última fecha de ejercicio será de doce meses. Del mismo modo, en cada contrato la diferencia mínima entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio será de dos meses.



Para las opciones "put" y para las opciones que combinen perfiles de pago de opciones "put y call", sólo se podrán contratar aquellas clases de opciones que sean autorizadas a través de un oficio del Ministerio de Hacienda, que deberá ser específico para cada nueva clase autorizada. Dentro de los quince días siguientes, el Ministro de Hacienda deberá remitir un informe a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que justifique dicha autorización.



Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, suscrito por el Ministro de Energía, establecerá los procedimientos de contratación, seguridad, supervisión y control de estas operaciones. Dichos procedimientos tendrán por único objeto contratar aquellas opciones que combinadas logren el mínimo costo y la máxima cobertura para los consumidores cubiertos, considerando también la seguridad de cumplimiento de las contrapartes.



El mismo reglamento, establecerá los mecanismos de información periódica al público, referida a la contratación y evolución de estas operaciones. En todo caso, las operaciones, incluyendo su evolución, deberán ser informadas dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo semestre calendario, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley, se deberá exigir, a lo menos, que cada opción "put" y opción combinada que se venda evite comprometer pagos que, en cada fecha de ejercicio, superen el producto de 30% del precio promedio del combustible al cual se refiere la respectiva opción en los diez días hábiles anteriores a cada fecha de pago establecida en el respectivo contrato, y la cantidad física cubierta por dicho contrato.



Asimismo, en el caso de las opciones "call", la suma neta del conjunto de todas las primas que corresponda pagar y recibir en una misma semana por un mismo combustible no podrá superar el 4% del precio promedio de paridad de importación de ese combustible en los últimos diez días hábiles anteriores a dicha semana, multiplicado por la demanda física estimada para esa semana del combustible sujeto a Impuesto Específico. Cuando el Ministerio de Hacienda proyecte que esta restricción tiene posibilidades significativas de ser incumplida, deberá instruir que los contratos suscritos a continuación logren una seguridad razonable de que se cumplirá. En ningún caso esas modificaciones podrán elevar el precio de ejercicio por encima del precio promedio de los últimos meses más 12,5%, ni reducir a menos de tres el número de meses tomados en cuenta para determinar el precio de ejercicio, ni reducir por debajo de dos meses el período que media entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio.



En el o los decretos supremos indicados en el inciso tercero de este artículo, se regularán las siguientes materias:



1) La determinación de la fórmula para estimar el número de opciones a comprar y,o vender y su alcance. Las variables referidas a cantidades físicas de productos sujetas al Impuesto Específico deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;



2) La periodicidad con que se contratarán las opciones y los plazos y períodos de ejercicio o liquidación que éstas podrán tener;



3) Los criterios para elegir la fórmula usada para crear la proyección más reciente disponible del consumo esperado que paga Impuesto Específico, para cada combustible, prevista en el artículo 5° siguiente. Estas proyecciones deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;



4) Los criterios para determinar la periodicidad de las fechas de ejercicio de las opciones, y



5) Los criterios de selección y diversificación de las contrapartes en los contratos de opciones, que minimicen el riesgo de incumplimiento.



Los respectivos contratos serán firmados por el Ministro de Hacienda.



La representación del Fisco en las operaciones que en cumplimiento de este artículo éste realice directamente, podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda o en los funcionarios que éste designe.



Los pagos o cobros de las coberturas que se contraten se operarán desde una cuenta especial del Servicio de Tesorerías. Por medio de decreto del Ministerio de Hacienda expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República" se señalarán los procedimientos de contabilidad separada de cada operación.



La Comisión Nacional de Energía prestará al Ministerio de Hacienda la asesoría que éste necesite en relación con el mecanismo de protección a que se refiere esta ley, según se determine en el o los decretos supremos que se adopten de conformidad con este artículo. Asimismo, dicha Comisión enviará, en la forma que se determine en el reglamento, al Ministerio de  Hacienda información referida a proyecciones de los consumos esperados cubiertos por el Impuesto Específico, para cada combustible, de los precios de éstos en el mercado internacional y de las especificaciones de calidad a considerar para la contratación de las coberturas, a fin de que el Ministerio pueda determinar las opciones a contratar.



Artículo 5°.- Definición del Componente Variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, en el Seguro de Protección. En la segunda etapa, con el seguro de protección para variaciones de precios, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles será determinado como el Pago Neto de las opciones asignadas a cada combustible en esa semana, dividido por la cantidad del combustible respectivo cubierta por el seguro de protección y ponderada por el grado de cobertura. El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta ingresada en esa semana al ejercer las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplir las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible.



Establécense a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere el artículo 1° de esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502:



1) Si el Pago Neto es positivo para un combustible, ese combustible estará gravado por un impuesto, cuyo monto por metro cúbico será igual al Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable del Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto que se sumará al componente base.



2) Si el Pago Neto es negativo para un combustible, operará un crédito fiscal para ese producto, cuyo monto por metro cúbico será igual al valor absoluto del Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable de ese Impuesto Específico será aquel crédito fiscal y este valor se restará del componente base.



3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte.



4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.



Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente al inicio de la segunda etapa, regirán a partir del primer día de la semana siguiente y se modificarán cada vez que se determine un nuevo Pago Neto. El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir.



El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000 m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.



Para los efectos de este artículo, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.



El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito fiscal determinado  en el número 2) del inciso segundo de este artículo, resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma y monto que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título IV

Del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo



Artículo 6°.- Modificaciones al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. Modifícase la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, de la siguiente forma:



1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2°:



a) Agrégase, en el inciso sexto, a continuación de la expresión "se restringirá al primer decimal", la expresión ", redondeando el resto".



b) Sustitúyese, en el inciso noveno, el párrafo que comienza con la frase "Este será calculado" y hasta el punto final, por el siguiente: "Este será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados en la semana anterior y regirá a partir del día jueves de la semana siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando el precio promedio observado en la semana anterior y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.".



c) Reemplázase el inciso penúltimo, por el siguiente: "Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo, se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.".



2) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:



"Artículo 5°.- Para todos los efectos requeridos por esta ley, la Comisión Nacional de Energía estimará semanalmente los recursos disponibles del Fondo, así como el consumo semanal promedio esperado de las próximas 12 semanas, en adelante, también "q".



Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, el Fondo en 5,4 millones de dólares de los Estados Unidos de América, mediante una o más transferencias de recursos disponibles en activos financieros del Tesoro Público.".



3) Modifícase el artículo 6º, de la siguiente forma:



a) Elimínanse en la letra a), del inciso primero, las expresiones que siguen a la frase "será igual a la diferencia entre ambos precios," pasando la coma a ser punto  aparte.



b) Intercálase el siguiente inciso segundo: "El parámetro de protección temporal (T) señalado anteriormente será igual a 12.".



4) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:



"Artículo 8°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán solamente al kerosene doméstico.".

DISPOSICIONES FINALES



Artículo 7°.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para transferir a la Cuenta Única Fiscal los saldos de los subfondos específicos de gasolina automotriz, petróleo diesel, gas licuado y petróleos combustibles creados al amparo de la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.



Artículo 8°.- El gasto que irrogue esta ley se imputará a la partida 50, Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo único.- Durante la primera etapa, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecido en la ley N° 18.502, será determinado según establece el artículo 3° del Título II de esta ley. La segunda etapa se iniciará en la fecha en que por primera vez corresponda al Ministerio de Hacienda elegir entre ejercer o no una cobertura del mecanismo del Título III contratada previamente. A partir del jueves de la semana subsiguiente a dicha fecha aquél componente variable establecido por el artículo 3° tendrá valor igual a cero y tendrá aplicación el componente variable establecido por el artículo 5° del Título III de esta ley.



El Ministerio de Hacienda informará en su página electrónica la primera contratación en el marco del mecanismo de Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles señalado en el Título III, dentro de los 3 días hábiles siguientes de suscrito dicho contrato.”.

- - -



Posteriormente, la Sala acuerda suspender la sesión a la espera del Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (Boletín N° 7.211-07).



Se reanuda la sesión.

_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, recaído en el proyecto de ley relativo a 

las conductas terroristas y su investigación



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.211-07.



Añade que la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

Artículo 1º

Numeral 2)

Letra b)

del Senado

(Rechazada por la Cámara de Diputados)



Aprobar este literal en los términos propuestos por el Senado. Su texto es el siguiente:



“b) Sustitúyese el numeral 1, por el siguiente:



“1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones establecidos en los artículos 395, 396, 397 y 398; los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis; los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480; y las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315, y 316, todos del Código Penal. Asimismo, el de descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles.”.”.

Numeral 3)

del Senado

(Rechazado por la Cámara de Diputados)



Aprobar este número en los términos acordados por el Senado, que son los siguientes:



“3) Modifícase el artículo 3°, de la siguiente manera:



a) Suprímese, en el inciso primero, la conjunción “o” que sigue a continuación de la locución “Código Penal”; intercálase después del guarismo “12.927” la frase “o en la Ley General de Ferrocarriles”, y agrégase la siguiente oración final: “Con todo, en el caso de los numerales 1° y 2° del artículo 476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y en el caso del numeral 3° del artículo 476, se aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción de la pena de presidio mayor en su grado mínimo.”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la segunda oración por la siguiente: “Si se ocasionare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulantes o pasajeros de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.”.

Numeral 4)

del Senado

(Rechazado por la Cámara de Diputados)



Aprobar este número en los términos propuestos por el Senado, que son los siguientes:



“4) Suprímese el inciso segundo del artículo 3° bis.”.

Numeral 5)

del Senado

(Rechazado por la Cámara de Diputados)



Reemplazarlo, por el siguiente:



“5) Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente:



“Artículo 7º.- La tentativa de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena asignada al respectivo ilícito, rebajada en uno o dos grados. La conspiración para cometer alguno de esos delitos se sancionará con la pena señalada por la ley al delito rebajada en dos grados. Lo expuesto en el presente inciso, es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3º bis.



La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley, será sancionada con las penas de la tentativa del delito respectivo sin efectuarse los aumentos de grados señalados en el artículo 3º. Lo expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal.”.”.

Numeral 6)

del Senado

(Rechazado por la Cámara de Diputados)



Aprobar este número en los términos propuestos por el Senado, que son los siguientes:



“6) Reemplázase en el artículo 8° la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo”.”.

Numeral 7)

del Senado

(Rechazado por la Cámara de Diputados)



Aprobar este número en los términos propuestos por el Senado. Su texto es el siguiente:



“7) Agrégase como artículo 9°, nuevo, el siguiente:



“Artículo 9°.- Quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere de la tentativa de cometer algunos de los delitos previstos en esta ley, siempre que revele a la autoridad su plan y las circunstancias del mismo.



En los casos de conspiración o de tentativa en que intervengan dos o más personas como autores, inductores o cómplices, quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere cumpliendo con la exigencia prevista en el inciso precedente, siempre que por su conducta haya conseguido efectivamente impedir la consumación del hecho o si la autoridad ha logrado igual propósito como consecuencia de las informaciones o datos revelados por quien se ha desistido. De producirse la consumación del delito, se estará a lo dispuesto en el artículo 4°.”.”.

Numeral 8)

del Senado

(Rechazado por la Cámara de Diputados)



Reemplazarlo, por el siguiente:



“8) Agréganse, en el inciso final del artículo 18, las siguientes oraciones finales: “El defensor podrá dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad. Lo expuesto en este inciso se aplicará a quien se encuentre en el caso del artículo 9°.”.”.

Artículo 2°

del Senado

(Rechazado por la Cámara de Diputados)



Aprobar este precepto en los términos propuestos por el Senado. Su texto es el siguiente:



“Artículo 2°.- Agrégase a la letra f) del artículo 20 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la siguiente oración final: “Asimismo, le corresponderá prestar asesoría a quienes sean víctimas de delitos que la ley califica como terroristas.”.”.

A continuación, agregar el siguiente artículo 3°, nuevo:



“Artículo 3º.- Si las conductas tipificadas en la ley Nº 18.314 o en otras leyes, fueren ejecutadas por menores de dieciocho años, por aplicación del principio de especialidad, siempre se aplicará el procedimiento y las rebajas de penas establecidas en la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad penal adolescente.



Será circunstancia agravante de los delitos contemplados en la ley N° 18.314 actuar con menores de dieciocho años.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear.



Cerrado el debate y sometida a votación dicha proposición, es aprobada por 33 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Espina, Quintana, Walker (don Patricio) y García, señora Alvear y señores Larraín, Escalona, Chadwick, Allamand, Gómez, Sabag, Longueira, Zaldívar, Pizarro y Orpis.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, las siguientes modificaciones:



1) Reemplázase el artículo 1° por el siguiente:



“Artículo 1°.- Constituirán delitos terroristas los enumerados en el artículo 2°, cuando el hecho se cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias.”.



2) Efectúanse las siguientes enmiendas en el artículo 2°:



a) Reemplázase, en el encabezamiento, la frase “reunieren alguna de las características señaladas en el artículo anterior” por “cumplieren lo dispuesto en el artículo anterior”.



b) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:



“1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones establecidos en los artículos 395, 396, 397 y 398; los de secuestro y de sustracción de menores castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de cartas o encomiendas explosivas del artículo 403 bis; los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 y 480; y las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315, y 316, todos del Código Penal. Asimismo, el de descarrilamiento contemplado en los artículos 105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles.”.



c) Sustitúyese el numeral 4 por el siguiente:



“4.- Colocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos explosivos o incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo o de efectos tóxicos, corrosivos o infecciosos.”.



d) Suprímese el inciso final.



3) Modifícase el artículo 3° de la siguiente manera:



a) Suprímese, en el inciso primero, la conjunción “o” que sigue a continuación de la locución “Código Penal”; intercálase después del guarismo “12.927” la frase “o en la Ley General de Ferrocarriles”, y agrégase la siguiente oración final: “Con todo, en el caso de los numerales 1° y 2° del artículo 476 del Código Penal, la pena se aumentará en uno o dos grados, y en el caso del numeral 3° del artículo 476, se aplicarán las sanciones previstas en dicha disposición, con excepción de la pena de presidio mayor en su grado mínimo.”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la segunda oración por la siguiente: “Si se ocasionare la muerte o lesiones graves de alguno de los tripulantes o pasajeros de cualquiera de los medios de transporte mencionados en dicho número, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”.



4) Suprímese el inciso segundo del artículo 3° bis.



5) Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:



“Artículo 7º.- La tentativa de cometer alguno de los delitos a que se refiere esta ley se castigará con la pena asignada al respectivo ilícito, rebajada en uno o dos grados. La conspiración para cometer alguno de esos delitos se sancionará con la pena señalada por la ley al delito rebajada en dos grados. Lo expuesto en el presente inciso es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3º bis.



La amenaza seria y verosímil de cometer alguno de los delitos mencionados en esta ley será sancionada con las penas de la tentativa del delito respectivo, sin efectuarse los aumentos de grados señalados en el artículo 3º. Lo expuesto precedentemente no tendrá lugar si el hecho mereciere mayor pena de acuerdo al artículo 296 del Código Penal.”.



6) Reemplázase en el artículo 8° la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo”.



7) Agrégase como artículo 9°, nuevo, el siguiente:



“Artículo 9°.- Quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere de la tentativa de cometer algunos de los delitos previstos en esta ley, siempre que revele a la autoridad su plan y las circunstancias del mismo.



En los casos de conspiración o de tentativa en que intervengan dos o más personas como autores, inductores o cómplices, quedará exento de responsabilidad penal quien se desistiere cumpliendo con la exigencia prevista en el inciso precedente, siempre que por su conducta haya conseguido efectivamente impedir la consumación del hecho o si la autoridad ha logrado igual propósito como consecuencia de las informaciones o datos revelados por quien se ha desistido. De producirse la consumación del delito, se estará a lo dispuesto en el artículo 4°.”.



8) Agréganse, en el inciso final del artículo 18, las siguientes oraciones finales: “El defensor podrá dirigir al testigo o perito protegido las interrogaciones tendientes a establecer su credibilidad o acreditación y a esclarecer los hechos sobre los cuales depone, siempre que dichas preguntas no impliquen un riesgo de revelar su identidad. Lo expuesto en este inciso se aplicará a quien se encuentre en el caso del artículo 9°.”.



Artículo 2°.- Agrégase a la letra f) del artículo 20 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la siguiente oración final: “Asimismo, le corresponderá prestar asesoría a quienes sean víctimas de delitos que la ley califica como terroristas.”.



Artículo 3º.- Si las conductas tipificadas en la ley Nº 18.314 o en otras leyes fueren ejecutadas por menores de dieciocho años, por aplicación del principio de especialidad se aplicarán siempre el procedimiento y las rebajas de penas contemplados en la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad penal adolescente.



Será circunstancia agravante de los delitos contemplados en la ley N° 18.314 actuar con menores de dieciocho años.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Larraín, Cantero, Chahuán, Espina, García, Gómez, Letelier, Orpis, Pizarro, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar, referido a la extradición del señor Sergio 

Galvarino Apablaza


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.295-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 19 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el ciudadano chileno Sergio Galvarino Apablaza Guerra se encuentra procesado en Chile desde 1992, como autor del homicidio del Senador Jaime Guzmán Errázuriz y del secuestro de Cristián Edwards del Río, ambos hechos criminales perpetrados en plena democracia, en el curso del año 1991;

2. Que habiendo abandonado el país en 1992, el ciudadano Apablaza nunca ha comparecido ante los tribunales chilenos para responder por los cargos que se le imputan, ni para aportar antecedentes relativos al esclarecimiento de ambos crímenes;

3. Que el Estado de Chile ha realizado las gestiones pertinentes ante el Poder Judicial y ante dos Gobiernos de la República de Argentina, desde el año 2004, fecha en la que el señor Apablaza fue localizado en territorio argentino, respetando en todo momento los procedimientos y plazos constitucionales, legales y políticos de ese país;

4. Que en situaciones similares, de reciente data, tanto la justicia de Argentina como sus respectivos Gobiernos han dado curso a la expulsión de ciudadanos chilenos requeridos judicialmente por hechos graves, reconociendo, por tanto, que en Chile impera el orden institucional, la igualdad ante la ley la independencia e imparcialidad de la justicia;

5. Que la Corte Suprema de Argentina ha autorizado la extradición del ciudadano Apablaza a Chile y ha señalado, expresamente, que los crímenes de los que se lo acusa “son ajenos a la tradicional noción de delito político”, desestimando, por tanto, el principal argumento que ha invocado su defensa para que se le adjudique el estatus de refugiado político en ese país;

6. Que Chile y Argentina son, desde sus orígenes como naciones independientes, países hermanos, unidos por la amistad cívica y democrática, por la mutua colaboración y por la solidaridad, aún en las situaciones más complejas que los han afectado, y

7. Que en Chile impera la plena democracia, la separación de los poderes del Estado y que tanto la Constitución Política como el ordenamiento legal garantizan la imparcialidad de la justicia, el debido proceso, la igualdad ante la ley y el respeto a la dignidad y los derechos esenciales de la persona humana, en cualquier circunstancia.



El Senado acuerda:



a) Respaldar las acciones emprendidas por Chile ante la justicia y el Gobierno de la República de Argentina con el propósito de dar curso a la extradición del ciudadano chileno Sergio Galvarino Apablaza Guerra dispuesta por la Corte Suprema de esa nación.



b) Reafirmar que la comparecencia del ciudadano Apablaza ante la Justicia constituye un paso ineludible para esclarecer un crimen que hasta hoy permanece impune.



c) Dar testimonio de la plena vigencia de la institucionalidad política y judicial que impera en Chile y, por tanto, de las garantías constitucionales que amparan a quienes deben responder ante la Justicia.”.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Frei al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo el asfaltado de la continuación del camino Itropulli-Santa Rosa y la pavimentación de la ruta Santa Rosa-Dollinco, comuna de Paillaco.



- De la Honorable Senadora señora Rincón al señor Ministro de Salud, requiriendo información sobre los problemas que afectan a los hospitales de Parral y Cauquenes.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que ningún Comité hace uso de su tiempo.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA 

Secretario General (S) del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL CONVENIO DE TRANSPORTE AÉREO ENTRE CHILE Y REPÚBLICA DOMINICANA

(7227-10)

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana, suscrito en Santiago, el 3 de abril de 2009.

A.
ANTECEDENTES

Este Convenio corresponde a los denominados de “cielos abiertos”, siendo uno de los más amplios dentro de esta categoría. Su celebración obedece a la política aerocomercial que ha seguido nuestro país desde hace varios años, con el fin de conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y así lograr los objetivos que informan dicha política, esto es, el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad. El referido Convenio será de utilidad para las aerolíneas chilenas que deseen operar hacia República Dominicana y un excelente precedente para las negociaciones de convenios bilaterales de esta naturaleza con otros países latinoamericanos.

B.
ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El presente Convenio consta de un Preámbulo, donde las Partes manifiestan los propósitos que los motivaron a suscribirlo, y de 19 Artículos, que conforman su cuerpo principal y dispositivo.

Preámbulo

En el Preámbulo las Partes declaran su decisión de promover un sistema de transporte aéreo sobre la base de la competencia entre líneas aéreas en el mercado, de facilitar la expansión de oportunidades en esa área, de ofrecer una mayor variedad de opciones de servicios con tarifas convenientes, no discriminatorias y competitivas y de garantizar el grado mas elevado de seguridad en esta clase de transporte.

Articulado

1.
Definiciones
El Artículo 1 contiene una serie de definiciones, de términos y conceptos básicos, del Convenio con el objeto de permitir una fácil comprensión e interpretación de las disposiciones del mismo. Estas son: “Autoridades Aeronáuticas”, “Convenio”, “Parte Contratante”, “servicio aéreo”, “servicio aéreo internacional”, “línea aérea”, “escala para fines no comerciales”, “Convención”, “OACI”, “Tarifas”, “Territorio”, “Cargos al usuario”, “Código Compartido”, “Dry Lease”, “Wet Lease”, “Interchange”, “Ruptura de Carga” y “Código Único”.

2.
Concesión de derechos
El Artículo 2 contempla los derechos de tráfico, de 1ª libertad (sobrevuelo); 2ª libertad (escala técnica o aterrizaje sin fines comerciales); 3ª y 4ª libertades (derecho a prestar servicios regulares y no regulares, combinados de pasajeros, carga y correo o exclusivos de carga, entre el territorio de ambos países); 5ª libertad (prestar dichos servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, directamente); de 6ª libertad (prestar los servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, pero pasando por el propio territorio); y, de 7ª libertad (solo respecto de los vuelos exclusivos de carga, el servicio se opera sin comprender ningún punto del territorio de la Parte que designa la línea aérea). Los referidos derechos se pueden ejercer sin límite en el número de vuelos ni puntos de operación. Además, este Artículo consagra los principios de actuar sobre bases no discriminatorias, ratificado posteriormente por el Artículo 18, y con la mayor flexibilidad operacional para las líneas aéreas designadas por las Partes Contratantes.

3.
Designación y autorización
El Artículo 3 trata de la designación de empresas, propia de los convenios liberales, y que puede ser múltiple. Asimismo prevé la adecuada celeridad administrativa en el otorgamiento de las autorizaciones. Este Convenio no exige que la propiedad sustancial y el control efectivo de la empresa se encuentren en manos de la Parte que designa a las líneas aéreas o de sus nacionales, facilitando así las inversiones extranjeras. Establece, en cambio, que las empresas designadas deben estar legalmente constituidas y tener la oficina principal de sus negocios en el territorio de la Parte que las designa.

4.
Revocación, suspensión o limitación de autorizaciones
De conformidad al Artículo 4, cada Estado Parte tiene el derecho de revocar, suspender o limitar las autorizaciones de operación o los permisos técnicos de una línea aérea designada por la otra Parte, si la línea aérea no está constituida ni tiene la oficina principal de sus negocios en el territorio de la otra Parte Contratante o no hubiese cumplido con las leyes y reglamentos (Artículo 5), así como en caso de incumplimiento de los requisitos para el Reconocimiento de Certificados y Licencias (Artículo 6) y de las disposiciones sobre Seguridad en la Aviación (Artículo 7) establecidas en el Convenio.

5.
Oportunidades comerciales
El Artículo 8 se refiere a todas las actividades y facilidades que se contemplan en este tipo de convenios abiertos, tales como establecer oficinas, mantener personal propio, prestar servicios de tierra, vender transporte aéreo, remitir los excedentes a sus casas matrices, entre otros. De especial importancia es la posibilidad que se otorga a las líneas aéreas designadas, de celebrar acuerdos comerciales, diversos contratos de utilización de aeronaves y realizar operaciones conjuntas, como los códigos compartidos. Dichos acuerdos se permiten tanto entre empresas de cualquiera de las Partes, como con empresas aéreas de terceros países que cuenten con los derechos de tráfico correspondientes.

6.
Competencia entre líneas aéreas
El Artículo 11 consigna el principio de libre acceso al mercado y la regulación de la oferta por las propias líneas aéreas de cada Parte. Las Partes Contratantes se obligan a otorgar una justa y equitativa oportunidad para que sus empresas aéreas designadas compitan en el transporte aéreo internacional regulado por el presente Convenio; a adoptar medidas adecuadas para eliminar todo tipo de discriminación o prácticas de competencia desleal que afecten adversamente su relación competitiva; y a no limitar, unilateralmente, el volumen de tráfico, número de frecuencias, regularidad del servicio o el tipo de aeronave operadas por las líneas aéreas de la otra Parte.

7.
Tarifas
El Artículo 12 establece la libertad tarifaria mediante el sistema de doble desaprobación de las mismas. Ello significa que las líneas aéreas pueden cobrar las tarifas que deseen, de acuerdo a las consideraciones comerciales de mercado, y que las tarifas sólo pueden ser rechazadas, si ambas autoridades aeronáuticas están de acuerdo en ello. La intervención de las Partes en esta materia se limitará a impedir las prácticas discriminatorias, los abusos de una posición dominante y los subsidios directos e indirectos.

8.
Solución de controversias
El Artículo 14 regula la solución de controversias, disponiendo al efecto que las Partes Contratantes deberán tratar de solucionar las discrepancias, en relación con la interpretación o aplicación del Convenio, en primer lugar, mediante negociación entre ellas y, si no llegan a un arreglo por dicha vía, se estipula el arbitraje.

9.
Otras disposiciones
Las demás disposiciones del Acuerdo relativas a la Aplicación de las Leyes (Artículo 5); Reconocimiento de los Certificados y Licencias (Artículo 6); Seguridad (Artículo 7); Derechos Aduaneros (Artículo 9); Cargos al Usuario (Artículo 10); Consultas y Enmiendas (Artículo 13); Terminación (Artículo 15); Acuerdo Multilateral (Artículo 16); Registro en la OACI (Artículo 17); No Discriminación (Artículo 18); y Entrada en Vigor (Artículo 19), son las cláusulas usuales en esta clase de convenio y corresponden a la normativa de aplicación internacional.

10.
Rutas
Cabe destacar que el Convenio con República Dominicana no tiene un Cuadro de Rutas, pues ellas están completamente abiertas y las líneas aéreas de cada Parte pueden explotar los servicios aéreos en cualquier punto que deseen, con cualquier número de frecuencias y material de vuelo, sea propio, arrendado o fletado.

En mérito de lo expuesto y atendido que el presente Convenio se enmarca plenamente con los objetivos de la política aérea chilena, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en Santiago el 3 de abril de 2009.”.”.

Dios guarde a V.E.,

Fdo.):Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Vicepresidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.-
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE SERVICIOS AÉREO ENTRE CHILE Y BRASIL

(7228-10)

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil, suscrito en Sao Paulo, Brasil, el 30 de julio de 2009.

A.
ANTECEDENTES

Este Acuerdo corresponde al tipo de convenio denominado liberal, no obstante que no es específicamente de cielos abiertos. Su celebración obedece a la conveniencia  de que la relación aerocomercial con un país de la importancia de Brasil tenga la certeza jurídica que otorga un acuerdo bilateral, a la necesidad de modernizar el Acuerdo vigente que data de 1947 y a la coherencia  que es necesario mantener con la política aerocomercial que ha seguido nuestro país desde hace más de veinte años, con el fin de conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y así lograr los objetivos que informan dicha política, esto es, el libre ingreso a los mercados, la libertad de tarifas y la mínima intervención de la autoridad reguladora o aerocomercial.

B.
ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El presente Acuerdo consta de un Preámbulo, donde las Partes manifiestan los propósitos que las determinaron a suscribirlo, 28 Artículos, en los cuales se despliegan sus disposiciones normativas, y un Anexo con el Cuadro de Rutas.

Preámbulo

En el Preámbulo las Partes declaran la intención de contribuir al desarrollo de la aviación civil internacional, concluyendo un acuerdo que tiene por propósito establecer y explotar servicios aéreos entre sus respectivos territorios y más allá.

Articulado

1.
Definiciones
El Artículo 1 contiene una serie de definiciones de términos y conceptos básicos del Acuerdo, con el objeto de permitir una fácil comprensión e interpretación de las disposiciones del mismo. Estas son “autoridades aeronáuticas”, “Acuerdo”, “capacidad”, “Convenio”, “línea aérea designada”, “precio”, “territorio”, “derechos impuestos a los usuarios” y “servicio aéreo”, “servicio aéreo internacional”, “línea aérea” y “escala para fines no comerciales”.

2.
Concesión de derechos

El Artículo 2 contempla, tanto los derechos de tránsito como los derechos comerciales. Los de tránsito son: el derecho de sobrevuelo (primera libertad del aire), que consiste en el derecho a volar a través del territorio de la otra Parte, y el derecho a hacer escalas para fines no comerciales (segunda libertad).

Los derechos comerciales comprenden, por su parte, el derecho a transportar pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación, entre los territorios de ambas Partes (tercera y cuarta libertades); el derecho a operar comercialmente desde el territorio de la otra Parte hacia un tercer país (quinta libertad); y el derecho de prestar los servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, pero pasando por el propio territorio (sexta libertad).

Estos derechos se ejercerán en las regiones y rutas que se señalan en el Cuadro de Rutas y con un número de frecuencias que para la región sudamericana es ilimitado. Fuera de la región sudamericana, se ejercerán con el número de frecuencias que acuerden las autoridades aerocomerciales. Debe indicarse que las limitaciones al número de frecuencias y a los puntos a operar están establecidos en el Anexo al presente Acuerdo, el que puede ser modificado, conforme al Artículo 23.2, por medio de un acuerdo entre las autoridades aeronáuticas. Respecto al tráfico de cabotaje, vale decir, dentro del territorio de cada Parte, éste queda reservado a las empresas nacionales de cada Parte.

3.
Designación y autorización
El Artículo 3 trata de la designación de empresas, propia de los convenios liberales, y que puede ser múltiple. Asimismo prevé la adecuada celeridad administrativa en el otorgamiento de las autorizaciones. Este Acuerdo no exige que la propiedad sustancial y el control efectivo de la empresa se encuentren en manos de la Parte que designa a las líneas aéreas o de sus nacionales, facilitando así las inversiones extranjeras. Establece, en cambio, que las empresas designadas deben tener la oficina principal de sus negocios en el territorio de la Parte que las designa, que el control reglamentario de la línea aérea designada sea ejercido por la Parte que designa y que esta última cumpla las disposiciones sobre Seguridad Operacional y Seguridad de la Aviación establecidas en los artículos 7 y 8, respectivamente.

4.
Revocación, suspensión o limitación de autorizaciones
De conformidad con el Artículo 4, un Estado Parte puede negar una autorización, o adoptar las medidas de revocación, suspensión o limitación de una autorización, si la línea aérea de la otra Parte no tiene la oficina principal de sus negocios en el territorio de la otra Parte Contratante; o el control reglamentario de la línea aérea designada no es ejercido y mantenido por aquella Parte que designa la línea aérea; o esta última Parte no cumple las disposiciones sobre Seguridad Operacional y Seguridad de la Aviación.

5.
Seguridad Operacional y Seguridad de la Aviación

En el Artículo 7 las Partes se comprometen al cumplimiento de las normas de seguridad operacional (safety) dictadas por la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI); y en virtud del Artículo 8 las Partes se obligan a proteger la seguridad de la aviación civil (security) contra los actos de interferencia ilícita y a prestarse mutuamente toda la ayuda que sea necesaria en esta materia. Esta última norma se basa en una cláusula modelo, o texto de orientación sobre seguridad, elaborado por la OACI. Los Convenios internacionales sobre seguridad y actos ilícitos cometidos a bordo de las aeronaves, citados en el párrafo 1 del artículo 8, son convenios que Chile ratificó.

6.
Capacidad

La capacidad se refiere al grado de libertad con que cuentan las líneas aéreas de ambos países para introducir vuelos en las rutas acordadas. El Artículo 11 establece que cada Parte permitirá que cada línea aérea designada determine la frecuencia y capacidad de los servicios de transporte aéreo internacional que ofrece, en los términos y condiciones que acuerden las Partes.

7.
Tarifas
El Artículo 12 consigna la libertad tarifaria para los servicios operados entre los países de América del Sur. Ello significa que las líneas aéreas pueden cobrar las tarifas que deseen, de acuerdo a consideraciones comerciales de mercado, y que las mismas no requieren de aprobación por parte de la autoridad. No obstante lo anterior, las tarifas cobradas en los servicios de largo recorrido, en 5ª y 6ª libertades, estarán sujetas a las reglas del país que origina dicho tráfico.

8.
Competencia entre líneas aéreas
En virtud del Artículo 13 las Partes Contratantes se obligan, recíprocamente, a informar acerca de sus leyes en materia de competencia y sobre cualquier incompatibilidad que pudiera haber entre la aplicación de dichas normas o políticas sobre competencia, con la aplicación del presente Acuerdo. En todo caso se explicita que nada debe favorecer las prácticas que impidan, restrinjan o distorsionen la competencia.

9.
Oportunidades comerciales
Los Artículos 14, sobre conversión de divisas y remesas de ingresos; 15, sobre venta y comercialización del transporte aéreo y sobre traer y mantener en el territorio de la otra Parte personal propio; 16, sobre operaciones conjuntas; y 17, sobre flexibilidad operacional, contienen las actividades comerciales y facilidades que normalmente se regulan en los convenios abiertos. De especial importancia es la posibilidad que se otorga a las líneas aéreas designadas, de celebrar acuerdos comerciales y realizar operaciones conjuntas, como bloqueo de espacio y códigos compartidos. Dichos acuerdos se permiten tanto entre las empresas de cualquiera de las Partes, como con empresas aéreas de terceros países que cuenten con los derechos de tráfico correspondientes.

10.
Protección del medio ambiente
En virtud del Artículo 20 las Partes acuerdan proteger el medio ambiente, fomentando el desarrollo sostenible de la aviación, y cumplir las normas, métodos recomendados, políticas y orientaciones de la OACI sobre protección del medio ambiente.

11.
Solución de controversias

El Artículo 22 reglamenta la solución de controversias, disponiendo al efecto que si surgen discrepancias entre las Partes respecto a la interpretación o aplicación del presente Acuerdo, salvo las que puedan surgir con relación al Artículo 7 (Seguridad Operacional) y al Artículo 8 (Seguridad de la Aviación), las autoridades aeronáuticas tratarán, en primer lugar, de solucionarla mediante consulta y negociación directa entre ellas y si no llegan a un arreglo por esa vía, se estipula que se solucionará por vía diplomática.

12.
No Discriminación
Por medio del Artículo 27, las Partes acordaron regirse en esta relación aerocomercial por el principio de la no discriminación y otorgar un tratamiento igualitario, equivalente y no discriminatorio a las líneas aéreas designadas por cada Parte, particularmente en relación con los derechos y obligaciones establecidos en el Acuerdo.

13.
Demás disposiciones
Las demás disposiciones del Acuerdo relativas a la Aplicación de las Leyes (Artículo 5); Reconocimiento de los Certificados y Licencias (Artículo 6); Derechos Impuestos a los Usuarios (Artículo 9); Derechos de Aduana (Artículo 10); Estadísticas (Artículo 18); Aprobación de Horarios (Artículo 19); Consultas (Artículo 21); Enmiendas (Artículo 23); Acuerdos Multilaterales (Artículo 24); Terminación (Artículo 25); Registro en la OACI (Artículo 26); y Entrada en Vigor (Artículo 28), son las cláusulas usuales en los convenios bilaterales de transporte aéreo de tipo liberal y corresponden a una normativa de aplicación internacional, amparada en los usos y costumbres aeronáuticos y en el Convenio de Chicago.

14.
Cuadro de Rutas
El Anexo sobre Cuadro de Rutas tiene tres partes. La primera contiene las rutas y puntos que podrán operar las líneas aéreas designadas por el Gobierno de Brasil y la segunda, las rutas y puntos que podrán operar las líneas aéreas designadas por el Gobierno de Chile. 
Según ello, las líneas aéreas de ambos países pueden operar puntos anteriores, cualquier punto o puntos en el territorio de la otra Parte, vía puntos intermedios y puntos más allá. Por otra parte, se distingue entre las rutas regionales, que son las de América del Sur y las rutas de largo recorrido, que son aquellas fuera de la región sudamericana. La tercera parte del Anexo agrega ciertas medidas de flexibilidad operacional y se elimina la posibilidad de operar séptimas libertades, al exigirse que siempre se sirva por lo menos un punto en el territorio de la Parte que designa la empresa.

En mérito de lo expuesto y atendido que este Acuerdo se enmarca plenamente con los objetivos de la política aérea chilena, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil”, suscrito en Sao Paulo, Brasil, el 30 de julio de 2009.”.”.

Dios guarde a V.E.,

Fdo.):Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Vicepresidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.-
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE CUOTA ANUAL DE CAPTURA EN MATERIA PESQUERA

(7255-03)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en someter a la consideración de esa Honorable Corporación, un proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de modificar el artículo 26 e incorporar un artículo transitorio.

I. ANTECEDENTES

La Ley General de Pesca y Acuicultura del año 1991 estableció que la administración de las pesquerías industriales se efectuaba a través del concepto de las unidades de  pesquería, entendiendo por tal “el conjunto de actividades de pesca industrial ejecutadas respecto de una especie hidrobiológica determinada, en un área geográfica específica” de conformidad con el artículo 2 N° 45 de dicho cuerpo normativo. En dicho concepto sólo se recoge el criterio de la especie, de la actividad que en ella se realiza y del área geográfica en la cual dicha actividad se desarrolla y no se recoge el criterio de la distribución del stock, o de la unidad poblacional de una determinada especie. Conforme a lo anterior, puede ocurrir que un mismo stock o unidad poblacional puede quedar administrado por más de una unidad de pesquería.

Por su parte, la medida de administración de la cuota global de captura para las  pesquerías industriales declaradas en régimen de plena explotación debe ser establecida para cada unidad de pesquería de conformidad con la norma expresa de la Ley General de Pesca en su artículo 26.

La situación anterior en algunos casos puede afectar directamente la administración de un stock o unidad poblacional, provocando efectos negativos en su sustentabilidad. Por ejemplo, en el caso de la pesquería del jurel, ésta se encuentra administrada a través de cuatro unidades de pesquería a lo largo de Chile, y conforme a la norma del artículo 26 antes indicado deben establecerse cuatro cuotas globales de captura, situación que va en contra del criterio biológico de un solo stock o unidad poblacional de la especie.

Considerando que el jurel se trata de una pesquería transzonal, entendiendo por tal aquellas que se distribuyen tanto dentro como fuera de la zona económica exclusiva, la medida de administración que contempla actualmente el artículo 26 antes referido es particularmente compleja. Lo anterior porque los procesos de análisis y estudios de la pesquería tienden a comprenderla globalmente y no sólo una parte de ella como debería ser de acuerdo a la norma legal en comento, debido a que se trata de una sola unidad poblacional que se traslada por todas las pesquerías existentes.

Esta medida de administración además puede beneficiar a otras pesquerías que se encuentran actualmente o en el futuro en condiciones similares al jurel.

II. CONTENIDO

Por lo anterior, se propone la incorporación de un nuevo inciso segundo al artículo 26 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que permite que en aquellos casos que se trate de un solo stock o unidad poblacional y esté administrada en más de una unidad de pesquería, se pueda establecer una sola cuota global anual de captura.

Asimismo, se propone incorporar un artículo transitorio que permita que las asociatividades entre titulares de límite máximo de captura regulada en el artículo 7º de la ley Nº 19.713, puedan efectuarse entre armadores de distintas unidades de pesquería, con un límite de un 10% de su límite máximo de captura. Estas asociatividades podrán efectuarse en cualquier época del año.

Con esta norma se precisa que las asociatividades se podrán realizar entre distintas unidades de pesquería sólo cuando nos encontremos ante unidades de pesquería que forman parte de un mismo stock o unidad poblacional.

Asimismo se incorpora el tope del 10% a fin de considerar que en algunos casos puedan existir elementos de conservación que no hagan aconsejable un traspaso de cuota mayor.

Finalmente se establece la obligación de la Subsecretaría de Pesca de realizar en el plazo de 18 meses un estudio sobre la talla de primera madurez sexual del jurel, con el objeto de determinar las tallas mínimas para asegurar la sustentabilidad del recurso.

En consecuencia, tengo el honor de someter a Vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.892, cuyo  texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto Nº 430, del Ministerio de Economía, de 1992:

a) Intercálase en el artículo 26 el siguiente inciso 2° nuevo, cambiando los demás su orden en forma correlativa:

“En los casos que dos o más unidades de pesquería comprendan un mismo stock o unidad poblacional de un determinado recurso hidrobiológico, se podrá determinar una sola cuota global anual de captura para todas ellas. Una vez determinada la cuota global anual, se procederá a su fraccionamiento y luego se distribuirá entre las distintas unidades de pesquería que integren el stock o unidad poblacional.”

b) Introdúcese el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo transitorio 21.- Los armadores o grupo de armadores titulares de Límites Máximos de Captura de dos o más unidades de pesquería que correspondan a un mismo stock o unidad poblacional, podrán optar por someterse a la facultad del artículo 7° de la ley Nº 19.713 hasta por un 10% de su Límite Máximo de Captura. En estos casos la asociatividad podrá solicitarse en cualquier periodo del año y quedará sometida a la regulación de esta ley en el ejercicio de las actividades pesqueras extractivas.”.

Artículo transitorio.- Dentro del plazo de 18 meses contados desde la fecha de publicación de la presente ley, la        Subsecretaría de Pesca deberá elaborar los estudios necesarios que tengan por objeto determinar la talla de primera madurez sexual del recursos hidrobiológico jurel a lo largo de todo el territorio nacional y con resultados por cada macro zona, si correspondiere. Vencido dicho plazo la Subsecretaría de Pesca determinará la talla mínima del recurso jurel de conformidad con los resultados de los estudios técnicos antes mencionados, de conformidad a lo establecido en el artículo 4° de la Ley General de Pesca y Acuicultura.”

Dios guarde a V.E.

Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Juan Andrés Fontaine Talavera, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.-
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE DESCUENTOS A REMUNERACIONES PARA FINES EDUCACIONALES

(6880-13)



Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58 del Código del Trabajo:

1.- Elimínase, en su inciso primero, las oraciones que siguen después de su primer punto seguido, hasta su punto aparte.

2.- Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

"Asimismo, con acuerdo del empleador y del trabajador que deberá constar por escrito, el empleador podrá descontar de las remuneraciones cuotas destinadas al pago de la adquisición de viviendas, cantidades para ser depositadas en una cuenta de ahorro para la vivienda y sumas destinadas a la educación del trabajador, su cónyuge o alguno de sus hijos. Para estos efectos, se autoriza al empleador a otorgar mutuos o créditos sin interés, respecto de los cuales el empleador podrá hacerse pago deduciendo hasta el 30% del total de la remuneración mensual del trabajador. Sin embargo, el empleador sólo podrá realizar tal deducción si paga directamente la cuota del mutuo o crédito a la institución financiera o servicio educacional respectivo.".

3.- Incorpórase el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:

"Cualquiera sea el fundamento de las deducciones realizadas a las remuneraciones por parte del empleador, o el origen de los préstamos otorgados, en ningún caso aquéllas podrán exceder, en conjunto, del 45% de la remuneración total del trabajador.".".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN CONJUNTA SOBRE SEGURIDAD EN LA GESTIÓN DEL COMBUSTIBLE GASTADO Y SOBRE SEGURIDAD EN LA GESTIÓN DE DESECHOS RADIOACTIVOS

(7097-10)


   Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

   PROYECTO DE ACUERDO:

   "Artículo único.- Apruébase la "Convención Conjunta sobre Seguridad en la Gestión del Combustible Gastado y sobre Seguridad en la Gestión de Desechos Radioactivos", aprobada, el 5 de septiembre de 1997, en la Conferencia Diplomática convocada por el Organismo Internacional de Energía Atómica.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE FACILITA CONSTITUCIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE NUEVAS EMPRESAS

(6981-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 8 de junio 2010, pasando a la Comisión de Economía y a la Comisión de Hacienda, en su caso. Con fecha 6 de julio de 2010 se aprobó en general por la Sala, y se fijó como plazo para presentar indicaciones el 26 de julio. Posteriormente, el 8 de septiembre la Sala abrió un nuevo plazo, hasta el 09 de septiembre a las 18:00, oportunidad en que el Presidente de la República presentó nuevas proposiciones de enmienda, en gran parte fruto de los consensos alcanzados en la discusión, indicaciones que en este informe singularizaremos con el número que les está asignado en el oficio respectivo, N° 256-358, de fecha 7 de septiembre de 2010.

Corresponde señalar que el señor Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “simple”, plazo que vence el 16 de septiembre en curso.

- - - - -


A una o más sesiones en que la Comisión estudió el proyecto concurrieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía: el Jefe de la División Jurídica, señor Eduardo Escalona; el asesor legislativo, señor Alejandro Arriagada y el asesor de contenidos, señor Aníbal Pinto.


Del Servicio de Impuestos Internos: el Director Nacional, señor Julio Pereira y el Jefe de Gabinete, señor Gerardo Montes.


De la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos de Chile, el Presidente Nacional, señor Carlos Insunza y las dirigentes señoras Marion Cortez y Nieves Silva. 

- - - - -


Se debe tener presente  que el proyecto aprobado en particular por la Comisión de Economía, debe ser informado por la Comisión de Hacienda, en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado y de sus organismos, de conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en relación con lo dispuesto en el artículo 27 del Reglamento del Senado.

- - - - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.

- - - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:




Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículos Primero, Segundo y Tercero transitorios. 




Indicaciones aprobadas sin modificaciones:  Nos 1) y 6) del Ejecutivo.



 Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 2), 3), 4), 5), 7) y 8) del Ejecutivo, y N° 4.




Indicaciones rechazadas: Nos  1, 2, 3, 5, 6 y 7.




Indicaciones retiradas: No hay.


Indicaciones declaradas inadmisibles: Nº 8.

- - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de los artículos y de las distintas indicaciones presentadas, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO PRIMERO


El artículo primero del texto aprobado en general por el Senado, dispone en su encabezado:


“Artículo Primero.- Incorpórense las siguientes modificaciones al artículo 26 del Decreto N° 2385 del Ministerio del Interior, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:”.  


El Presidente de la República, en el nuevo plazo para presentar indicaciones que abrió la Sala, presentó la indicación N° 1), para reemplazar en el encabezado la expresión "al articulo 26", por la siguiente: "a los artículos 26, 34 Bis y 53".


Se trata de una adecuación de este texto a las restantes modificaciones que se introdujeron en el proyecto.


-- En votación la indicación N° 1) del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.


-- Además, con la misma votación anterior se corrigió el encabezado del Artículo Primero, en aspectos formales menores. 

N° 1)


“1) Reemplázase en el inciso segundo, entre su inicio y la frase “otras que contemplen las leyes” que precede al punto seguido, por el siguiente texto: 





“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata una vez que el contribuyente hubiere acompañado todos los permisos requeridos o la Municipalidad hubiere verificado por otros medios el cumplimiento de aquellos, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento según las normas sobre zonificación del Plan Regulador y de otros permisos que leyes especiales les exigieren, según sea el caso. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno”.”


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Longueira, propone reemplazarlo por el siguiente:

“1) Sustitúyense los incisos segundo y tercero, por los siguientes:

“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata y en el momento en que el contribuyente presente la declaración jurada simple, en conformidad con lo señalado en el inciso anterior, en cuyo caso los establecimientos podrán funcionar de inmediato. El contribuyente tendrá un plazo de un año, contado desde el otorgamiento de la patente, para acompañar todos los permisos requeridos por la municipalidad, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento con arreglo a las normas sobre zonificación del plan regulador, y de otros permisos que leyes especiales exigieren, según sea el caso. Si el contribuyente no diere cumplimiento a lo requerido dentro del plazo señalado, la municipalidad podrá decretar la clausura del establecimiento. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno. Los permisos y autorizaciones antes señalados no se aplicarán a la microempresa familiar. Con todo, sus actividades deberán sujetarse a lo dispuesto en el decreto supremo 
N° 977, del Ministerio de Salud, de 1997, Reglamento Sanitario de los Alimentos. Se entenderá por microempresa familiar, aquella en que la actividad económica que constituya su giro se ejerza en la casa habitación familiar.

Los contribuyentes señalados en el inciso segundo, podrán desarrollar cualquier actividad económica lícita, excluidas aquellas peligrosas, contaminantes o molestas.”.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Novoa señaló que lo propuesto por la indicación va en la línea de otras leyes, en cuanto a otorgar una autorización, la patente definitiva en este caso, con requisitos mínimos para poder iniciar la actividad, estableciendo el plazo de un año para dar cumplimiento a las restantes condiciones. Ello podría ser positivo atendido que gran parte de las empresas fracasan precisamente durante el primer año.


Agregó que la indicación suprime ciertos requisitos relativos a la microempresa familiar, lo que en su opinión debe ser analizado cuidadosamente, a fin de no desvirtuar el concepto.


El Honorable Senador señor García manifestó su aprensión en orden a que, de aprobarse la indicación, la Municipalidad se vería obligada a otorgar patentes definitivas en hipótesis en que claramente ello no es adecuado, como sería en el caso de un negocio que incumple las normas sobre zonificación, a modo de ejemplo, un empresario que pretende instalar una barraca en un barrio residencial. Le parece que la norma propuesta por la indicación, aún cuando está bien inspirada, es demasiado amplia, por lo que estima más adecuado mantener la redacción propuesta por el Ejecutivo en esta materia.


En este sentido, el Honorable Senador señor Novoa consideró que se podría establecer en el texto la necesidad de cumplir con las normas sobre zonificación, dejando el plazo de un año para la obtención de los restantes permisos; particularmente lento es todo lo relativo a las inspecciones sanitarias, lo que se podría traducir en que una empresa efectúe toda su inversión, en definitiva no obtenga el permiso sanitario, con altísimos costos y una eventual quiebra, particularmente si se trata de pequeños empresarios. 


Estaría de acuerdo con lo planteado por el Honorable Senador señor Longueira, siempre exceptuando lo relativo a los permisos de zonificación, es decir, incorporando la obligación de cumplir el emplazamiento conforme a las normas sobre zonificación.


El Honorable Senador señor Tuma, por su parte, compartió lo propuesto por la indicación en cuanto a sus finalidades, pero también hizo presente su preocupación en cuanto a que, por esta vía, se puedan vulnerar normas de zonificación y sanitarias, con el consiguiente daño a la comunidad, por ejemplo tratándose de negocios que expenden alimentos.


En relación con las microempresas familiares, indicó ser partidario de que continúen vigentes las exigencias contempladas en la ley respectiva
.


El asesor de contenidos del Ministerio de Economía, señor Aníbal Pinto, hizo presente que, en general, las normas propuestas apuntan en la misma dirección que las indicaciones del Honorable Senador señor Longueira, pero resguardando algunos bienes jurídicos que se estiman importantes, como es la seguridad pública, y también el perjuicio que le puede provocar al mismo empresario comenzar un negocio cuando desde el primer día no tuvo permiso respecto del plano regulador para iniciarlo en ese establecimiento. Agregó que esa fue precisamente una de las observaciones que hizo la Asociación Chilena de Municipalidades; por eso se estableció como requisito el permiso de emplazamiento, que es aquél que determina si el inmueble donde se va a realizar el negocio está autorizado para ello en el plano regulador. En segundo lugar, las autorizaciones sanitarias también dicen relación con bienes jurídicos importantes, pues si la persona nunca tuvo derechos o no cumple con los mínimos estándares sanitarios para realizar un negocio en que tenga comprometido una contingencia sanitaria, ello es muy relevante.


Desde la perspectiva de la agilidad, agregó, el Ejecutivo estima que hay dos caminos: otorgar patente provisoria en forma inmediata, como se contempla en los numerales 2) y siguientes, u otorgar patente definitiva en forma inmediata, lo que también se admite; la patente definitiva se entrega inmediatamente una vez que la persona cumple con todos los requisitos, sin que la Municipalidad pueda tener ninguna razón o argumento para negarse a entregarla.


Los Honorables Senadores presentes estuvieron de acuerdo en que es necesario equilibrar dos intereses: que exista suficiente garantía para la población en general, por una parte, y por la otra, la agilización de los trámites, objetivo que persigue el proyecto, puesto que hay coincidencia en cuanto a que, en la mayoría de los casos, las exigencias son excesivas.


El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró de acuerdo con lo planteado. No obstante, manifestó su discrepancia con la indicación del Honorable Senador señor Longueira, en lo que se refiere a la microempresa familiar. En su opinión, no es necesario ni conveniente volver a definirla.


El Honorable Senador señor Novoa puso de relieve la necesidad de distinguir en la discusión los casos en que se otorgue patente definitiva en forma inmediata, de aquellos en que la patente que se otorgue en esa forma tenga el carácter de provisoria.


El Honorable Senador señor García propuso a la Comisión aprobar el numeral 1) propuesto en el proyecto aprobado en general por el Senado. Se tuvo presente la necesidad de modificar el encabezado del numeral, a fin que la referencia sea correcta. La indicación del Honorable Senador señor Longueira sólo se refiere a la patente, sin distinguir entre la definitiva y la provisoria.


El señor Aníbal Pinto manifestó que la facilitación se da principalmente en relación a las patentes provisorias, cuyo otorgamiento se establece como obligatorio en determinados casos, a diferencia de lo que acontece hoy en día, en que se trata de una facultad discrecional y en que la mayoría de las Municipalidades no las otorgan; en esta materia el cambio es sustancial, se obliga a otorgar patente provisoria, salvo en aquellos casos que se requiera autorización sanitaria expresa.


El Honorable Senador señor Novoa sugirió analizar más detalladamente el tema, pues no advierte claramente que constituya un gran avance en relación a la situación actual, y más bien se confunden los requisitos en uno y otro caso.


En una nueva sesión que la Comisión celebró para continuar la discusión particular de este proyecto de ley, el Honorable Senador señor Novoa presentó un documento de trabajo que contiene propuestas de redacción para este Artículo Primero, tanto en relación al numeral 1) de la referencia, como respecto de los siguientes.


Así, en relación al numeral 1), el texto propuesto para las primeras oraciones del inciso segundo del artículo 26, es el siguiente:


“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata una vez que el contribuyente hubiere acompañado todos los permisos requeridos o la Municipalidad hubiere verificado por otros medios el cumplimiento de aquellos, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento según las normas de zonificación del Plan Regulador, de otros permisos que leyes especiales les exigieren, según sea el caso, y siempre que no sea necesario verificar condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno.”.

El Honorable Senador señor Novoa explicó que el numeral contempla dos opciones para el contribuyente, a fin de otorgarle una facilidad.


El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó su preocupación por la referencia que se hace a permisos que “leyes especiales exigieren”, pues puede complicar el tema.


El Honorable Senador señor Novoa explicó que no es posible enumerar las leyes especiales que puedan contemplar permisos. Agregó que, en su opinión, es en el ámbito de la patente provisoria donde se debe ser más flexible. En cambio la indicación N° 1, del Honorable Senador señor Longueira, es más abierta en cuanto a la patente definitiva.


En el nuevo plazo abierto para presentar indicaciones, y recogiendo lo planteado en el debate, el Presidente de la República presentó la indicación N° 2) del Ejecutivo, que propone sustituir el numeral 1) del Artículo Primero, por el siguiente:


"1) Reemplázase en el inciso segundo, entre su inicio y el primer punto seguido, por el siguiente texto:


“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata una vez que el contribuyente hubiere acompañado todos los permisos requeridos o la Municipalidad hubiere verificado por otros medios el cumplimiento de aquellos, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento según las normas de zonificación del Plan Regulador, de otros permisos que leyes especiales les exigieren, según sea el caso, y siempre que no sea necesario verificar condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno”.".


- En votación la indicación N° 1, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


- En votación la indicación N° 2) del Ejecutivo, fue aprobada con modificaciones en la redacción del encabezado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 2)


“2) Reemplázase el inciso quinto por el siguiente: 


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la  verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad, y habiendo acompañado los permisos referidos en el inciso segundo, sean los de orden sanitario tanto provisorios como definitivos, se deberá entregar al contribuyente una patente provisoria en forma inmediata a su requerimiento, debiendo la Municipalidad a través de la Dirección antes señalada, y dentro del plazo de 30 días, concurrir a realizar la verificación referida y, si fuere el caso, manifestar la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la Municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, debiendo la Municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones, y éstas fueran subsanables, podrá la Municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que aquella le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la Municipalidad, deberá ésta decretar la caducidad inmediata de la patente y la clausura del establecimiento. Para los efectos de esa clausura, podrá la Municipalidad requerir el auxilio de Carabineros”.”. 


La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Longueira, es para reemplazarlo por el que sigue:


“2) Reemplázase el inciso quinto, por el siguiente:

“La verificación de condiciones de funcionamiento que la Dirección de Obras Municipales deba efectuar, cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente así lo exigiere, deberá hacerse dentro del plazo de treinta días, contado desde el otorgamiento de la patente, que la municipalidad se encuentra obligada a entregar al contribuyente, inclusive en este caso, en conformidad con lo señalado en el inciso segundo. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes indicado y la municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, por el solo ministerio de la ley se tendrá por cumplida la verificación de condiciones de funcionamiento. Asimismo, si existieren observaciones, y éstas fueran subsanables, deberá la municipalidad señalar un plazo para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, el cual no podrá ser inferior a un año, contado desde que la patente hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la municipalidad, deberá ésta decretar la caducidad inmediata de la patente y la clausura del establecimiento. Para los efectos de esa clausura, podrá la municipalidad requerir el auxilio de Carabineros.”.”.


El Honorable Senador señor García mostró su preocupación respecto al tenor de la indicación del Honorable Senador señor Longueira. Ello por cuanto, en ocasiones, establecer una norma demasiado amplia se puede traducir en situaciones de riesgo para la población o incluso para los trabajadores. En proyectos pequeños, de menor envergadura entiende que es necesaria y posible una mayor flexibilidad, pero en aquellas actividades u obras más significativas, esta laxitud podría traer consigo externalidades muy negativas.


-- En votación la indicación N° 2, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


El Honorable Senador señor Novoa propuso, al igual que en el caso del numeral anterior, trabajar en una propuesta de texto y someterlo a la consideración de la Comisión. Así, en una nueva sesión que la Comisión celebró a fin de tratar este proyecto, el Honorable Senador señor Novoa presentó el siguiente texto de trabajo:


“2) Reemplázase los incisos quinto y sexto, por los siguientes:


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la Municipalidad deberá otorgar patente provisoria en forma inmediata al contribuyente cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) Se acompañe permiso de emplazamiento según las normas sobre zonificación del Plan Regulador; b) Se acompañe autorización sanitaria, en aquellos casos en que ésta sea exigida en forma expresa por el DFL N° 1 de 1989 del Ministerio de Salud, o; c) En el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el DFL N° 1 de 1989 del Ministerio de Salud, el contribuyente sólo deberá acreditar haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria; y, d) Se acompañen los permisos que exijan otras leyes especiales, según sea el caso.

En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso anterior, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.


Cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad, esta verificación se hará dentro de los treinta días hábiles siguientes al otorgamiento de la patente provisoria, debiendo manifestar, dentro de dicho plazo, la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la Municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, siempre que se haya obtenido los permisos correspondientes en forma expresa o tácita, debiendo la Municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones, y éstas fueran subsanables, podrá la Municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que aquella le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la Municipalidad, deberá ésta decretar la caducidad inmediata de la patente y la clausura del establecimiento. Para los efectos de esa clausura, podrá la Municipalidad requerir el auxilio de Carabineros.

En el caso de que se otorgue la autorización sanitaria en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° del Código Sanitario, por haber transcurrido el plazo de 30 días hábiles sin que la autoridad sanitaria emitiere pronunciamiento sobre una solicitud de autorización o permiso sanitario de aquellos que de acuerdo con la ley no requieren autorización expresa, deberá el contribuyente que solicita la patente respectiva  acompañar una declaración jurada indicando que la autoridad sanitaria no se pronunció en el plazo de treinta días hábiles antes señalado, debiendo acompañar además el documento que acredita haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata, en caso de no haber solicitado anteriormente una patente provisoria, debiendo cumplir además en este último caso con los demás requisitos del inciso segundo. Una vez presentados uno o ambos documentos, según sea el caso, deberá la Municipalidad otorgar patente definitiva en forma inmediata a su requerimiento. El que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando se le notifique el rechazo de solicitud de autorización sanitaria en el caso referido en el inciso anterior, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, siendo aplicables a esta materia las normas del título X de esta ley, sin perjuicio de las demás sanciones que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias”.”.

El asesor de contenidos del Ministerio de Economía, señor Aníbal Pinto, mencionó las actividades que requieren autorización sanitaria expresa, según el decreto con fuerza de ley N° 1 de 1989, del Ministerio de Salud, y señaló algunos ejemplos de actividades en que la autorización sanitaria no es expresa, como es el caso de los establecimientos educacionales, establecimientos de óptica, peluquerías, botillerías, hoteles y otros.


En relación a los permisos especiales que podría ser necesario acompañar, según lo dispuesto en la letra d) del inciso quinto que se propone agregar, el Honorable Senador señor Novoa planteó la posibilidad de contemplar una norma conforme a la cual sea cada Municipalidad la que, mediante ordenanza, determine el plazo para acompañar el permiso especial, dentro de ciertos márgenes establecidos en la ley. De esta forma se flexibiliza la norma, concluyó.


Los demás Senadores presentes estuvieron de acuerdo con la propuesta. No obstante, estimaron necesario consagrar en la norma que la facultad de la Municipalidad está condicionada a la consulta previa al organismo sanitario.


El Honorable Senador señor García hizo presente que la disposición en comento debiera ser presentada por el Ejecutivo, pues otorgar una nueva facultad a las Municipalidades, corresponde a aquellas materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


En relación al otorgamiento de la autorización sanitaria en forma tácita, por aplicación de las normas del Código Sanitario, contenido en el inciso octavo de la propuesta del Honorable Senador señor Novoa, la Comisión si bien estuvo de acuerdo con la propuesta, planteó una redacción más simple, con referencia expresa al inciso tercero del artículo 7°, del Código Sanitario.


El Honorable Senador señor Novoa agregó que es importante establecer la forma en que el contribuyente acredita que se le ha otorgado tácitamente la autorización. En su opinión, sería suficiente que demuestre haber presentado la solicitud de permiso y una declaración jurada en la que se señale que ha transcurrido el plazo legal.


Resaltó que el inciso que se propone contempla también una nueva sanción para el caso de que se falsee esta información.


En una nueva sesión en que se estudió esta iniciativa, y recogiendo las observaciones planteadas en el seno de la Comisión, se consideró las redacciones que a continuación se consignan, para reemplazar los incisos quinto y sexto por los incisos quinto a noveno, nuevos.
Inciso Quinto, nuevo

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la Municipalidad deberá otorgar patente provisoria en forma inmediata al contribuyente cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) de emplazamiento según zonificación del Plan Regulador; b) Se acompañe autorización sanitaria, en aquellos casos en que ésta sea exigida en forma expresa por el DFL N° 1 de 1989 del Ministerio de Salud; c) En el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el DFL N° 1 de 1989 del Ministerio de Salud, el contribuyente solo deberá acreditar haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria; y, d) Los permisos que exijan otras leyes especiales, según sea el caso.”.


En el nuevo plazo que la Sala abrió para presentar indicaciones, y recogiendo las ideas ya consensuadas, el Presidente de la República presentó la indicación N° 3) del Ejecutivo, para sustituir el numeral 2) del Artículo Primero por el siguiente:


"2) Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la Municipalidad deberá otorgar patente provisoria en forma inmediata al contribuyente cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) Emplazamiento según las normas sobre zonificación del Plan Regulador; b) Se acompañe autorización sanitaria, en aquellos casos en que ésta sea exigida en forma expresa por el DFL N° 1 de 1989 del Ministerio de Salud; c) En el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el DFL N° 1 de 1989 del Ministerio de Salud, el contribuyente sólo deberá acreditar haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria; y, d) Los permisos especiales que exijan otras leyes, según sea el caso”.".


-- En votación la indicación N° 3) del Ejecutivo, fue aprobada con correcciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

Incisos Sexto y Séptimo, nuevos


El Honorable Senador señor Novoa sometió a la consideración de la Comisión el siguiente texto, en relación a estos incisos:


“Las Municipalidades podrán, mediante ordenanza y previo informe favorable de la autoridad correspondiente, flexibilizar los requisitos señalados en las letras b) y d) del inciso anterior, otorgando la patente provisoria sin que se hayan obtenido los permisos correspondientes, a condición de que se acredite haber presentado la respectiva solicitud. La Municipalidad deberá exigir el cumplimiento del requisito de que se trate, dentro de un plazo determinando, que no podrá exceder de un año contado desde la fecha en que se otorgue la patente provisoria.


En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso quinto o se rechazaren los permisos señalados en el inciso anterior o hubiere vencido el plazo otorgado por la Municipalidad para obtenerlos, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.”.


La Comisión tuvo presente que los incisos en comento comprenden una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


El señor Alejandro Arriagada, asesor legislativo del Ministerio de Economía, dio a conocer la siguiente propuesta en relación a estos epígrafes:


“Las Municipalidades podrán establecer mediante ordenanza municipal, y previo informe favorable de la autoridad correspondiente, aquellas materias señaladas en la letra b) y d)  anterior, a las que podrá darse patente provisoria sin que se hayan obtenido los permisos correspondientes. Para estos efectos, el contribuyente deberá acreditar haber solicitado la autorización respectiva. La Municipalidad deberá exigir el cumplimiento del requisito de que se trate, dentro de un plazo determinado, que no podrá exceder de seis meses contado desde la fecha en que se otorgue la patente provisoria.


En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso quinto o se rechazaren los permisos señalados en el inciso anterior o hubiere vencido el plazo otorgado por la Municipalidad para obtenerlos, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.”.


La Comisión mostró su acuerdo con el texto propuesto por el Ejecutivo, pero manteniendo en hasta un año el plazo que puede fijar la Municipalidad. Concordó con lo expresado por el señor Arriagada, en cuanto a que un inciso como el propuesto incentivará la competencia entre las Municipalidades. 


El Honorable Senador señor García estuvo de acuerdo, pues estimó más adecuado que sea cada Municipalidad, dentro del tope de un año, la que determine el plazo, según su criterio y posibilidades, siempre con el filtro del informe de la autoridad correspondiente. 


La Comisión continuó con el análisis de los restantes incisos del Artículo Primero.

Inciso Octavo


“Cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad, esta verificación se hará dentro de los treinta días corridos siguientes al otorgamiento de la patente provisoria, debiendo manifestar, dentro de dicho plazo, la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la Municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, siempre que se haya obtenido los permisos correspondientes en forma expresa o tácita, debiendo la Municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones, y éstas fueran subsanables, podrá la Municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que aquella le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la Municipalidad, ésta caducará de pleno derecho. Para los efectos de esa clausura, podrá la Municipalidad requerir el auxilio de la fuerza pública.”.

Inciso Noveno


“En el caso de que la autorización sanitaria se haya obtenido en forma tácita, en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° del Código Sanitario, el contribuyente que solicita la patente deberá acompañar una declaración jurada indicando que la autoridad sanitaria no se pronunció dentro del plazo legal y acompañar además el documento que acredita haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata. El que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando se le notifique el rechazo de solicitud de autorización sanitaria en el caso referido en el inciso sexto anterior, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, siendo aplicables a esta materia las normas del título X de esta ley, sin perjuicio de las demás sanciones que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias.”.


El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que, tal como se había planteado, la norma establece que la forma de acreditar la autorización sanitaria tácita es mediante declaración jurada, acompañando también la solicitud de que se trate; en caso que se falsee la declaración se impone una multa.


El Honorable Senador señor Tuma estimó que la sanción para el caso que se falsee la declaración o el contribuyente no cese en sus actividades, debiera contemplarse en un artículo aparte. El Honorable Senador señor Zaldívar se mostró de acuerdo con lo señalado, y agregó que  podría establecerse en el Título X, relativo a las sanciones.


En el nuevo plazo que se abrió para presentar indicaciones , el Presidente de la República acogió lo planteado por la Comisión, y presentó las indicaciones N°s 4) y 5) del Ejecutivo, referidas a los numerales 3) y 4) del Artículo Primero del texto aprobado en general por el Senado, respectivamente.

N° 3)


El referido numeral 3) dispone:


“3)  Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 


“La Municipalidad también deberá entregar al contribuyente patente provisoria en forma inmediata a su requerimiento, en el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el DFL N° 1 de 1989 del Ministerio de Salud, que determina materias que requieren autorización sanitaria expresa, siempre que el contribuyente acredite haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria competente y el cumplimiento de los demás requisitos indicados en el inciso anterior. La patente pasará a ser definitiva de pleno derecho cuando se acredite la obtención expresa o tácita de la autorización sanitaria. En caso de haberse obtenido la autorización o permiso en forma tácita, por no haberse pronunciado la autoridad sanitaria competente dentro del plazo de 30 días hábiles de realizada la solicitud, según lo dispuesto en el artículo 7° del Código Sanitario, deberá procederse de conformidad a lo señalado en el inciso siguiente. En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.”.

.
La indicación N° 4) del Ejecutivo es para sustituir el numeral 3) por el siguiente:


“Reemplázase el inciso sexto por el siguiente:


Las Municipalidades podrán otorgar patentes provisorias para el ejercicio de las actividades que deban cumplir con los requisitos señalados en las letras b) y d)  del inciso precedente, y que estén incorporadas en la ordenanza que se dicte al efecto. Las Municipalidades sólo podrán incorporar en dicha ordenanza el tipo de actividades que hayan sido previamente autorizadas por la autoridad competente, la que deberá señalar además, las características y condiciones que aquellas deben cumplir. Las Municipalidades deberán exigir el cumplimiento del requisito de que se trate dentro de un plazo determinado, el cual no podrá exceder de un año contado desde la fecha en que se otorgue la patente provisoria”.


En discusión, el Honorable Senador señor Novoa manifestó que si bien la indicación recoge lo acordado en el seno de la Comisión, su redacción es algo críptica, por lo que propuso introducirle algunas modificaciones.


El asesor de contenidos del Ministerio de Economía, señor Aníbal Pinto, explicó que los cambios en relación al texto que había conocido la Comisión se deben a un posible problema de constitucionalidad, pues no se podría limitar a las Municipalidades su facultad de dictar ordenanzas.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que lo relevante es que de la redacción resulte claro que las Municipalidades pueden otorgar patente provisoria sin que se acompañen los permisos ya señalados, siempre que se trate de una actividad contemplada en la ordenanza municipal respectiva y previo informe de la autoridad correspondiente.


-- En votación la indicación N° 4) del Ejecutivo, fue aprobada, con las precisiones sugeridas por el Honorable Senador señor Novoa, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

N° 4)


El numeral 4) del Artículo Primero del texto aprobado en general por el Senado, dispone:


“4) Intercálese el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales incisos séptimo y octavo, a ser octavo y noveno respectivamente: 


“En el caso de que se otorgue la autorización sanitaria indicada en el inciso anterior, en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° del Código Sanitario, por haber transcurrido el plazo de 30 días hábiles sin que la autoridad sanitaria emitiere el pronunciamiento sobre una solicitud de autorización o permiso sanitario de aquellos que de acuerdo con la ley no requieren autorización expresa, deberá el contribuyente que solicita la patente respectiva, acompañar una declaración jurada indicando que la Autoridad Sanitaria no se pronunció en el plazo de 30 días hábiles antes señalado, debiendo acompañar además el documento que acredita haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata, en caso de no haber solicitado anteriormente una patente provisoria, debiendo cumplir además en este último caso con los demás requisitos del inciso segundo. Una vez presentados uno o ambos documentos, según sea el caso, deberá la Municipalidad otorgar patente definitiva en forma inmediata a su requerimiento. El que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando se le notifique el rechazo de su solicitud de autorización sanitaria en el caso referido en el inciso anterior, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, siendo aplicables a esta materia las normas del título X de esta ley, sin perjuicio de las demás sanciones que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias”.”.

La indicación N° 5) del Ejecutivo, por su parte, en la línea de lo planteado durante la discusión de este proyecto, propone sustituir el N° 4) por el siguiente:


“Sustitúyese el numeral 4) por el siguiente:


"Intercálense los siguientes incisos, séptimo, octavo y noveno, nuevos, pasando los actuales incisos séptimo y octavo, a ser décimo y undécimo, respectivamente:


En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso quinto o se rechazaren los permisos señalados en el inciso anterior o hubiere vencido el plazo otorgado por la Municipalidad para obtenerlos, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.


Cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad, esta verificación se hará dentro de los treinta días corridos siguientes al otorgamiento de la patente provisoria, debiendo manifestar, dentro de dicho plazo, la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la Municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, siempre que se hayan obtenido los permisos correspondientes en forma expresa o tácita, debiendo la Municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones, y éstas fueran subsanables, podrá la Municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que aquella le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la Municipalidad, la patente caducará de pleno derecho. Para los efectos de esa clausura, podrá la Municipalidad requerir el auxilio de la fuerza pública.


En el caso de que la autorización sanitaria se haya obtenido en forma tácita, en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del articulo 7° del Código Sanitario, el contribuyente que solicita la patente deberá acompañar una declaración jurada indicando que la autoridad sanitaria no se pronunció dentro del plazo legal y acompañar además el documento que acredita haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata. Al que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, se le aplicará las sanciones establecidas en el Título X de esta ley, sin perjuicio de las demás sanciones que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias.".


En discusión, los Honorables Senadores presentes estimaron que el texto de la indicación corresponde a lo ya discutido y concordado en el seno de la Comisión, por lo que correspondería aprobarlo. No obstante, consideraron pertinente realizarle pequeños ajustes de redacción y precisar que el permiso que debe obtenerse con antelación para que la patente provisoria se convierta en definitiva es el otorgado por la autoridad sanitaria.


-- En votación la indicación N° 5) del Ejecutivo, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

- - - - -

N° 5)


El numeral 5) del Artículo Primero, del texto aprobado en general por el Senado, prescribe:


“5) Reemplazase en el actual inciso séptimo, que pasa a ser octavo, la frase “En los casos del inciso anterior” por “En el caso de los incisos anteriores, y para empresas que acrediten que su capital efectivo no excede de 5.000 unidades de fomento”.”.


La Comisión, por acuerdo unánime de sus miembros presentes, se abocó al estudio de este numeral, no obstante no haber sido objeto de indicaciones, con la finalidad de reafirmar la inspiración facilitadora del emprendimiento que caracteriza a este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor García planteó la conveniencia de que las Municipalidades puedan eximir del pago de patente provisoria o bien otorgar plazo, cualquiera sea el capital de la empresa que lo esté solicitando. Por otra parte, consultó por qué el límite se establece en relación al capital efectivo, y no al capital propio.


El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía, señor Eduardo Escalona, hizo presente que el propósito es mantener la coherencia de la normativa, pues una disposición como ésta se incorporó al Estatuto que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño y en esa ocasión el Servicio de Impuestos Internos solicitó que se considerara no el capital propio, sino el capital efectivo, lo que se aceptó.


El Honorable Senador señor Novoa resaltó que con este inciso se establece un tope para efectos de la exención, que antes no existía.


El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con lo anterior, y manifestó su intención de suprimir ese tope. Es importante dar libertad a las Municipalidades para utilizar este tipo de incentivos, agregó.


El señor Eduardo Escalona dejó constancia del desacuerdo del Ejecutivo en orden a suprimir el límite de capital que propone el Mensaje, para efectos de la exención u otorgamiento del plazo.


La Comisión estuvo de acuerdo con suprimir el límite. Acordó, por tanto, reemplazar el numeral 5) del Artículo Primero del texto aprobado en general por el Senado, por el siguiente:


“5) Suprímese en el actual inciso séptimo, que pasa a ser décimo, la frase inicial “En los casos del inciso anterior,” iniciando con mayúscula el articulo “las”, que le sigue.”.


-- En votación la sustitución del numeral 5), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

- - - - -


El Presidente de la República presentó la indicación N° 6) del Ejecutivo, que propone incorporar en el Artículo Primero del proyecto, el siguiente numeral 6), nuevo:


"6) Eliminase el Artículo 34 Bis.".


El citado Artículo 34 bis prescribe:


“Artículo 34 bis.- El plazo que tendrá cada municipio para otorgar y renovar la patente comercial y la patente profesional, será de diez días hábiles contados desde el día en que tenga a su disposición todos los antecedentes, lo que será certificado por la Secretaría Municipal. Respecto de la patente industrial, dicho plazo será de quince días hábiles.”.


El Honorable Senador señor García expresó que la indicación busca superar la incompatibilidad que se produce entre la norma descrita y las disposiciones que ya se han aprobado, sobre plazos para otorgar y renovar patentes.


-- En votación la indicación N° 6) del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

- - - - -


La indicación N° 7), también del Presidente de la República, es para incorporar el al Artículo Primero del proyecto el siguiente  numeral 7),  nuevo:

"Agrégase, al artículo 53, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El contribuyente que entregare declaraciones falsas respecto de las autorizaciones sanitarias señaladas en el artículo 26, o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, sin perjuicio de lo que dispongan de las demás normas de este Título en lo que sean aplicables.".”

El referido artículo 53 dispone:


“Artículo 53.- El contribuyente cuya declaración constituyere engaño respecto al monto de su capital propio, o que adulterare o se negare a proporcionar los antecedentes de que tratan los artículos 24.- y 25, será sancionado con una multa de hasta el 200% del valor que correspondiere a la patente respectiva.”.


La sanción por declaraciones falsas figuraba inicialmente en uno de los incisos agregados al artículo 26, sin embargo, conforme a una técnica legislativa sistémica y ordenada, queda mejor ubicada en el artículo 53, que forma parte del Título X, relativo a las sanciones.


-- En votación la indicación N° 7) del Ejecutivo, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

ARTÍCULO SEGUNDO


El artículo segundo del texto aprobado en general por el Senado, prescribe, a la letra:


“Artículo Segundo.- Incorpórase, en el Párrafo 4°, intitulado “Derechos de los Contribuyentes”, ubicado en el Título Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8º quáter, nuevos:


“Artículo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica, tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que requieran para el desarrollo de su giro o actividad.


En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado. 


Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos. 


Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución fundada cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique.


Artículo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos hasta hacer la fiscalización correspondiente en los casos en que exista causa grave justificada. 


Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, en los casos en que el agente retenedor sea el comprador o beneficiario de los servicios”.”.


La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Longueira, es para sustituirlo por el siguiente:

“Articulo Segundo.- Incorpóranse, en el Párrafo 4°, “Derechos de los Contribuyentes”, del Título Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:

“Artículo 8° ter.- A los contribuyentes que utilicen facturación electrónica el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar, en forma inmediata, la emisión de los documentos tributarios electrónicos requeridos por el contribuyente para el desarrollo de su giro o actividad.

En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, debiendo en ese momento el Servicio de Impuestos Internos autorizar la emisión de los documentos electrónicos requeridos por el contribuyente.

Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.

Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución fundada, cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique.

Artículo 8° quáter.- A los contribuyentes que hagan iniciación de actividades el Servicio de Impuestos Internos deberá timbrarles, en forma inmediata, tantas boletas de venta y guías de despacho cuantas sean requeridas por aquéllos para el giro de los negocios o actividades que declararen. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de tales documentos, hasta hacer la fiscalización correspondiente en los casos en que exista causa grave justificada.

Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, el Servicio de Impuestos Internos deberá timbrar de inmediato las facturas de los contribuyentes señalados en el inciso anterior, cuando éstas no den derecho a crédito fiscal, y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, en los casos en que el agente retenedor sea el comprador o beneficiario de los servicios.”.”.


Antes de iniciar la discusión particular de esta norma, la Comisión recibió a representantes de la Asociación de Funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, quienes expusieron su opinión y manifestaron sus aprensiones en relación con las modificaciones que se introducen al Código Tributario, en cuanto a los mecanismos propuestos y a los impactos que preven en la labor fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos.


El señor Carlos Insunza, Presidente de la Asociación, comenzó señalando que el proyecto de ley en estudio se fundamenta centralmente en la necesidad de solucionar obstáculos que muchas veces impiden el inicio de nuevas empresas, principalmente las de menor tamaño, particularmente aquellas dificultades que se relacionan con la intervención del Estado y sus organismos en dicho proceso, poniendo énfasis en el rol facilitador que el Estado debe cumplir en esta materia. Estas premisas iniciales, continuó, se expresan finalmente en modificaciones al Código Tributario y a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, entre otras.


El Mensaje que dio inicio a la tramitación de este proyecto de ley establece la necesidad de mantener un equilibrio entre el rol facilitador al emprendimiento privado y la capacidad de ejercer eficazmente el rol fiscalizador, por parte del Estado. Esta es una cuestión sustantiva, por cuanto la fiscalización tributaria tiene por fundamento no sólo la protección del interés fiscal, sino el deber de velar también por el resguardo del denominado Orden Público Económico, aplicando a los contribuyentes que participan en un mismo mercado las mismas exigencias, detectando y sancionando a quienes incurran en prácticas desleales e incluso delictivas en materia tributaria. Agregó que, tal como se señala en el Mensaje, nuestra legislación tributaria se basa en “la confianza en la buena fe de los particulares” y el Servicio de Impuestos Internos ha sido pionero en el desarrollo de iniciativas de facilitación del cumplimento tributario en concordancia con esta premisa. Sin embargo, al quebrantarse la “buena fe” y existir evidencias fundadas de un comportamiento abusivo de parte de algunos contribuyentes, en franca violación del marco general de facilitación, en su opinión el proyecto de ley debe resguardar la posibilidad de que el Servicio de Impuestos Internos mantenga plenamente su capacidad de control y sanción de aquellos infractores, para evitar actuaciones que afectan no sólo el interés fiscal, sino también a los particulares con quienes interactúan.


Estimó que, si bien esta premisa es considerada en términos generales en el proyecto de ley, lo es de manera incompleta. Detalló ciertas materias específicas en las que parece necesario modificar el proyecto, de acuerdo a los criterios expuestos. Así:


1) En cuanto al nuevo artículo 8° ter del Código Tributario, que se propone incorporar, el señor Insunza indicó que la redacción propuesta establece que los contribuyentes que opten por la facturación electrónica tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de documentos tributarios electrónicos, bastando una declaración jurada simple en que informen sobre su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado. Esto resulta completamente concordante con la premisa de confianza en la buena fe de los particulares; en su entender, si dicha buena fe se viera quebrantada, correspondería a esta conducta la sanción expresada en el artículo 97 N° 23 del Código Tributario, por proporcionar, maliciosamente, antecedentes falsos para obtener autorización de documentación tributaria. La Asociación de Funcionarios que encabeza estima necesario, en primer lugar, que la remisión a dicho artículo quede expresamente contemplada en el artículo 8° ter del proyecto, al tiempo que, a fin de desincentivar esas conductas ante el nuevo marco de facilitación impulsado por el proyecto, se incrementen las sanciones asociadas, elevando en el artículo 97 N° 23 referido, las multas contempladas desde 8 a 40 UTA, en el caso del inciso primero, y de 1 a 5 UTA, en el caso del inciso segundo.


También en relación a este artículo 8° ter, puso de relieve que en su inciso final se consagra la facultad del Servicio de revocar o restringir las autorizaciones otorgadas por la Dirección del mismo, mediante resolución fundada, en casos graves. Sobre el particular, señaló que la redacción del artículo contiene una seria falencia al contemplar sólo la posibilidad de actuar a posteriori y no permite actuar en prevención de una eventual evasión, que perfectamente puede darse con facturas electrónicas al simular operaciones inexistentes, como acontece con las facturas ideológicamente falsas. Consideró necesario explicitar en dicho inciso, manteniendo la necesaria concordancia con el artículo 8° quáter nuevo de este mismo proyecto de ley, que el Servicio pueda diferir, revocar o restringir el timbraje de documentos de manera previa a dar la autorización, en casos graves y por resolución fundada, como ocurriría con contribuyentes con malos antecedentes tributarios, por ejemplo inconcurrentes a requerimientos de fiscalización o que hayan cometido delitos tributarios, que pretendan constituir nuevas sociedades. De este modo, la inmensa mayoría de los contribuyentes se verían beneficiados por las modificaciones, manteniendo la plena capacidad del Servicio de Impuestos Internos de controlar, en situaciones puntuales y fundando sus actos, la actuación de quienes mantienen situaciones de incumplimiento de sus obligaciones tributarias o incluso se especializan en defraudar al Fisco.


2) En cuanto al nuevo artículo 8° quáter del Código Tributario, que se propone incorporar, indicó que, en conjunto con la nueva letra g) del artículo 11 de la Ley sobre Impuesto al Valor Agregado,  define el concepto de facturas de inicio y su ámbito de aplicación. En su opinión, la redacción de ambos permitiría establecer que éstas operan, en sus mecanismos de retención del impuesto, como las facturas de compra aplicadas a los agentes retenedores en un régimen de cambio de sujeto, lo que resguardaría el patrimonio fiscal. Sin embargo, indicó que le parece necesario un mayor detalle y perfeccionamiento en la definición de este nuevo documento tributario, además de establecer límites en el timbraje de este documento y su utilización como un derecho del contribuyente sólo en tanto se desarrolle el proceso de verificación de actividades con la colaboración y cumplimiento de parte de éste.


Finalizada la exposición del señor Insunza, los Honorables Senadores presentes formularon algunos comentarios.


Así, el Honorable Senador señor Novoa mostró su preocupación en orden a que las resoluciones fundadas del Servicio, en esta materia, se traduzcan en definitiva, en la regla general.


En respuesta, el señor Insunza precisó que con la existencia de Tribunales Tributarios, se va a generar jurisprudencia que delimite esta materia.


El Honorable Senador señor Zaldívar estimó razonable que mayores aperturas y facilidades se traduzcan en mayores sanciones para el evento que se vulnere la buena fe.


En relación al artículo 8° quáter, el Honorable Senador señor Novoa expresó que le parece que, una vez hechas las facturas de inicio, corresponde una facturación definitiva, sin que se pueda seguir reclamando ilimitadamente el derecho a obtener el timbraje de esta nueva figura tributaria de las “facturas de inicio”.


En opinión del Honorable Senador señor Tuma, es pertinente aclarar el concepto y los límites de estas facturas de inicio. Cuantas son, hasta qué momento se pueden emitir, etc.


Los Honorables Senadores mostraron su preocupación en relación con estas facturas de inicio, y la forma cómo quien las emite recuperará el impuesto al valor agregado, cómo va a imputar los créditos fiscales que tenga, si dado que el agente retenedor es el comprador o beneficiario de los servicios, no tiene débito.


El asesor legislativo del Ministerio de Economía, Alejandro Arriagada explicó que el cambio de sujeto del IVA, hoy en día, se hace por resolución del Director del Servicio, y se aplica en el caso de la harina, del trigo, del sector forestal y otros. En cuanto al costo financiero, lo que ocurre es que se traslada la obligación de pago de un sujeto a otro; en el caso en estudio, quien emite una factura de inicio, reteniéndosele el IVA, de igual modo debita el crédito, pues se le paga el neto y no el bruto. El contribuyente registra en su contabilidad  que se le retuvo esa cantidad de dinero y va generando el crédito. La novedad de este proyecto es que por primera vez en Chile que se consigna un cambio de sujeto por ley.


El asesor de contenidos del Ministerio de Economía, señor Aníbal Pinto, hizo presente que el texto en estudio fue consensuado con el Servicio de Impuestos Internos. Lo fundamental es autorizar de inmediato la factura electrónica y demás documentos tributarios necesarios para el desarrollo del giro o actividad, la idea es incentivar esta forma de facturación. En los demás casos, hay un plazo en que la persona necesita vender con factura, y se debe resolver qué hacer para facilitarle la venta; naturalmente la propuesta implica un costo financiero.


El Honorable Senador señor García resaltó que lo relevante es recuperar el dinero. Resulta claro que este sistema implica un costo financiero, pues es más lenta la recuperación del crédito, es necesario acumularlo por seis meses, entre otros motivos. Se posterga la posibilidad de recuperar el IVA.


El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que, en todo caso, esto representa un avance, pues permite que se emita la factura, la persona recibe el precio del bien o servicio y queda pendiente el pago o compensación del IVA.


El Honorable Senador señor Tuma estimó que no es una buena solución incorporar estas facturas de inicio, y que más bien hará más complejo el sistema. Si una vez verificado el domicilio se autorizan las facturas definitivas, más vale la espera.


La Comisión acordó invitar al Director del Servicio de Impuestos Internos, a fin de analizar esta materia.


En una nueva sesión que la Comisión celebró para continuar el análisis particular del proyecto, asistió el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, señor Julio Pereira y su Jefe de Gabinete, señor Gerardo Montes. El Director manifestó que es necesario hacer algunas precisiones respecto de los artículos 8° ter y 8° quáter que se propone incorporar y, asimismo, sugirió algunos cambios, pues se han detectado obstáculos para el cumplimiento del objetivo que persigue el proyecto. 


Así, en relación con el inciso primero del artículo 8° ter, referido a la factura electrónica, explicó que por la amplitud de la norma, sería aplicable tanto a nuevos contribuyentes, como a quienes han iniciado actividad hace largo tiempo y ahora optan por la facturación electrónica, en circunstancias que el proyecto de ley en análisis dice relación con facilitar el funcionamiento de nuevas empresas, es decir, con contribuyentes que inician actividades. Sugirió precisar que la opción se ejercerá en la forma en que determine el Servicio de Impuestos Internos. En referencia al mismo inciso, la voz “requieran” resulta algo ambigua, pues tiene al menos dos acepciones, por un lado solicitar y por otro necesitar; la primera de ellas pareciera ceder sólo a la voluntad del requirente y no entrega elementos objetivos a la administración para ejercer la potestad reguladora, en cambio la segunda acepción importa un elemento que se puede objetivizar, sobre la base de la historia económica tributaria del contribuyente o de otros comparables, para ejercer dicha potestad en términos justos y racionales. Estimó que es esta segunda acepción la que resulta mas acorde con el Mensaje que dio inicio a este proyecto de ley, por lo que propone precisar que los documentos que se autorizarán serán aquellos necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. Continuó señalando que el término “facturación electrónica”, que utiliza el proyecto, no se encuentra definido en la ley, por lo que resultaría adecuado incluir un concepto en el artículo 8° del Código Tributario.  




Propuso la siguiente redacción para el inciso primero del artículo 8° ter: “Los contribuyentes que opten mediante aviso dado al Servicio en la forma en que éste determine, por la facturación electrónica, tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que sean necesarios para el desarrollo de su giro o actividad.”.


El señor Director del Servicio de Impuestos Internos se refirió luego al inciso 2° del artículo 8° ter, relativo a los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos. Argumentó que pareciera que esta parte de la norma está referida efectivamente a contribuyentes que inician actividades, pero podría también incluir a contribuyentes que hayan iniciado actividades pero no timbrado documentos. Sería conveniente aclarar a qué grupo de contribuyentes está orientada esta norma y la del inciso primero. En cuanto a la declaración jurada que se menciona, no se indica la forma que ella deberá cumplir, o su contenido, por lo que debería dejarse claramente determinado que es el Servicio de Impuestos Internos quien lo establezca. Formuló algunas propuestas concretas de redacción, en el sentido expuesto.




Al respecto, el Honorable Senador señor Novoa consideró excesivo establecer en la ley normas que parecen más bien reglamentarias, pues resulta bastante claro que, de igual modo, es el Servicio el que determinará estos aspectos. 




El Honorable Senador señor Zaldívar, por su parte, estimó que sin perjuicio de ello, resultaría positivo, a fin de agilizar el tema, que el Servicio de Impuestos Internos entregue un formulario para realizar esta declaración jurada simple. 




El Director reiteró la importancia de que estos aspectos los determine en forma exclusiva el Servicio de Impuestos Internos, de modo de no dejarlo a la discrecionalidad del contribuyente. 




Finalmente, en relación con el inciso tercero del artículo 8° ter que se propone incorporar, el señor Director señaló que, en su opinión, debiera tratarse de una norma de carácter general. Asimismo, sería conveniente especificar que la facultad de revocación o restricción debe ser ejercida por los Directores Regionales del Servicio, pues a ellos les han sido entregadas las labores operativas por el Código Tributario y la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, y también precisar qué debe entenderse por causa grave para estos efectos, indicando los parámetros que podrían configurar una causa grave, mediante la ejemplificación de situaciones encuadradas en el sentido de la norma y del espíritu del proyecto de ley.  




En definitiva, la sugerencia del señor Director del Servicio de Impuestos Internos es eliminar el inciso final del artículo 8° ter e incluir una norma del siguiente tenor: 




“Las autorizaciones de documentos podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección Regional correspondiente, mediante resolución fundada, cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique.  




Para efectos de la aplicación del inciso anterior se considerarán causas graves, entre otras, las siguientes situaciones: 




a) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita no ser verdadero el domicilio o no existir las instalaciones necesarias para el desarrollo de la actividad o giro declarado.   




b) Si el contribuyente tiene la condición de querellado, procesado o, en su caso, acusado conforme al código procesal penal por delito tributario, o que haya sido sancionado por este tipo de delito hasta el cumplimiento total de la pena.



c) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita algún impedimento legal para el ejercicio del giro reclamado.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar estimó que es una buena práctica jurídica contemplar que la norma tenga carácter general. 




El señor Montes explicó que, al día de hoy, el Servicio no tiene facultad para denegar timbraje, aún más, han tenido problemas con las restricciones de timbraje ante los Tribunales de Justicia; el principal de ellos se presenta cuando están frente a un escenario en el que efectivamente tienen certeza de que las facturas son focos de evasión, y aún así, no tienen facultades legales que les permitan restringir el timbraje.


El Honorable Senador señor García solicitó que las observaciones expuestas por el Director del Servicio de Impuestos Internos se traduzcan en proposiciones concretas.




Continuando con su exposición, el Director se refirió a artículo 8° quáter que contempla el Artículo Segundo del proyecto en estudio. Hizo presente que en la actualidad el Servicio se hace cargo del timbraje inmediato de boletas de ventas, guías de despacho y facturas que no den derecho a crédito fiscal, por lo que la novedad que se introduce es lo relativo a las denominadas “facturas de inicio”. Resulta claro que el énfasis y el incentivo se dirige a que el contribuyente opte por la facturación electrónica.




El Honorable Senador señor Novoa consideró que, dado que los contribuyentes que optan por la emisión de documentos  electrónicos van a poder facturar electrónicamente desde el primer día, debiera quedar claramente establecido que el artículo 8° quáter se refiere a aquellos contribuyentes que no opten por el sistema electrónico. 




El Honorable Senador señor García manifestó que, tal como ya se ha planteado en el seno de la Comisión, la factura de inicio genera el problema de la forma y tiempo de devolución del crédito fiscal, que no está definida, ni se sabe por cuanto tiempo se pueden emitir estas facturas de inicio, cuantas facturas se timbrarán, entre otros. Normalmente las personas que emprenden tienen un crédito fiscal acumulado producto básicamente del activo fijo que han adquirido para hacer funcionar su local y las instalaciones. Dado que las facturas de inicio no dan derecho a imputarlas, ese débito no se podrá imputar al crédito generado en la iniciación de actividades, y se retardará la imputación y la recuperación del dinero, que es lo relevante. 




Al respecto, el señor Director coincidió en que la emisión de estas facturas de inicio tiene ese costo financiero, sin embargo, ellas se entregan mientras no se cumpla con el trámite de la iniciación de actividades, que en promedio hoy demora entre 10 y 15 días, por lo que el perjuicio no es tan grande. Nuevamente aparece el incentivo por la facturación electrónica.


Ahora bien, respecto del inciso primero de este artículo 8° quáter, al igual que respecto de la norma anterior analizada, no se especifica qué debe entenderse por “causa grave”, por lo que la sugerencia va en la línea ya expresada.



Respecto del inciso segundo, resaltó que incorpora a la legislación un elemento nuevo, carente de regulación normativa, por lo que habría que incorporar una definición o concepto de factura de inicio que permita determinar sus alcances, como época y oportunidad de autorización, o bien entregar al Servicio la regulación de estos efectos. Propuso el texto siguiente:


“Para estos efectos se entenderá por factura de inicio aquel documento en papel que en forma excepcional se autorizará a los contribuyentes que lo necesiten, mientras el Servicio no realice el trámite de verificación de actividades en terreno al mismo contribuyente, con el objeto de comprobar la veracidad de su domicilio y la existencia de las construcciones e instalaciones necesarias para el desarrollo de su giro o actividad.”.


En el nuevo plazo que abrió la Sala, el Presidente de la República presentó la indicación N° 8) del Ejecutivo, para sustituir el artículo 2° por el siguiente:


“Artículo Segundo.- Incorpórase, en el Párrafo 4°, intitulado "Derechos de los Contribuyentes", ubicado en el Titulo Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:




"Articulo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica, tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que sean necesarios para el desarrollo de su giro o actividad. Para ejercer esta opción deberá darse aviso al Servicio en la forma en que éste determine.


En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, en la forma en que disponga el Servicio de Impuestos Internos.


Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.




Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución fundada cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique. Para estos efectos, se considerarán causas graves, entre otras, las siguientes:


a) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita no ser verdadero el domicilio o no existir las instalaciones necesarias para el desarrollo de la actividad o giro declarado.


b) Si el contribuyente tiene la condición de querellado, procesado o, en su caso,  acusado conforme al Código Procesal Penal por delito tributario, o que haya sido sancionado por este tipo de delitos, hasta el cumplimiento total de la pena.


c) Si de los antecedentes en poder del Servicio se  acredita  algún impedimento legal para el ejercicio del giro solicitado.


Articulo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos hasta hacer la fiscalización correspondiente en los casos en que exista causa grave justificada. Para estos efectos, se considerarán causas graves las señaladas en el artículo anterior.




Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 3° del Decreto Ley N° 825 sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución. Para estos efectos, se entenderá por factura de inicio aquella que consta en papel y en la que el agente retenedor es el comprador o beneficiario de los servicios, y que se otorga mientras el Servicio efectúa la fiscalización correspondiente del domicilio del contribuyente.".


La Comisión consideró que los nuevos textos propuestos recogen las observaciones planteadas precedentemente en el debate.


-- En votación la indicación N° 3, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.


-- En votación la indicación N° 8) del Ejecutivo, fue aprobada con modificaciones formales menores, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

ARTÍCULO TERCERO

N° 1)


El referido Artículo Tercero incorpora diversas modificaciones en el decreto ley N° 825, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios. El numeral 1) propone agregar al artículo 11 del Párrafo Tercero, titulado “Del sujeto del impuesto”, ubicado en el Título Segundo, la siguiente letra g), nueva:


“g) El comprador o el beneficiario del servicio, cuando reciba del vendedor o del prestador, según corresponda, por ventas y servicios gravados con IVA, facturas de inicio, de acuerdo a lo señalado en el Inciso Segundo del Artículo 8° quáter del Código Tributario.”.


El citado artículo es del siguiente tenor:


“Artículo 11°- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, serán considerados sujetos del impuesto:

    
a) El importador, habitual o no;     

   
 b) El comprador o adquirente, cuando el vendedor o  tradente no tenga residencia en Chile, o se trate de la operación descrita en el inciso segundo de la letra a) del artículo 8º;     

   
 c) La sociedad o la comunidad, en los casos contemplados en la letra c) del artículo 8°, pero cada socio o comunero será solidariamente responsable del pago del tributo en la parte correspondiente a los bienes que le sean adjudicados;

    
d) El aportante, en el caso de aportes a sociedades;

    
e) El beneficiario del servicio, si la persona que efectúa la prestación residiere en el extranjero, y

    
f) Los contratistas o subcontratistas en el caso de los contratos a que se refiere la letra e) del artículo 8°.”.


Este Artículo Tercero no fue objeto de indicaciones. No obstante, al ser recibido por la Comisión, el Director del Servicio de Impuestos Internos formuló algunos comentarios respecto de este numeral. Señaló que la  norma presenta el inconveniente de que se aplicaría a todo evento, aún en aquellos casos en que el comprador o beneficiario del Servicio resulta ser un consumidor final, en circunstancias que los consumidores finales no declaran el impuesto y son quienes soportan el impacto económico; no son sujetos de derecho de la obligación tributaria, sino que sujetos de hecho. Por tanto, obligarlos a ser contribuyentes, en el sentido de presentar declaraciones o de efectuar retenciones, les generará una carga adicional, además de las trabas administrativas que generaría la fiscalización del cumplimiento de la declaración y pago del impuesto correspondiente. Por lo anterior, propuso excluir a los consumidores finales de la norma, incorporando como párrafo segundo de la letra g) del artículo 11, el siguiente: “Lo dispuesto en el inciso anterior, no se aplicará cuando el adquirente o beneficiario del servicio, sea un consumidor final.”. El instrumento apropiado en el caso del consumidor final es la boleta, afirmó.


El Honorable Senador señor García estimó que la norma, como está redactada, permitiría que se emitan facturas de inicio a un consumidor final; sería más claro establecer en forma expresa que no se podrá emitir facturas de inicio a consumidores finales.




El Director del Servicio de Impuestos Internos afirmó que, de acuerdo a la normativa vigente, tratándose los consumidores finales se debe emitir siempre boleta; de lo contrario, si se emite una factura, se incurriría en una infracción.




El señor Montes complementó lo anterior, y explicó que hay casos muy excepcionales en los cuales se emiten facturas a los consumidores finales, como el de la construcción. 




Las observaciones precedentemente descritas no fueron en definitiva incluidas por el Ejecutivo en sus indicaciones.


La Comisión, en aplicación de lo dispuesto por el artículo 121 del Reglamento del Senado, reemplazó en el encabezado de este Artículo la forma verbal “Incorpórense” por “Incorpóranse”, teniendo en cuenta que la ley no ordena a un tercero efectuar el cambio en la norma, sino que lo practica por si misma.


-- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

ARTÍCULO CUARTO


El Artículo Cuarto del texto aprobado en general por el Senado, dispone:


“Artículo Cuarto.- Las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado, incluyendo entre otras la fusión, división y transformación, se podrán realizar en la página web que deberá habilitar el Diario Oficial para estos efectos. En todo caso el acceso a la página web deberá ser público y gratuito.


Un Reglamento determinará la forma de publicación en la página web, los plazos para que se efectúe dicha publicación y la forma de almacenar y acreditar las publicaciones realizadas en ella”.”.


Las indicaciones Nos 4 a 7 se refieren a este artículo.


La indicación N° 4, del Honorable Senador señor Novoa, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo Cuarto.- Las publicaciones que, según las leyes, se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado, incluyendo, entre otras, la fusión, división y transformación, se realizarán en la página Web que deberá habilitar dicho medio para estos efectos.

El acceso a la página Web, para efectos de consulta e impresión de las publicaciones, será público y gratuito.

Las publicaciones tendrán una tarifa de 1 UTM por cada extracto publicado, excepto para aquellas constituciones de sociedades cuyo capital sea inferior a 200 Unidades de Fomento, en cuyo caso la publicación estará exenta de pago.


El Diario Oficial deberá publicar el extracto, a más tardar, el día hábil subsiguiente a la solicitud y pago de la publicación por parte del interesado.


Para los efectos del inciso anterior, los notarios públicos deberán enviar al Diario Oficial, por vía electrónica, copias digitales de los extractos societarios a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley Nº 19.799.”.

Inciso primero


La indicación N° 5, del Honorable Senador señor Tuma, referida al inciso primero, propone iniciar con mayúscula la palabra “web”, la primera vez que aparece, y sustituir la oración final y el punto seguido (.) que la antecede por la frase “, debiendo garantizar siempre un acceso rápido, expedito, público y gratuito.”.

- - - - - 


La indicación N° 6, también del Honorable Senador señor Tuma, tiene por objeto intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“No obstante, el Diario Oficial, en un cuerpo especial denominado Publicaciones en Página Web, deberá siempre publicar una edición impresa de aquellas realizadas conforme al inciso anterior, en un número reducido de ejemplares, pero suficientes para ser distribuidos a la Biblioteca Nacional y a la del Congreso Nacional y las demás instituciones y órganos del Estado que establecen las leyes y reglamentos. Si confrontada la edición impresa con la publicada en la página Web resultaren diferencias, se tendrá por auténtica la versión contenida en la edición impresa. Si por sentencia firme se declarase que las diferencias se originaron en errores, fallas o defectos imputables al Diario Oficial, éste deberá indemnizar todos los daños que se hubieren producido, salvo que acredite que, no obstante haber tomado todos los resguardos razonables, sus sistemas fueron vulnerados por la acción de terceros.”.

- - - - -

Inciso segundo


La indicación N° 7 Honorable Senador señor Tuma, referida al inciso segundo del artículo cuarto, para iniciar con mayúscula la palabra “web”, e intercalar, a continuación de “en ella”, la frase “, conforme a las disposiciones legales sobre firma electrónica”.

- - - - -


La Comisión resolvió discutir en forma conjunta todas las indicaciones presentadas a este Artículo Cuarto. Cabe señalar que los Honorables Senadores presentes se mostraron, en términos generales, de acuerdo con el texto aprobado por el Senado en primer trámite reglamentario.


No obstante, el Honorable Senador señor Novoa destacó la importancia de incorporar el último inciso de la indicación N° 4, esto es, la obligación de los notarios de enviar por vía electrónica copias digitales de los extractos al Diario Oficial, en los términos que allí se señala. Es fundamental para la efectividad de la norma, concluyó. Las cuestiones reguladas en los incisos tercero y cuarto de la misma, en cambio, se pueden dejar al ámbito reglamentario.


El Honorable Senador señor García estimó importante establecer de manera expresa, en el inciso primero del Artículo Cuarto aprobado en general, que la gratuidad es no sólo en lo relativo a la consulta de la página web del Diario Oficial, sino también respecto a la publicación y la impresión. Recordó que el señor Ministro de Economía, en su exposición ante la Comisión, hizo referencia a este punto, manifestando la necesidad de aclarar el texto en esta materia. La Comisión concordó con lo expresado.



- En votación la indicación N° 4, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.


- En votación las indicaciones Nos 5, 6 y 7, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Zaldívar.

- - - - -


Finalmente la indicación N° 8, del Honorable Senador señor Tuma, propone agregar el siguiente Artículo Quinto, nuevo:


“Artículo Quinto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes Nos. 3.918, sobre sociedades de responsabilidad limitada, y 19.857, que autoriza el establecimiento de empresas individuales de responsabilidad limitada, existirá un sistema de constitución de estas personas jurídicas por vía electrónica. Corresponderá al Presidente de la República dictar un reglamento, dentro del plazo de sesenta días de la entrada en vigencia de esta ley, mediante el cual establecerá los procedimientos técnicos de operación y validación de estos trámites.”.


-- La indicación N° 8 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, pues delega a la potestad reglamentaria del Presidente de la República materias que pertenecen al ámbito de la legislativa, conforme al artículo 63, numerales 3) y 20),  de la Constitución Política de la República.

- - - - - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Economía propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO PRIMERO


- Reemplazar su encabezado por el siguiente: 


“Artículo Primero. Incorpóranse las siguientes modificaciones a los artículos 26, 34 Bis y 53 del decreto N° 2.385 del Ministerio del Interior, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:”. (Indicación N° 1) del Ejecutivo y artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 3X0)

N° 1)


- Sustituirlo por el siguiente:


“1) Reemplázase la primera oración del inciso segundo del artículo 26, por el siguiente texto:


“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata una vez que el contribuyente hubiere acompañado todos los permisos requeridos o la Municipalidad hubiere verificado por otros medios el cumplimiento de aquellos, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento según las normas de zonificación del Plan Regulador, de otros permisos que leyes especiales les exigieren, según sea el caso, y siempre que no sea necesario verificar condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno.”.”. (Indicación N° 2) del Ejecutivo con modificaciones. Unanimidad 4X0).

N° 2)


- Reemplazarlo por el siguiente:


" 2) Reemplázase el inciso quinto del artículo 26 por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la Municipalidad deberá otorgar patente provisoria en forma inmediata al contribuyente cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) Emplazamiento según las normas sobre zonificación del Plan Regulador; b) Se acompañe autorización sanitaria, en aquellos casos en que ésta sea exigida en forma expresa por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1989, del Ministerio de Salud; c) En el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el citado decreto con fuerza de ley, el contribuyente sólo deberá acreditar haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria, y, d) Los permisos que exijan otras leyes especiales, según sea el caso.”.”. (Indicación N° 3) del Ejecutivo con modificaciones. Unanimidad 4X0).

N° 3)


-Sustituirlo por el siguiente:


“ 3) Reemplázase el inciso sexto del artículo 26 por el siguiente:


“Las Municipalidades podrán otorgar patentes provisorias para el ejercicio de las actividades que deban cumplir con los requisitos señalados en las letras b) y d)  del inciso precedente, sin que sea necesario exigir la autorización correspondiente, siempre que la actividad de que se trate esté incorporada en la ordenanza que se dicte al efecto. Las Municipalidades sólo podrán incorporar en dicha ordenanza los tipos de actividades previamente autorizadas por la autoridad competente, la que deberá señalar además, las características y condiciones que aquellas deben cumplir. Las Municipalidades deberán exigir el cumplimiento del requisito de que se trate dentro de un plazo determinado, el cual no podrá exceder de un año contado desde la fecha en que se otorgue la patente provisoria.”.”. (Indicación N° 4) del Ejecutivo con modificaciones. Unanimidad 3X0).
N° 4)


-  Sustituirlo por el siguiente:


"4) Intercálanse en el artículo 26 los siguientes incisos, séptimo, octavo y noveno, nuevos, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser décimo y undécimo, respectivamente:


“En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso quinto o se rechazaren los permisos señalados en los incisos precedentes o hubiere vencido el plazo otorgado por la Municipalidad para obtenerlos, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.


Cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad, esta verificación se hará dentro de los treinta días corridos siguientes al otorgamiento de la patente provisoria, debiendo manifestar la Dirección, dentro de dicho plazo, la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la Municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, siempre que se hayan obtenido los permisos sanitarios correspondientes, debiendo la Municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones y éstas fueran subsanables, podrá la Municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que aquella le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la Municipalidad, la patente caducará de pleno derecho. Para los efectos de la clausura, podrá la Municipalidad requerir el auxilio de la fuerza pública.


En caso que la autorización sanitaria se haya obtenido en forma tácita, en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del articulo 7° del Código Sanitario, el contribuyente que solicita la patente deberá acompañar una declaración jurada indicando que la autoridad sanitaria no se pronunció dentro del plazo legal y acompañar además el documento que acredita haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata. Al que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, se le aplicarán las sanciones establecidas en el Título X de esta ley, sin perjuicio de las demás que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias.".”. (Indicación N° 5) del Ejecutivo con modificaciones. Unanimidad 3X0)

N° 5)


- Reemplazarlo por el siguiente:


“5) Suprímese en el actual inciso séptimo del artículo 26, que pasa a ser décimo, la frase inicial “En los casos del inciso anterior,” iniciando con mayúscula el articulo “las”, que le sigue.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 3X0).

- - - - -


- Incorporar los siguientes numerales 6) y 7), nuevos:


"6) Elimínase el Artículo 34 Bis.". (Indicación N° 6) del Ejecutivo. Unanimidad 3X0)


"7) Agrégase al artículo 53 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El contribuyente que entregare declaraciones falsas respecto de las autorizaciones sanitarias señaladas en el artículo 26, o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, sin perjuicio de lo que dispongan las demás normas de este Título en lo que sean aplicables.".”. (Indicación N° 7) del Ejecutivo con modificaciones. Unanimidad 3X0).
ARTÍCULO SEGUNDO


- Sustituirlo por el siguiente:


“Articulo Segundo.- Incorpórase, en el Párrafo 4°, intitulado "Derechos de los Contribuyentes", ubicado en el Titulo Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:


"Articulo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que sean necesarios para el desarrollo de su giro o actividad. Para ejercer esta opción deberá darse aviso al Servicio en la forma que éste determine.


En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, en la forma en que disponga el Servicio de Impuestos Internos.


Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.


Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución fundada, cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique. Para estos efectos se considerarán causas graves, entre otras, las siguientes:


a) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita no ser verdadero el domicilio o no existir las instalaciones necesarias para el desarrollo de la actividad o giro declarado.


b) Si el contribuyente tiene la condición de querellado, procesado o, en su caso,  acusado conforme al Código Procesal Penal por delito tributario, o ha sido sancionado por este tipo de delitos, hasta el cumplimiento total de la pena.


c) Si de los antecedentes en poder del Servicio se  acredita  algún impedimento legal para el ejercicio del giro solicitado.


Articulo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos, hasta hacer la fiscalización correspondiente, en los casos en que exista causa grave justificada. Para estos efectos, se considerarán causas graves las señaladas en el artículo anterior.


Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución. Para estos efectos, se entenderá por factura de inicio aquella que consta en papel y en la que el agente retenedor es el comprador o beneficiario de los servicios, y que se otorga mientras el Servicio efectúa la fiscalización correspondiente del domicilio del contribuyente.".”. (Indicación N° 8) del Ejecutivo, con modificaciones. Unanimidad 3X0).

ARTÍCULO TERCERO


-- Sustituir en su encabezado la forma verbal “Incorpórense” por “Incorpóranse”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 3X0)
ARTÍCULO CUARTO 

Inciso Primero


- Reemplazar las palabras “podrán realizar” por “realizarán”.


-  Sustituir la oración final del inciso primero, por la siguiente: “En todo caso, el acceso a la página web, para los efectos de estas publicaciones, consultas e impresiones, será público y gratuito”.

- - - - -


- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Para los efectos del inciso anterior, los notarios deberán enviar al Diario Oficial, por vía electrónica, copias digitales de los extractos a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley Nº 19.799.”.

(Indicación N° 4, con modificaciones. Unanimidad 3X0)

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Primero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones a los artículos 26, 34 Bis y 53 del decreto N° 2.385 del Ministerio del Interior, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:




1) Reemplázase la primera oración del inciso segundo del artículo 26, por el siguiente texto:


“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata una vez que el contribuyente hubiere acompañado todos los permisos requeridos o la Municipalidad hubiere verificado por otros medios el cumplimiento de aquellos, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento según las normas de zonificación del Plan Regulador, de otros permisos que leyes especiales les exigieren, según sea el caso, y siempre que no sea necesario verificar condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno.”.


2) Reemplázase el inciso quinto del artículo 26 por el siguiente: 

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la Municipalidad deberá otorgar patente provisoria en forma inmediata al contribuyente cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) Emplazamiento según las normas sobre zonificación del Plan Regulador; b) Se acompañe autorización sanitaria, en aquellos casos en que ésta sea exigida en forma expresa por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1989, del Ministerio de Salud; c) En el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el citado decreto con fuerza de ley, el contribuyente sólo deberá acreditar haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria y, d) Los permisos que exijan otras leyes especiales, según sea el caso.”.


3) Reemplázase el inciso sexto del artículo 26 por el siguiente:


“Las Municipalidades podrán otorgar patentes provisorias para el ejercicio de las actividades que deban cumplir con los requisitos señalados en las letras b) y d)  del inciso precedente, sin que sea necesario exigir la autorización correspondiente, siempre que la actividad de que se trate esté incorporada en la ordenanza que se dicte al efecto. Las Municipalidades sólo podrán incorporar en dicha ordenanza los tipos de actividades previamente autorizadas por la autoridad competente, la que deberá señalar además, las características y condiciones que aquellas deben cumplir. Las Municipalidades deberán exigir el cumplimiento del requisito de que se trate dentro de un plazo determinado, el cual no podrá exceder de un año contado desde la fecha en que se otorgue la patente provisoria.”

4) Intercálanse en el artículo 26 los siguientes incisos, séptimo, octavo y noveno, nuevos, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser décimo y undécimo, respectivamente:


“En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso quinto o se rechazaren los permisos señalados en los incisos precedentes o hubiere vencido el plazo otorgado por la Municipalidad para obtenerlos, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.


Cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad, esta verificación se hará dentro de los treinta días corridos siguientes al otorgamiento de la patente provisoria, debiendo manifestar la Dirección, dentro de dicho plazo, la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la Municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, siempre que se hayan obtenido los permisos sanitarios correspondientes, debiendo la Municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones y éstas fueran subsanables, podrá la Municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que aquella le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la Municipalidad, la patente caducará de pleno derecho. Para los efectos de la clausura, podrá la Municipalidad requerir el auxilio de la fuerza pública.


En caso que la autorización sanitaria se haya obtenido en forma tácita, en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del articulo 7° del Código Sanitario, el contribuyente que solicita la patente deberá acompañar una declaración jurada indicando que la autoridad sanitaria no se pronunció dentro del plazo legal y acompañar además el documento que acredita haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata. Al que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, se le aplicarán las sanciones establecidas en el Título X de esta ley, sin perjuicio de las demás que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias.".

5) Suprímese en el actual inciso séptimo del artículo 26, que pasa a ser décimo, la frase inicial “En los casos del inciso anterior,” iniciando con mayúscula el artículo “las”, que le sigue.”  

6) Elimínase el Artículo 34 Bis.


7) Agrégase al artículo 53 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El contribuyente que entregare declaraciones falsas respecto de las autorizaciones sanitarias señaladas en el artículo 26, o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, sin perjuicio de lo que dispongan las demás normas de este Título en lo que sean aplicables.".

Articulo Segundo.- Incorpórase, en el Párrafo 4°, intitulado "Derechos de los Contribuyentes", ubicado en el Titulo Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:



"Articulo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que sean necesarios para el desarrollo de su giro o actividad. Para ejercer esta opción deberá darse aviso al Servicio en la forma que éste determine.


En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, en la forma en que disponga el Servicio de Impuestos Internos.


Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.


Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución fundada, cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique. Para estos efectos se considerarán causas graves, entre otras, las siguientes:


a) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita no ser verdadero el domicilio o no existir las instalaciones necesarias para el desarrollo de la actividad o giro declarado.


b) Si el contribuyente tiene la condición de querellado, procesado o, en su caso,  acusado conforme al Código Procesal Penal por delito tributario, o ha sido sancionado por este tipo de delitos, hasta el cumplimiento total de la pena.


c) Si de los antecedentes en poder del Servicio se  acredita  algún impedimento legal para el ejercicio del giro solicitado.


Articulo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos, hasta hacer la fiscalización correspondiente, en los casos en que exista causa grave justificada. Para estos efectos, se considerarán causas graves las señaladas en el artículo anterior.


Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución. Para estos efectos, se entenderá por factura de inicio aquella que consta en papel y en la que el agente retenedor es el comprador o beneficiario de los servicios, y que se otorga mientras el Servicio efectúa la fiscalización correspondiente del domicilio del contribuyente.". 


Artículo Tercero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:


1) Agrégase al artículo 11 del Párrafo Tercero, “Del sujeto del impuesto”, ubicado en el Título Segundo, la siguiente letra:


“g) El comprador o el beneficiario del servicio, cuando reciba del vendedor o del prestador, según corresponda, por ventas y servicios gravados con IVA, facturas de inicio, de acuerdo a lo señalado en el inciso segundo del artículo 8° quáter del Código Tributario.”.


2) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 55 la palabra “quinto” por la expresión “décimo”.


Artículo Cuarto.- Las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado, incluyendo entre otras la fusión, división y transformación, se realizarán en la página web que deberá habilitar el Diario Oficial para estos efectos. En todo caso, el acceso a la página web, para los efectos de estas publicaciones, consultas e impresiones, será público y gratuito.



Para los efectos del inciso anterior, los notarios deberán enviar al Diario Oficial, por vía electrónica, copias digitales de los extractos a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley Nº 19.799.


Un Reglamento determinará la forma de publicación en la página web, los plazos para que se efectúe dicha publicación y la forma de almacenar y acreditar las publicaciones realizadas en ella.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS




Artículo Primero Transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 8° ter que introduce al Código Tributario el artículo segundo de esta ley, entrará en vigencia en el plazo de tres meses contado desde su publicación. 


Artículo Segundo Transitorio.- Lo dispuesto en el artículo Cuarto de esta ley comenzará a regir transcurridos 90 días desde la fecha en que se publique en el Diario Oficial el decreto que contiene el Reglamento a que se refiere dicho artículo.




Artículo Tercero Transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2010, se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - - - -

Acordado en sesiones celebradas los días 28 de julio,  4, 11, 18 y 30  de agosto,  1 y 8  de septiembre de 2010, con asistencia 

de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 15 de septiembre  de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.- Fernando Soffia Contreras, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE FACILITA CONSTITUCIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE NUEVAS EMPRESAS

(6981-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, y el asesor legislativo, señor Alejandro Arriagada, y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión no introdujo modificaciones respecto del segundo informe de la Comisión de Economía.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos Primero, numeral 7); Segundo y Cuarto, permanentes, y del artículo Tercero Transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Economía, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Facilitar y agilizar los trámites de inicio de nuevas empresas, adoptando el Estado un rol facilitador del emprendimiento, e implementando una labor fiscalizadora ex post que sancione eventuales infracciones. En este sentido, se modifican las normas relativas al otorgamiento de patentes municipales, a la emisión y timbraje de documentos por parte del Servicio de Impuestos Internos y a la publicación en el Diario Oficial en el caso de constitución, modificación o disolución de una figura societaria, entre otras. 

- - -

DISCUSIÓN 

El Honorable Senador señor García manifestó que las materias relacionadas con la Comisión de Hacienda son la factura de inicio y la fiscalización que efectúa el Servicio de Impuestos Internos (SII); lo relativo a multas aplicadas por la entrega de declaraciones falsas por parte del contribuyente respecto de las autorizaciones sanitarias o cuando no cese sus actividades habiendo caducado la patente, y la que se refiere a la carga impuesta al Diario Oficial para que abra una página web en la que se inscriban gratuitamente la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado. Señaló que esta última es la materia más controversial del proyecto, debido a que el Diario Oficial existe como marca pero no como organización jurídica independiente, marca que está en manos de la Sociedad Periodística La Nación desde el siglo XIX, la cual en la actualidad es en parte privada y en parte estatal, con discusiones sobre la vigencia de acciones preferentes y otros temas muy debatidos jurídicamente. Añadió que la opinión de varios juristas, entre ellos los que integran la Comisión de Economía, es que se puede imponer cargas al Diario Oficial en razón de tratarse de una marca del Estado de Chile.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que, respecto del tema señalado como más controversial precedentemente, se trata de acciones o títulos preferentes que no sabe cómo quedaron en manos de particulares, las que han generado por mucho tiempo enormes ganancias monopólicas, por lo que estima que es tiempo de hacer el acceso a la publicación menos costoso y más moderno para las personas. Agregó que el Diario Oficial ayuda a mantener el diario La Nación, diario que requiere una estructura diferente a la actual y similar a la de Televisión Nacional de Chile.

- - -

Las disposiciones de competencia de la Comisión se reseñan de manera sumaria a continuación:

Artículo Primero

Incorpora modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2.385 del Ministerio del Interior, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.
Numeral 7)

(Nuevo, introducido por la Comisión de Economía)

La indicación número 7), de Su Excelencia el Presidente de la República, es para incorporar al Artículo Primero del proyecto el siguiente  numeral 7),  nuevo:
“Agrégase, al artículo 53, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El contribuyente que entregare declaraciones falsas respecto de las autorizaciones sanitarias señaladas en el artículo 26, o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, sin perjuicio de lo que dispongan de las demás normas de este Título en lo que sean aplicables.”.”.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación número 7), en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Economía, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.

Artículo Segundo

Incorpora, en el Párrafo 4°, intitulado "Derechos de los Contribuyentes", ubicado en el Titulo Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:

“Artículo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica, tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que requieran para el desarrollo de su giro o actividad.


En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado. 


Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos. 


Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución fundada cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique.

Artículo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos hasta hacer la fiscalización correspondiente en los casos en que exista causa grave justificada. 


Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, en los casos en que el agente retenedor sea el comprador o beneficiario de los servicios.”.

En esta disposición recayeron las siguientes indicaciones números 3 y 8):

La indicación número 3, del Honorable Senador señor Longueira, es para sustituirlo por el siguiente:

“Articulo Segundo.- Incorpóranse, en el Párrafo 4°, “Derechos de los Contribuyentes”, del Título Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:

“Artículo 8° ter.- A los contribuyentes que utilicen facturación electrónica el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar, en forma inmediata, la emisión de los documentos tributarios electrónicos requeridos por el contribuyente para el desarrollo de su giro o actividad.

En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, debiendo en ese momento el Servicio de Impuestos Internos autorizar la emisión de los documentos electrónicos requeridos por el contribuyente.

Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.

Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución fundada, cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique.

Artículo 8° quáter.- A los contribuyentes que hagan iniciación de actividades el Servicio de Impuestos Internos deberá timbrarles, en forma inmediata, tantas boletas de venta y guías de despacho cuantas sean requeridas por aquéllos para el giro de los negocios o actividades que declararen. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de tales documentos, hasta hacer la fiscalización correspondiente en los casos en que exista causa grave justificada.

Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, el Servicio de Impuestos Internos deberá timbrar de inmediato las facturas de los contribuyentes señalados en el inciso anterior, cuando éstas no den derecho a crédito fiscal, y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, en los casos en que el agente retenedor sea el comprador o beneficiario de los servicios.”.”.

La indicación número 8), de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir el artículo 2° por el siguiente:


“Artículo Segundo.- Incorpórase, en el Párrafo 4°, intitulado "Derechos de los Contribuyentes", ubicado en el Titulo Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:

"Articulo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica, tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que sean necesarios para el desarrollo de su giro o actividad. Para ejercer esta opción deberá darse aviso al Servicio en la forma en que éste determine.


En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, en la forma en que disponga el Servicio de Impuestos Internos.


Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.

Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución fundada cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique. Para estos efectos, se considerarán causas graves, entre otras, las siguientes:


a) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita no ser verdadero el domicilio o no existir las instalaciones necesarias para el desarrollo de la actividad o giro declarado.


b) Si el contribuyente tiene la condición de querellado, procesado o, en su caso,  acusado conforme al Código Procesal Penal por delito tributario, o que haya sido sancionado por este tipo de delitos, hasta el cumplimiento total de la pena.


c) Si de los antecedentes en poder del Servicio se  acredita  algún impedimento legal para el ejercicio del giro solicitado.


Articulo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos hasta hacer la fiscalización correspondiente en los casos en que exista causa grave justificada. Para estos efectos, se considerarán causas graves las señaladas en el artículo anterior.

Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 3° del Decreto Ley N° 825 sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución. Para estos efectos, se entenderá por factura de inicio aquella que consta en papel y en la que el agente retenedor es el comprador o beneficiario de los servicios, y que se otorga mientras el Servicio efectúa la fiscalización correspondiente del domicilio del contribuyente.”.”.

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que en la letra b) del artículo 8° ter, que se propone incorporar por la indicación número 8), nada se dice sobre la situación de quiénes ya han cumplido totalmente la pena impuesta.

El asesor legislativo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Arriagada, expresó que como medida de política criminal se estima que una vez cumplida la pena no se puede estigmatizar y sancionar nuevamente a una persona impidiéndole realizar actividades económicas, porque ya ha cumplido su deber para con el Estado. 

El Honorable Senador señor García observó que la norma se refiere a la facturación electrónica que permite al SII mayor control y seguridad en la materia, y el mismo Servicio podrá restringir la autorización para el mencionado tipo de facturación cuando exista causa grave que lo justifique. Asimismo, compartió la inquietud expresada anteriormente sobre hasta qué momento se pueden considerar los antecedentes o sanciones penales para denegar autorizaciones.

El Honorable Senador señor Escalona planteó que el encabezamiento del inciso cuarto de la indicación número 8) señala que las autorizaciones otorgadas podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección del SII mediante resolución fundada cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique, considerándose causas graves, entre otras, las expuestas en las letras a), b) y c), por lo que no es taxativo.

El Subsecretario de Economía, señor Flores, indicó que el SII solicitó que se incluyeran las causales descritas en las letras a), b) y c), y que al mismo tiempo no fueran taxativas para no estar restringidos. 

- En votación, la Comisión rechazó la indicación número 3 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación número 8), en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Economía, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.

Artículo Cuarto

El inciso primero dispone que las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado, incluyendo entre otras la fusión, división y transformación, se podrán realizar en la página web que deberá habilitar dicho ente para estos efectos. En todo caso el acceso a la página web deberá ser público y gratuito.


El inciso segundo establece que un reglamento determinará la forma de publicación en la página web, los plazos para que se efectúe dicha publicación y la forma de almacenar y acreditar las publicaciones realizadas en ella.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 4, 5, 6 y 7:

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir el artículo por el siguiente:


“Artículo Cuarto.- Las publicaciones que, según las leyes, se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado, incluyendo, entre otras, la fusión, división y transformación, se realizarán en la página Web que deberá habilitar dicho medio para estos efectos.

El acceso a la página Web, para efectos de consulta e impresión de las publicaciones, será público y gratuito.

Las publicaciones tendrán una tarifa de 1 UTM por cada extracto publicado, excepto para aquellas constituciones de sociedades cuyo capital sea inferior a 200 Unidades de Fomento, en cuyo caso la publicación estará exenta de pago.


El Diario Oficial deberá publicar el extracto, a más tardar, el día hábil subsiguiente a la solicitud y pago de la publicación por parte del interesado.


Para los efectos del inciso anterior, los notarios públicos deberán enviar al Diario Oficial, por vía electrónica, copias digitales de los extractos societarios a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley Nº 19.799.”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Tuma, referida al inciso primero, propone iniciar con mayúscula la palabra “web”, la primera vez que aparece, y sustituir la oración final y el punto seguido (.) que la antecede por la frase “, debiendo garantizar siempre un acceso rápido, expedito, público y gratuito.”.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Tuma, tiene por objeto intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“No obstante, el Diario Oficial, en un cuerpo especial denominado Publicaciones en Página Web, deberá siempre publicar una edición impresa de aquellas realizadas conforme al inciso anterior, en un número reducido de ejemplares, pero suficientes para ser distribuidos a la Biblioteca Nacional y a la del Congreso Nacional y las demás instituciones y órganos del Estado que establecen las leyes y reglamentos. Si confrontada la edición impresa con la publicada en la página Web resultaren diferencias, se tendrá por auténtica la versión contenida en la edición impresa. Si por sentencia firme se declarase que las diferencias se originaron en errores, fallas o defectos imputables al Diario Oficial, éste deberá indemnizar todos los daños que se hubieren producido, salvo que acredite que, no obstante haber tomado todos los resguardos razonables, sus sistemas fueron vulnerados por la acción de terceros.”.


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Tuma, referida al inciso segundo del artículo cuarto, para iniciar con mayúscula la palabra “web”, e intercalar, a continuación de “en ella”, la frase “, conforme a las disposiciones legales sobre firma electrónica”.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó que entes son considerados personas jurídicas de derecho privado.

El asesor, señor Arriagada, indicó que se trata de las empresas individuales de responsabilidad limitada, las sociedades anónimas, las de responsabilidad limitada, las sociedades en comandita, las colectivas, las corporaciones y fundaciones. 

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó a quién se le cobrará ahora por la publicación en el Diario Oficial.

El Subsecretario de Economía, señor Flores, expresó que se seguirá cobrando por la publicación de las leyes y otras normas, razón por la cual el Diario Oficial y el diario La Nación se están encaminando a un formato digital.

El Honorable Senador señor Escalona señaló que votará en contra de la indicación número 4 por los mismos argumentos que expuso en la Sala del Senado, con fecha 6 de julio de 2010, con motivo de la votación en general del proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que votará a favor de la norma, y agregó que el uso de internet para abaratar costos y hacer más expedito el acceso a los documentos debiera replicarse para la publicación de los llamados a licitación de los organismos del Estado, mas aun considerando que participan proveedores inscritos que saben dónde buscar la información, por lo que no se justifica el gasto para publicar en soporte de papel en medios de circulación nacional. Agregó que la publicación de los llamados que realiza el Estado buscan otorgar transparencia a los actos de la Administración y gestionar de mejor forma los recursos fiscales, por lo que si se logra ahorrar con la publicación por medio electrónico, esos recursos se pueden destinar a suplementar los fondos para los medios escritos y audiovisuales de las regiones del país.

- En votación, la Comisión aprobó la indicación número 4, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Economía, con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Lagos, y el voto en contra del Honorable Senador señor Escalona.

- En votación, la Comisión rechazó las indicaciones números 5, 6 y 7, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Tercero 

Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2010, se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Lagos.

- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 7 de junio de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto facilita y agiliza los trámites de inicio, fusión, cierre u otras transformaciones de empresas. Para ello, obliga a las municipalidades a otorgar patentes provisorias toda vez que los contribuyentes cumplan con los trámites requeridos, reduce el plazo de verificación de antecedentes por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad a 30 días, establece para aquellos que inicien actividades por primera vez el derecho a recibir todos los documentos tributarios que sean necesarios para comenzar sus actividades y reduce los costos de publicación y publicidad en los que se incurren para la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado en el Diario Oficial.

El proyecto requiere para su implementación el fortalecimiento institucional del Servicio de Impuestos Internos, lo que implica un costo fiscal estimado de $169 millones en 2010, $155 millones en 2011 y $202 millones anuales a partir de 2012.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante 2010 se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuesto vigente.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Economía, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Primero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones a los artículos 26, 34 Bis y 53 del decreto N° 2.385 del Ministerio del Interior, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:

1) Reemplázase la primera oración del inciso segundo del artículo 26, por el siguiente texto:


“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata una vez que el contribuyente hubiere acompañado todos los permisos requeridos o la Municipalidad hubiere verificado por otros medios el cumplimiento de aquellos, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento según las normas de zonificación del Plan Regulador, de otros permisos que leyes especiales les exigieren, según sea el caso, y siempre que no sea necesario verificar condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno.”.


2) Reemplázase el inciso quinto del artículo 26 por el siguiente: 


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la Municipalidad deberá otorgar patente provisoria en forma inmediata al contribuyente cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) Emplazamiento según las normas sobre zonificación del Plan Regulador; b) Se acompañe autorización sanitaria, en aquellos casos en que ésta sea exigida en forma expresa por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1989, del Ministerio de Salud; c) En el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el citado decreto con fuerza de ley, el contribuyente sólo deberá acreditar haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria y, d) Los permisos que exijan otras leyes especiales, según sea el caso.”.


3) Reemplázase el inciso sexto del artículo 26 por el siguiente:


“Las Municipalidades podrán otorgar patentes provisorias para el ejercicio de las actividades que deban cumplir con los requisitos señalados en las letras b) y d)  del inciso precedente, sin que sea necesario exigir la autorización correspondiente, siempre que la actividad de que se trate esté incorporada en la ordenanza que se dicte al efecto. Las Municipalidades sólo podrán incorporar en dicha ordenanza los tipos de actividades previamente autorizadas por la autoridad competente, la que deberá señalar además, las características y condiciones que aquellas deben cumplir. Las Municipalidades deberán exigir el cumplimiento del requisito de que se trate dentro de un plazo determinado, el cual no podrá exceder de un año contado desde la fecha en que se otorgue la patente provisoria.”.

4) Intercálanse en el artículo 26 los siguientes incisos, séptimo, octavo y noveno, nuevos, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser décimo y undécimo, respectivamente:


“En caso que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso quinto o se rechazaren los permisos señalados en los incisos precedentes o hubiere vencido el plazo otorgado por la Municipalidad para obtenerlos, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.


Cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la Municipalidad, esta verificación se hará dentro de los treinta días corridos siguientes al otorgamiento de la patente provisoria, debiendo manifestar la Dirección, dentro de dicho plazo, la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la Municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, siempre que se hayan obtenido los permisos sanitarios correspondientes, debiendo la Municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones y éstas fueran subsanables, podrá la Municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que aquella le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la Municipalidad, la patente caducará de pleno derecho. Para los efectos de la clausura, podrá la Municipalidad requerir el auxilio de la fuerza pública.


En caso que la autorización sanitaria se haya obtenido en forma tácita, en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del articulo 7° del Código Sanitario, el contribuyente que solicita la patente deberá acompañar una declaración jurada indicando que la autoridad sanitaria no se pronunció dentro del plazo legal y acompañar además el documento que acredita haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata. Al que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, se le aplicarán las sanciones establecidas en el Título X de esta ley, sin perjuicio de las demás que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias.".

5) Suprímese en el actual inciso séptimo del artículo 26, que pasa a ser décimo, la frase inicial “En los casos del inciso anterior,” iniciando con mayúscula el artículo “las”, que le sigue.”  

6) Elimínase el Artículo 34 Bis.


7) Agrégase al artículo 53 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El contribuyente que entregare declaraciones falsas respecto de las autorizaciones sanitarias señaladas en el artículo 26, o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado, será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, sin perjuicio de lo que dispongan las demás normas de este Título en lo que sean aplicables.".

Articulo Segundo.- Incorpórase, en el Párrafo 4°, intitulado "Derechos de los Contribuyentes", ubicado en el Titulo Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:



"Articulo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que sean necesarios para el desarrollo de su giro o actividad. Para ejercer esta opción deberá darse aviso al Servicio en la forma que éste determine.


En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, en la forma en que disponga el Servicio de Impuestos Internos.


Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.


Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución fundada, cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique. Para estos efectos se considerarán causas graves, entre otras, las siguientes:


a) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita no ser verdadero el domicilio o no existir las instalaciones necesarias para el desarrollo de la actividad o giro declarado.


b) Si el contribuyente tiene la condición de querellado, procesado o, en su caso,  acusado conforme al Código Procesal Penal por delito tributario, o ha sido sancionado por este tipo de delitos, hasta el cumplimiento total de la pena.


c) Si de los antecedentes en poder del Servicio se  acredita  algún impedimento legal para el ejercicio del giro solicitado.


Articulo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos, hasta hacer la fiscalización correspondiente, en los casos en que exista causa grave justificada. Para estos efectos, se considerarán causas graves las señaladas en el artículo anterior.


Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución. Para estos efectos, se entenderá por factura de inicio aquella que consta en papel y en la que el agente retenedor es el comprador o beneficiario de los servicios, y que se otorga mientras el Servicio efectúa la fiscalización correspondiente del domicilio del contribuyente.". 


Artículo Tercero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:


1) Agrégase al artículo 11 del Párrafo Tercero, “Del sujeto del impuesto”, ubicado en el Título Segundo, la siguiente letra:


“g) El comprador o el beneficiario del servicio, cuando reciba del vendedor o del prestador, según corresponda, por ventas y servicios gravados con IVA, facturas de inicio, de acuerdo a lo señalado en el inciso segundo del artículo 8° quáter del Código Tributario.”.


2) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 55 la palabra “quinto” por la expresión “décimo”.


Artículo Cuarto.- Las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado, incluyendo entre otras la fusión, división y transformación, se realizarán en la página web que deberá habilitar el Diario Oficial para estos efectos. En todo caso, el acceso a la página web, para los efectos de estas publicaciones, consultas e impresiones, será público y gratuito.



Para los efectos del inciso anterior, los notarios deberán enviar al Diario Oficial, por vía electrónica, copias digitales de los extractos a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley Nº 19.799.


Un Reglamento determinará la forma de publicación en la página web, los plazos para que se efectúe dicha publicación y la forma de almacenar y acreditar las publicaciones realizadas en ella.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero Transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 8° ter que introduce al Código Tributario el artículo segundo de esta ley, entrará en vigencia en el plazo de tres meses contado desde su publicación. 


Artículo Segundo Transitorio.- Lo dispuesto en el artículo Cuarto de esta ley comenzará a regir transcurridos 90 días desde la fecha en que se publique en el Diario Oficial el decreto que contiene el Reglamento a que se refiere dicho artículo.

Artículo Tercero Transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, durante el año 2010, se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 4 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 5 de octubre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y EL CONSEJO FEDERAL SUIZO, RELATIVO A INTERCAMBIO DE PASANTES

(6709-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, de fecha 17 de agosto de 2009.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 13 de enero de 2010, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en la que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistió, especialmente invitado, el Subdirector de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Alvaro Arévalo.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República.-  Señala el mensaje que este Acuerdo es fruto del compromiso alcanzado entre ambas Partes en la Carta de Intenciones suscrita el 1 de junio de 2007, mediante la cual convinieron explorar y discutir la posibilidad de firmar un acuerdo sobre intercambio de profesionales cumpliendo determinados requisitos.





Agrega el Ejecutivo que, de conformidad a sus términos, este instrumento internacional tiene por objeto permitir el intercambio de jóvenes profesionales, chilenos y suizos, para ejercer, por un tiempo determinado, una actividad remunerada, dentro de su especialidad, en miras al desarrollo de las relaciones de amistad y entendimiento entre los pueblos de ambos países.





Finalmente, hace presente que la Confederación Suiza ya comunicó el cumplimiento de sus requisitos internos para la entrada en vigor del Acuerdo.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 29 de septiembre de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 15 de septiembre de 2009 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 12 de enero de 2010, aprobó el proyecto, en general y en particular por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (69 votos a favor).





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo y 9 artículos.





En el Preámbulo, las Partes declaran que han convenido el presente instrumento con el ánimo de profundizar sus relaciones de amistad y de entendimiento, teniendo en consideración que la cooperación científica y técnica es el medio idóneo para desarrollar las capacidades de los profesionales y expertos de ambos Estados, que se concretará a través de intercambios de jóvenes pudiendo ejercer en el territorio del otro Estado una actividad profesional y remunerada en su especialidad.





El artículo 1 establece que los beneficiarios del presente acuerdo serán los nacionales chilenos y suizos profesionales, denominados “pasantes”, quienes acudirán al territorio del otro Estado a desempeñar un empleo, por un tiempo limitado, en la profesión que posean, con el objeto de perfeccionar sus conocimientos e idioma. 





Dichos profesionales podrán ejercer todas las profesiones, salvo las que para su ejercicio la legislación interna respectiva imponga restricciones legales a los extranjeros. Además, en el caso de que el ejercicio de la profesión esté subordinado a una autorización, será el interesado quien deberá solicitar dicha autorización.





Conforme al artículo 2, los pasantes deberán tener entre 18 y 35 años de edad y contar, como mínimo, con un título profesional.





El artículo 3 trata de la autorización de la pasantía, disponiendo al efecto que ella deberá ser concedida por las autoridades mencionadas en el artículo 8; que tendrá como máximo una duración de 18 meses, por consiguiente, los contratos de trabajo deberán ser limitados a dicho lapso; que deberá otorgarse de conformidad con la normativa del Estado receptor, el cual administrará la entrada, la salida, la permanencia y la autorización del ejercicio de la actividad lucrativa de los extranjeros; y, que ésta será otorgada, dentro de los límites fijados en el artículo 5, inciso primero, del presente Tratado, independientemente de la situación del mercado laboral en el Estado receptor.





A su vez, el artículo 4 dispone que los pasantes no tendrán derecho a ejercer otra actividad, ni otro trabajo que aquél para el que fueron autorizados, pero tratándose de casos fundados, la autoridad competente podrá autorizar un cambio de empleo.





El artículo 5 regula la cantidad de pasantes que podrá aceptar cada Estado, determinando que serán hasta 50 por año calendario. Dicho número podrá ser reclutado en forma anual, independientemente del número de pasantes que ya estén residiendo en el territorio de la otra Parte en virtud del presente Acuerdo. 





No obstante, agrega que si uno de los Estados no completa los 50 pasantes, el otro Estado no podrá basarse en ese hecho para reducir el contingente convenido, ni tampoco será trasladado al año siguiente el contingente no ocupado. Añade que una prórroga de la pasantía otorgada en conformidad con el artículo 3, no será considerada como una nueva autorización.





Por otra parte, el artículo 6 norma que los pasantes gozarán en materia de vivienda, condiciones de trabajo y remuneraciones, de los mismos derechos y deberes que el Estado receptor reconoce a sus nacionales que ejercen una actividad lucrativa. En cuanto a los impuestos a las remuneraciones se indica que éstos estarán regidos por la legislación tributaria del Estado receptor. Asimismo, el contrato de trabajo entre el pasante y su empleador deberá ajustarse a las normas laborales y de seguridad social del Estado receptor.





El artículo 7 describe el procedimiento a seguir para beneficiarse del presente Acuerdo. Señala que los pasantes deberán buscar personalmente un trabajo en el otro Estado, no obstante que las autoridades encargadas del presente Acuerdo podrán ofrecerles su ayuda en tal sentido. Deberán dirigir sus solicitudes, con todas las indicaciones necesarias, a la autoridad encargada de la aplicación del presente Acuerdo, en su país de origen, la que examinará si la solicitud responde a las exigencias del presente Acuerdo y la remitirá a la autoridad del Estado receptor. Dichas autoridades tramitarán en forma gratuita y a la brevedad posible las formalidades referidas a la autorización para el pasante, sin embargo, deberán ser pagadas, las tasas y los derechos usualmente fijados para la entrada y la permanencia y en el caso de que la legislación del Estado receptor exija autorizaciones de residencia, la autoridad otorgara dicho permiso por el período de duración de la pasantía.




Luego, el artículo 8 indica que las autoridades que aplicarán el presente Acuerdo son: por la República de Chile, el Ministerio de Relaciones Exteriores, y por el Consejo Federal Suizo, la Oficina Federal de Migración del Departamento Federal de Justicia y Policía.





Finalmente, el artículo 9 dispone la entrada en vigencia; la duración indefinida, y que las modificaciones se harán de común acuerdo entre las partes.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto.





El Subdirector de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Álvaro Arévalo, señaló que este Tratado del año 2008 tiene una estructura muy simple y tiene como objetivo permitir que profesionales jóvenes, de entre 18 y 35 años, suizos y chilenos, puedan ejercer su actividad profesional en el otro Estado, con el fin de perfeccionar su idioma o ganar experiencia.





Agregó que estarán sujetos a la legislación laboral y tributaria del país de destino y ellos mismos deberán buscar sus contactos, por lo que el compromiso del Estado es mínimo.





Indicó que tiene un tope de cincuenta profesionales por país, por año calendario. Precisó que la estadía se extiende por un plazo de dieciocho meses, durante los cuales pueden ejercer libremente su profesión.





Añadió que no hay gasto público involucrado y señaló que hay otros convenios parecidos como el de Nueva Zelandia (Working Holidays). Agregó que, en todo caso, el proyecto  en estudio es más sofisticado, pues exige un título profesional.





A continuación, el Honorable Senador señor Tuma consultó ante qué organismo se postula en Chile.





El señor Arévalo contestó que en Chile se hará ante el Ministerio de Relaciones Exteriores. Añadió que una vez seleccionados los interesados se informará a Suiza.





El Honorable Senador señor Larraín manifestó que el proyecto actuará como un medio facilitador, más que como uno de gestión, pues depende mucho de la actividad del interesado.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Tuma y Walker, don Ignacio.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo relativo al Intercambio de Pasantes”, suscrito en Santiago, República de Chile, el 22 de diciembre de 2008.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 5 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Eugenio Tuma Zedán e Ignacio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 5 de octubre de 2010.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario

9

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE RESERVA UN CUPO ESPECIAL EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR PARA EGRESADOS DE ESTABLECIMIENTOS SUBVENCIONADOS

(7253-04)

Honorable Senado:

Considerando.-

1. Que la educación es el principal factor de movilidad social existente en nuestra sociedad, a través de la cual las familias de menores recursos pueden dar a sus hijos las herramientas que les permitan mejorar sus posibilidades de desarrollo personal y económico.

2. Que, sin embargo, en nuestro país, la potencialidad de la educación en este ámbito se ve cuestionada por la enorme desigualdad en la calidad existente entre los planteles.

Lo anterior se debe, especialmente, a la magnitud del financiamiento con que cuentan los distintos establecimientos, como asimismo a la capacidad de los mismos para atenuar las diferencias en el capital cultural de las familias, lo que se ve afectado por la existencia de procedimientos de selección que discriminan y segmentan al estudiantado.

3. Que la educación superior ha tenido notorias mejorías en cuanto a su acceso, lo que se demuestra en la circunstancia que 7 de cada 10 estudiantes constituyen la primera generación de su familia que concurre a este nivel formativo.

Sin embargo, las cifras de la encuesta CASEN 2009 siguen demostrando que la probabilidad de acceder a la educación superior en el 10% de los hogares de mayores ingresos es casi cuatro veces mayor que en el 10% de menores ingresos.

4. Que la masticación del sistema de becas y créditos no alcanza a ser utilizada por alumnos que, perteneciendo a sectores potencialmente beneficiados y teniendo un rendimiento escolar destacado, no logran los puntajes mínimos para acceder a la educación superior.

5. Que, en cambio, se advierte la tendencia de muchos planteles a “automatizar” el rendimiento de los estudiantes en el test de selección universitaria, mejorando sus resultados no a través de un reforzamiento educativo eficaz que redunde en la calidad e integridad de la formación, sino en la reiteración y aprendizaje de las características de dichas pruebas.

6. Que se agrega a esta ecuación la escasa incidencia que reviste para el acceso a la educación superior el esfuerzo de los estudiantes durante su Enseñanza Media, reflejada en la baja ponderación de las notas, situación que ha sido advertida por algunos parlamentarios que han propuesto enmiendas sobre el asunto, como la Diputada María Antonieta Saa.

7. Que se requiere insistir en la adopción de medidas que apunten de un modo inequívoco a mejorar las posibilidades de acceso de los sectores de menores recursos, compatibilizando este factor con el rendimiento, de modo de generar, al mismo tiempo, un mayor compromiso y motivación en los estudiantes.

8. Que la necesidad de impulsar una mayor equidad en el sistema educativo y, especialmente, de establecer algunos requisitos al uso de los fondos públicos para estos fines, ya ha sido recogida en la legislación gracias a la inquietud de algunos parlamentarios.

Así, en la ley 19.979, que establece normas para la aplicación de la jornada escolar completa, se incorporó una indicación que agrega al artículo 6° del DFL Nº 2, de 1998, sobre subvenciones educacionales, una letra a) bis, nueva que exige a los receptores de este aporte estatal que al menos un 15% de los alumnos de los establecimientos presenten condiciones de vulnerabilidad socioeconómica, salvo que no se hayan presentado postulaciones suficientes para cubrir dicho porcentaje. El reglamento determinará la forma de medir y ponderar la vulnerabilidad debiendo considerar el nivel socioeconómico de la familia, el nivel de escolaridad de los padres o apoderados del alumno y el entorno del establecimiento.

9. Que parece conveniente replicar el principio contenido en dicha norma estableciendo una reserva de un 5% de los cupos en la educación universitaria financiada por el Estado, para los alumnos meritorios de Enseñanza Media provenientes de planteles municipales y particulares subvencionados, independiente de sus resultados en la prueba de selección.

10. Que vengo en dejar constancia que la presente iniciativa constituye un aporte de los estudiantes del Liceo San José de Punta Arenas, perteneciente a la Congregación Salesiana, cuya vocación cívica y esfuerzo en pos de la equidad en la educación chilena resulta importante destacar, demostrando de paso la conveniencia de impulsar la iniciativa popular de ley para profundizar el sistema democrático.

11. Que, por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que reciban, a cualquier título, aportes del Estado para el cumplimiento de sus fines educativos, deberán reservar al menos un 5% de sus cupos de matrícula, correspondientes a los primeros años de cada programa o carrera, a los alumnos más destacados de los establecimientos municipales y particulares subvencionados. Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la forma en que procederán a establecerse y ocuparse las citadas vacantes.

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ORPIS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL “DÍA DE LA ADOPCIÓN Y DEL QUE ESTÁ POR NACER”

(7254-07)

Honorable Senado:

Fundamentos

El capitulo III de la Constitución Política del Estado relativo a “LOS DERECHOS Y DEBERES CONSTITUCIONALES”; en su artículo 19 número 1 garantiza el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica estableciéndose en su inciso segundo que la ley protegerá la vida del que esta por nacer.

No obstante que nuestra Constitución Política reafirma y reconoce que el comienzo de la vida se produce con anterioridad al nacimiento no fija con exactitud el momento preciso. Si lo hace el Pacto de San José de Costa Rica, que habiendo sido ratificado por Chile el 14 de Agosto de 1990 ha pasado a ser parte de nuestra legislación interna. Este tratado, en su artículo 4 consagra que el derecho a la vida se protege desde el momento de la concepción.

En síntesis nuestra legislación protege la vida desde sus inicios y por lo tanto al no tener aprobado ningún tipo de aborto nuestro país cuenta con una de las legislaciones más protectoras de la vida.

Proteger la vida desde la concepción tiene un significado muy profundo desde un punto de vista valórico. Frente a la infinita indefensión de ese ser no nacido es la norma quién lo ampara, para realzar en toda su dimensión la dignidad humana cumpliendo el rol de proteger al más débil.

Proteger la vida del que esta por nacer es darle el derecho a vivir a todo ser humano incluso en contra de la voluntad de sus propios progenitores. Nadie puede disponer de la vida de otro desde el momento que ella existe.

Esto que aparece tan claro en nuestra legislación no lo es en el resto del mundo. La tendencia en general bajo distintos pretextos es aprobar legislaciones que promueven el aborto.

Por eso es que en el mundo el 25 de Marzo de cada año se celebra el día del que esta por nacer con el propósito de realzar el valor de la vida, condenar el verdadero genocidio que se produce en contra de seres indefensos y tratar de revertir las legislaciones que consagran el aborto.

Pero el valor de la vida no se agota en la protección legal desde el momento de la concepción. Existe un número importante de embarazos no deseados de los cuales debemos hacernos cargo para facilitar la decisión de muchas mujeres que frente a la condena social, familiar, razones económicas o de otra índole opten por la vida y no interrumpan el embarazo. Por difíciles que sean estas circunstancias nunca será justificable privar de la vida a otro. Uno de los caminos más eficaces tanto para la mujer como para el niño es la adopción. A partir de ella la mujer que no se encuentre en condiciones de asumir la maternidad tendrá la certeza que ese niño no sufrirá abandono porque lo recibirá una familia en calidad de hijo, otorgándole el afecto, el cariño, la formación. Son miles las familias en nuestro país que están esperando recibir a estos hijos, no por razones de caridad sino para asumir en plenitud los roles propios de la maternidad o la paternidad. La calidad de hijos no está asociado a un origen biológico. De hecho nuestra legislación no hace ninguna diferencia entre hijos biológicos o adoptados. Para todos los efectos tienen la calidad de hijos.

Para rescatar el valor de la vida del que esta por nacer este proyecto de ley además se hace cargo de ese niño al momento del nacimiento para darle un camino a todas las mujeres que tienen embarazos no deseados.

Proyecto de Ley

Artículo único:

“Declárase el 25 de marzo de cada año como el día del que está por nacer y la adopción”.

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador.- 
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INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE AUMENTO DE SUBSIDIO NACIONAL TRANSITORIO A TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

(7101-15)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, tienen el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A la sesión en que las Comisiones unidas estudiaron esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el Ministro, señor Felipe Morandé; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Patricio Pérez, y el Asesor, señor Juan Carlos González; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Subsecretario, señor Claudio Alvarado, y la Analista, señorita Egle Zavala, y de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Jefe de Pasivos Contingentes, señor David Duarte.

- - -

Se hace presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

En la sesión del día 5 de octubre de 2010, la Sala del Senado acordó que el presente proyecto fuera informado por las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Modificar el subsidio transitorio dispuesto en el artículo Tercero Transitorio y el aporte especial a los Gobiernos Regionales para el transporte y la conectividad dispuesto en el artículo Cuarto Transitorio de la ley N° 20.378, aumentándolos, para reconstituir los equilibrios financieros del sistema, los que en la práctica presentan un desfase de un año respecto de la situación real observada en su oportunidad, permitiendo frenar las alzas en las tarifas por el año 2010 y racionalizarlas para los años siguientes.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 20.206, que crea un Fondo de Estabilización Financiera del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago y dispone otros aportes fiscales que indica.

- La ley N° 20.378, que crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje señala que en la actualidad, y luego de un profundo análisis técnico, financiero y normativo, el actual Gobierno ha concluido que, según sus proyecciones, las alzas de tarifa requeridas para alcanzar el equilibrio financiero del sistema el año 2010 y los años venideros superan las estimadas al momento de la discusión de los subsidios contenidos en la ley N° 20.378. Indica que, en la práctica, este escenario refleja la necesidad de recursos financieros equivalentes al monto total previsto para el subsidio transitorio considerado para el año 2010 en ley N° 20.378, es decir, un año de retraso en la posibilidad de normalizar el sistema según los compromisos e hipótesis planteados cuando el Congreso aprobó la mencionada ley. 

Expone que dentro de las causas de dicha discordancia entre las proyecciones consideradas en 2009 y el real comportamiento del sistema durante 2009-2010, cabe destacar:

- El programa original de alzas de tarifas planteado significaba alcanzar una tarifa normal adulto en moneda del 2009 equivalente a $ 420 el 2009, de $ 480 el 2010, de $520 el 2011 y de $580 el 2012, no planteándose la tarifa de equilibrio para los años 2013 y 2014;

- Se establecieron supuestos sobre los ahorros que podría lograr el sistema, lo que a la luz de la información hoy disponible no han sido posibles en las magnitudes señaladas;

- Como consecuencia del punto anterior, y de modificaciones de contratos suscritos con los operadores iniciadas durante 2009, el sistema cuenta con una serie de restricciones que impiden detener el incremento de costos del sistema y por el contrario, han tendido a aumentarlo de manera sostenida;

- Desde el punto de vista de los ingresos, en el año 2009 se suponía que la demanda por viajes en el sistema iba a aumentar en un 6,6% para días laborales, en circunstancias que disminuyó en un 2,6%;

- Al no haberse dispuesto alzas en las tarifas desde la entrada en vigencia de la ley y hasta marzo del año 2010, se ha requerido de un alza sostenida y permanente de las mismas entre los meses de abril y julio del presente año para nivelar los equilibrios financieros, aún deficitarios, concretándose ya un alza equivalente al 25% de la tarifa observada por los usuarios en marzo de 2010 y que, en términos reales, es significativamente superior a lo previsto para todo el año en curso. 

- Por otra parte, el retraso de más de medio año en las alzas iniciales, y por ende, la no recaudación de dichos ingresos, también afectaron los equilibrios financieros del sistema, incorporando otra presión deficitaria.

Continua expresando que, dado que los supuestos planteados como base de la planificación original del sistema en el hecho no se produjeron, la proyección actual del sistema conlleva a que la tarifa integrada de bus en horario punta -que había sido situada en un monto cercano a los $580 hacia el 2012-, resulta significativamente superior, alcanzándose el año 2013 una tarifa de equilibrio de $800, es decir un 38% superior.

Asimismo, señala que la necesidad de contar con un sistema de transporte público remunerado para la ciudad de Santiago que sea eficiente, de calidad y seguro, constituye uno de los desafíos que demanda nuestra sociedad actual de parte del Estado y es, por tanto, uno de los problemas prioritarios que debe enfrentar el Gobierno y el Estado de Chile en su conjunto.

En virtud de lo expuesto y para salvaguardar a los usuarios del sistema de transporte público remunerado de pasajeros de Santiago, así como los intereses de todos los chilenos que contribuyen a través del subsidio permanente y transitorio actuales, expone que el Gobierno ha adoptado, entre otras, las siguientes medidas:

1) Ingresar, al Honorable Senado de la República, un proyecto de ley que permitirá dotar al sistema de transporte público remunerado de pasajeros de un marco regulatorio y normativo acorde a los de un servicio público concesionado y subsidiado, por medio del cual se espera supervisar adecuadamente los contratos sostenidos con los proveedores de servicio en el sistema de transporte público a nivel nacional y regularizar una serie de situaciones que hoy presentan restricciones y vacíos;

2) Con el propósito de brindar un mejor servicio a los usuarios, intervenir de manera profunda y categórica el diseño conceptual del Transantiago, considerando el próximo término de las concesiones de los denominados servicios Alimentadores, lo que ocurrirá  en octubre del año 2011;

3) Concebir un modelo regulatorio, contractual y de modelo de negocio que alinee los ingresos de los operadores con la provisión de calidad y oportunidad de los servicio prestados a los usuarios;

4) Lograr un ahorro de costos global que hacia el año 2014 implique un ahorro en un rango de 6% a 10%.

5) Reconocer el retraso de las condiciones planteadas para el mejoramiento del sistema, para lo cual se hace esencial incrementar el subsidio transitorio al transporte público remunerado de pasajeros dispuesto en la ley N° 20.378, mediante el presente proyecto de ley, para los fines que se indican.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Morandé, expuso que el Sistema de Transporte Público de Santiago tiene un serio problema financiero por los costos crecientes debido a la forma en que se proyectó e implementó, y los ingresos has estado casi estancados en un monto cercano a la mitad del total de los costos.

Expresó que el subsidio otorgado por la ley N° 20.378 se estableció sobre la base de supuestos que han demostrado no ser efectivos. Agregó que el subsidio es decreciente en los próximos años, por lo que la única forma de ajustar ingresos y costos es por medio de alzas de tarifa a los usuarios.

Observó que se espera normalizar el Sistema con el aumento del subsidio, una disminución de costos cercana al 10% y un alza más moderada de la tarifa a pagar por los usuarios. Agregó que se mantiene una entrega de recursos decreciente del subsidio transitorio.

Señaló que se llegó a un acuerdo con miembros de las Comisiones referidas al transporte de la Cámara de Diputados y del Senado que implican una serie de obligaciones relativas a la operación de Transantiago y del transporte en regiones, y un incremento de aproximadamente 400 millones de dólares del subsidio transitorio para las zonas distintas de la provincia de Santiago y las comunas de Puente Alto y San Bernardo.

Asimismo, indicó que las tarifas del Transantiago las fija un Panel de Expertos que se reúne mensualmente buscando que las mismas se ajusten a los costos del Sistema.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y Rincón, y señores Cantero, Escalona, García, Girardi y Zaldívar. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El artículo único modifica la ley N° 20.378, de la siguiente forma:

Agrega el siguiente inciso segundo al artículo 6°: 

“Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá informar trimestralmente a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados respecto del estado de funcionamiento del sistema de transporte público licitado de la provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, en materias tales como; caducidad, cobro de garantías, multas y modificaciones en contratos de concesión de uso de vías y de servicios complementarios, grado de cumplimiento de los contratos señalados, modificación y creación de nuevos servicios de transporte público,  frecuencia y regularidad de los servicios de transporte público, porcentajes de evasión en el pago de la tarifa, reclamos de los usuarios, cumplimiento de la legislación laboral y peticiones de municipios y organizaciones ciudadanas o locales. El referido informe deberá contener todos los antecedentes que respalden la información contenida en el mismo.”.

En el Artículo Tercero Transitorio:

Elimina del inciso segundo, la frase “Adicionalmente, los montos correspondientes a los años 2010, 2011 y 2012 podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 5%.”.

Agrega el siguiente inciso tercero:

“Los montos anuales señalados en el inciso anterior se incrementarán en una cantidad tal que el incremento total en el periodo comprendido entre los años 2011 a 2014 sea equivalente al monto establecido para el año 2010 en dicho inciso. Para ello, los montos adicionales a incluir cada año en la Ley de Presupuestos respectiva serán de $61.996.650 miles para los años 2011 a 2013 y de $30.998.325 miles para el año 2014. Estos montos se reajustarán anualmente considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Durante la vigencia de este subsidio transitorio, los montos establecidos en este inciso, los señalados en el inciso anterior y los establecidos para el literal i) del artículo 2°, podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 10%.”.

Reemplaza el inciso primero del Artículo Cuarto Transitorio, por el siguiente:

“Artículo Cuarto Transitorio.- Otórgase a los Gobiernos Regionales, hasta el año 2016, un aporte especial para el transporte y la conectividad por un monto total de $721.347.780 miles. Para ello, se constituirá una provisión especial con su correspondiente glosa en el presupuesto anual de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, la que para los años 2011 al 2016, ambos inclusive, será de $120.224.630 miles cada año. Estos montos se reajustarán anualmente considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.”.

El Honorable Senador señor Cantero solicitó dejar constancia de la complejidad de comprometer recursos que incluyen el próximo período presidencial, hasta el año 2016, no garantizándose la destinación real y efectiva de dichos recursos a las regiones, porque hasta ahora se han otorgado y luego se han retirado de algún otro ítem presupuestario.

Puesto en votación el artículo único, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei, como miembro de ambas Comisiones, y Rincón, y señores Cantero, Escalona, García, Girardi y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 3 de agosto de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El Proyecto de Ley introduce un inciso en el Artículo Tercero Transitorio de la Ley N° 20.378 que incrementa el monto del subsidio allí indicado, a partir del año 2011 y hasta el año 2014, en el equivalente al total señalado para el año 2010, esto es $216.988.275 miles. Este incremento se distribuye de la siguiente manera: para los años 2011 al 2013 se contempla un incremento de $ 61.996.650 miles anuales, y para el año 2014 se contempla un incremento de $ 30.998.325 miles. Al mismo tiempo, se incrementa la excedibilidad de dichos montos durante los años en los cuales se encuentre vigente este subsidio.

2. No se proyecta un mayor gasto para el año 2010 producto de este Proyecto de Ley. Para el período 2011 a 2014, los montos totales del Subsidio al Transporte Público remunerado de pasajeros serán incluidos en las Leyes de Presupuestos del Sector Público respectivas.”.

Posteriormente, se presentó un informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 28 de septiembre de 2010,  que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. La indicación introduce un inciso final al Artículo Único en el proyecto de Ley con el fin de otorgar a los Gobiernos Regionales un aporte adicional al aporte especial señalado en el artículo 4° transitorio de la Ley N° 20.378, reemplazándolo. Al respecto, el nuevo inciso de este proyecto permite comprometer un monto anual adicional de $17.174.947 miles para los años 2011 a 2014 y de $120.224.630 miles para los años 2015 y 2016, respectivamente. Este aporte adicional se incorporará a la provisión especial en el presupuesto anual de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.
2. Por lo tanto, producto de esta Indicación, no proyecta un mayor costo fiscal para el año 2010.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones unidas tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase la ley N° 20.378, de la siguiente forma:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 6°: 

“Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá informar trimestralmente a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados respecto del estado de funcionamiento del sistema de transporte público licitado de la provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, en materias tales como; caducidad, cobro de garantías, multas y modificaciones en contratos de concesión de uso de vías y de servicios complementarios, grado de cumplimiento de los contratos señalados, modificación y creación de nuevos servicios de transporte público,  frecuencia y regularidad de los servicios de transporte público, porcentajes de evasión en el pago de la tarifa, reclamos de los usuarios, cumplimiento de la legislación laboral y peticiones de municipios y organizaciones ciudadanas o locales. El referido informe deberá contener todos los antecedentes que respalden la información contenida en el mismo.”.

b) En el Artículo Tercero Transitorio:

i) Elimínase del inciso segundo, la frase “Adicionalmente, los montos correspondientes a los años 2010, 2011 y 2012 podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 5%.”.

ii) Agrégase el siguiente inciso tercero:

“Los montos anuales señalados en el inciso anterior se incrementarán en una cantidad tal que el incremento total en el periodo comprendido entre los años 2011 a 2014 sea equivalente al monto establecido para el año 2010 en dicho inciso. Para ello, los montos adicionales a incluir cada año en la Ley de Presupuestos respectiva serán de $61.996.650 miles para los años 2011 a 2013 y de $30.998.325 miles para el año 2014. Estos montos se reajustarán anualmente considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Durante la vigencia de este subsidio transitorio, los montos establecidos en este inciso, los señalados en el inciso anterior y los establecidos para el literal i) del artículo 2°, podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 10%.”.

c)    Reemplázase el inciso primero del Artículo Cuarto Transitorio, por el siguiente:

“Artículo Cuarto Transitorio.- Otórgase a los Gobiernos Regionales, hasta el año 2016, un aporte especial para el transporte y la conectividad por un monto total de $721.347.780 miles. Para ello, se constituirá una provisión especial con su correspondiente glosa en el presupuesto anual de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, la que para los años 2011 al 2016, ambos inclusive, será de $120.224.630 miles cada año. Estos montos se reajustarán anualmente considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.”.”.
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 6 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente) señoras Evelyn Matthei Fornet y Ximena Rincón González, y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán, José García Ruminot, Guido Girardi Lavín, Ricardo Lagos Weber, Jovino Novoa Vásquez y Andrés Zaldívar Larraín. 

Sala de las Comisiones unidas, a 6 de octubre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESPINA, MATTHEI (DOÑA EVELYN), PÉREZ (DOÑA LILY), ALLAMAND Y GARCÍA, RELATIVO A PROCEDIMIENTO APLICABLE PARA PROTECCIÓN DEL INTERÉS COLECTIVO O DIFUSO DE LOS CONSUMIDORES

(7256-03)

Honorable Senado:

Antecedentes

1.- La ley 19.496, que establece normas para la protección de los consumidores, contiene algunas disposiciones que a nuestro juicio es necesario modificar a la brevedad. La Ley 19.496 regula el procedimiento para la defensa de los intereses individuales, colectivos y difusos de los consumidores. Estos últimos procedimientos se conocen en la práctica como juicios colectivos o acciones colectivas.

La ley 19.496, en su Art. 50 inciso 3°,4°,5° y 6° señala que el ejercicio de las acciones contenidos en esta ley puede realizarse a título individual o en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores. Son de interés individual las acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado. A su vez, son de interés colectivo las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.

2.- El juez competente para conocer de las materias que digan relación con la infracción a los derechos que establece esta ley es el Juzgado de Policía Local, tratándose de las acciones para defender el interés individual. Es decir, un consumidor, en forma particular, puede iniciar una acción destinada a obtener las indemnizaciones o reparaciones que procedan, agregando que en esta situación puede comparecer sin el patrocinio de un abogado habilitado para el ejercicio de la profesión. Sin embargo, tratándose del interés colectivo o difuso de los consumidores, la ley 19.496 establece normas especiales, contenidas en el párrafo 2°, título IV, denominado "del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores", situación en la cual serán competentes los tribunales ordinarios de justicia. A este respecto, la ley permite que 50 o más consumidores que se encuentran en una misma situación, o una asociación de consumidores, o directamente el Sernac, puedan presentar una demanda cuando se ve afectado el interés colectivo o difuso.

Modificación de las causales de admisibilidad de la demanda establecidas en el artículo 52 de la ley sobre protección de los derechos del consumidor.

3.- Este procedimiento especial se inicia con la interposición de la demanda, cuyas actuales causales de admisibilidad y procedimientos para resolver las controversias sobre ellas se han transformado, en los hechos, en una de las principales piedras de tope para una eficaz y correcta tramitación de estos juicios. Los retrasos en los juicios colectivos que se han seguido en nuestro país se advierten principalmente en relación a esta etapa de admisibilidad de la demanda colectiva, ya que en la práctica esta fase se ha convertido en una oportunidad de litigación y controversia prolongada v sobre el fondo entre las partes, lo que ha llevado a etapas probatorias y la procedencia de recursos ordinarios y extraordinarios que en definitiva han retrasado en forma significativa la tramitación misma de la demanda colectiva.

En efecto, el actual artículo 52 de la ley del consumidor dispone:

“Corresponderá al propio tribunal declarar la admisibilidad de la acción deducida para cautelar el interés colectivo o difuso de los consumidores, verificando para ello la concurrencia de los siguientes elementos:

a) Que !a acción ha sido deducida por uno de los legitimados activos individualizados en el artículo 51.

b) Que la conducta que se persigue afecta el interés colectivo o difuso de los consumidores en los términos señalados en el artículo 50.

c) Que la acción deducida precisa las cuestiones de hecho que afectan el interés colectivo o difuso de los consumidores y los derechos afectados.

d) Que el número potencial de afectados justifica, en términos de costos y beneficios, la necesidad procesal o económica de someter su tramitación al procedimiento especial del presente Párrafo para que sus derechos sean efectivamente cautelados. Cualquiera sea el número de afectados, se entenderá que esta circunstancia no concurre si se dan todas y cada una de las siguientes condiciones respecto del caso: el proceso de fabricación, por su naturaleza, contempla un porcentaje de fallas dentro de los estándares de la industria; el proveedor pruebe mantener procedimientos de calidad en la atención de reclamos, reparación y devolución de dinero en caso de productos defectuosos, sin costo para el consumidor, y las fallas o defectos no representan riesgo para la salud.

El demandado dispondrá de un plazo de diez días para exponer lo que estime procedente en relación con los requisitos de admisibilidad de la acción. Si el juez estima que existen hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá a prueba la admisibilidad. La prueba se regirá por las reglas de los incidentes. El juez se pronunciará sobre la admisibilidad de la acción dentro de los cinco días siguientes a aquél en que se efectúe la presentación del demandado o dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo para efectuar dicha presentación y ésta no se hubiere efectuado, o dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del término probatorio, en su caso.

La resolución que se pronuncie sobre la admisibilidad de la acción será apelable en ambos efectos.

Una vez que se encuentre ejecutoriada la resolución que declara admisible la acción, se certificará esta circunstancia en el expediente. Si es declarada inadmisible, la acción respectiva sólo podrá deducirse individualmente ante el juzgado competente, de conformidad a lo señalado en la letra c) del artículo 2° bis.

No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, si aparecen nuevas circunstancias que justifiquen la revisión de la inadmisibilidad declarada, cualquier legitimado activo podrá iniciar ante el mismo tribunal una nueva

acción.”

Esta etapa de la admisibilidad de la demanda colectiva corresponde a una fase previa antes de discutirse el fondo de la demanda. A este respecto, el tribunal de la causa debe pronunciarse sobre aspectos que, en un principio, debieran ser requisitos formales de rápida constatación. Sin embargo, el requisito de admisibilidad establecido en la letra d) del artículo 52, transcrito precedentemente y que se refiere a la necesidad procesal o económica que habilitaría para la interposición de la demanda, nada tienen que ver con el objetivo que la ley persigue en cuanto a proteger los derechos del consumidor, y en todo caso, sería una cuestión de fondo, que no corresponde debatirla en esta etapa del juicio, y por lo tanto, los autores de esta moción proponemos eliminaría. Más aún, en la práctica se ha utilizado para llevar adelante un verdadero juicio dentro del juicio, al punto que como se demuestra más adelante, la gran mayoría de las causas interpuesta por la ciudadanía en virtud de esta ley se han demorado años en resolver esta cuestión de admisibilidad, sin siquiera entrar aún a la cuestión de fondo.

4.- Cuando se analiza el tiempo que demora un juez en declarar admisible una demanda de interés colectivo o difuso, y por consiguiente la duración del juicio, podemos llegar a conclusiones tan preocupantes como la siguiente:

a) En lo referente a la duración de estos juicios, y la forma en que han finalizado, podemos señalar que de los 22 juicios iniciados por Sernac desde el año 2005 ha la fecha, solamente 8 de ellos han terminado. Cabe precisar que de estos 8 juicios colectivos, 7 finalizaron por avenimiento, mientras que otro terminó en archivo del tribunal por no haberse encontrado el proveedor. Los otros 14 juicios restantes aún se encuentran en tramitación. Es decir, ningún juicio colectivo iniciado por Sernac ha terminado con una sentencia definitiva, lo que nos lleva a sostener que los juicios más antiguos, que se encuentran vigentes desde el 2006, llevan un promedio de tramitación de 46 meses (3 años y 10 meses) contados desde la presentación de la demanda, sin que exista un pronunciamiento del tribunal. En síntesis, no existe sentencia definitiva en estos juicios, y los que se encuentran terminados son por avenimiento o archivo.

b) Pasando analizar del tiempo que demora un tribunal en pronunciarse sobre la admisibilidad de la demanda, podemos señalar los siguientes datos:

i. Los juicios colectivos iniciados por Sernac en el año 2006 demoraron 7 meses aproximadamente en pronunciarse sobre la admisibilidad de la demanda.

ii. Los juicios colectivos iniciados por el mismo demandante en el año 2007 demoraron aproximadamente 26 meses (2 años y 2 meses) en pronunciarse acerca de la admisibilidad.

iii. En similar situación se encuentra el juicio colectivo iniciado por Sernac el año 2008 en el cual, desde la presentación de la demanda, han transcurrido 28 meses, sin que a la fecha haya finalizado la etapa de admisibilidad.

iv. De la gran mayoría de los juicios colectivos iniciados por Sernac el año 2009 podemos señalar que han transcurrido 14 meses desde la interposición de la demanda, sin que haya pronunciamiento definitivo respecto de la admisibilidad.

c) En conclusión, podemos señalar que si un grupo de 50 o más consumidores interponen una demanda por infracción a sus derechos en contra de un determinado proveedor, la sola admisibilidad de la demanda puede demorarse en promedio 12 meses, pudiendo prolongarse esta etapa incluso hasta 26 meses. Es decir, si hoy un grupo de consumidores interponen una demanda colectiva, la admisibilidad podría recién declararse en octubre de 2011 o quizás en diciembre de 2012.

5.- Por estas razones y, teniendo presente que en las relaciones de consumo, particularmente en los procedimientos colectivos en que están involucrados grandes colectividades de consumidores afectados en la misma forma en sus derechos, concluimos que la demora implica mantener o aumentar los perjuicios sufridos por ellos. Creemos que se requiere con urgencia tutelar los derechos de los consumidores, que son la parte económicamente vulnerable y más débil en las relaciones de consumo.

Para lograr este objetivo y permitir que el juicio, en su fase de admisibilidad de la demanda, tenga una correcta, pronta y eficaz tramitación, como lo señalamos precedentemente, proponemos modificar el artículo 52 de la ley, suprimiendo la letra d y los incisos que le siguen. En consecuencia, el juez únicamente hará un análisis formal de la admisibilidad o inadmisibilidad de la demanda, dando una rápida tramitación al procedimiento.

Fortalecer la Conciliación.

6.- En función de lo anterior, y teniendo especialmente presente que este procedimiento colectivo, así como ocurre con cualquier otro procedimiento judicial, el uso del proceso debe ser la última forma de solución de conflictos, debe potenciarse mecanismos que incentiven la búsqueda de soluciones eficientes y prácticas entre los proveedores y los consumidores. Para ello, creemos que es necesario consagrar el llamado a conciliación una vez que se notifica la resolución que declara admisible la demanda, a objeto de que a instancia del juez de la causa inste a las partes a llegar a un acuerdo, y de esta forma poner término inmediato al asunto controvertido, estimándose que el acta en donde conste este acuerdo tendrá el valor de sentencia ejecutoriada.

7.- Finalmente, los autores de esta moción consideramos que los cambios legales propuestos permitirán modificar una realidad que afecta gravemente los consumidores que han sido vulnerados en los derechos consagrados en la ley de protección de los derechos del consumidor. Esta realidad consiste en que la gran mayoría de los casos en que se han iniciado acciones colectivas reguladas por este procedimiento, se ha constatado un atraso y dilación en la tramitación de los respectivos juicios. Lo anterior frustra de sobremanera los propósitos buscados al incorporar este tipo de procedimientos en la ley, dado que el colectivo de los consumidores afectados deben esperar un largo tiempo para que el tribunal tome su decisión y que, tratándose de relaciones de consumo, se requiere contar con soluciones eficientes y rápidas, de manera de asegurar que el procedimiento judicial signifique una tutela efectiva en la protección de esos derechos afectados.

En virtud de lo anterior, venimos en presentar el siguiente proyecto de ley

Modificase la ley 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores de la forma siguiente:

1.- Reemplázase el actual artículo 52, por el siguiente:

“Artículo 52: El tribunal examinará la demanda y le dará tramitación una vez que verifique la concurrencia de los siguientes elementos:

a. Que la acción ha sido deducida por uno de los legitimados activos individualizados en el artículo 51.

b. Que la acción deducida precisa las cuestiones de hecho que afectan el interés colectivo o difuso de los consumidores y los derechos afectados.

Sobre la resolución que declare admisible la demanda no procederá recurso alguno. Respecto de la resolución que declara inadmisible la demanda procederá recurso de apelación.

Admitida a tramitación la demanda, el juez citará a las partes a una audiencia de conciliación para dentro de quinto día contado desde la fecha de notificación de la demanda. A esta audiencia, las partes deberán comparecer representadas por apoderados con poder suficiente y deberán presentar bases concretas de arreglo. El juez obrará como amigable componedor y tratará de obtener un avenimiento total o parcial en el litigio. Las opiniones que emita no lo inhabilitan para seguir conociendo de la causa. La audiencia se llevará a cabo con las partes que asistan.

Si los interesados lo piden, la audiencia se suspenderá para facilitar la deliberación de las partes. Si el tribunal lo estima necesario postergará la audiencia para dentro de tercero día, se dejará de ello constancia y a la nueva audiencia las partes concurrirán sin necesidad de nueva notificación.”

2.- Agrégase los siguientes artículos nuevos a continuación del artículo 52:

“Artículo 52 A: De la conciliación total o parcial se levantará un acta que consignará sólo las especificaciones del arreglo, la cual subscribirán el juez, las partes que lo deseen y el secretario, y se estimará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, en especial para los efectos de lo establecido en el artículo 54.”

“Artículo 52 B: El demandado dispondrá de un plazo de diez días para contestar la demanda contados desde la fecha de la certificación que dé cuenta del rechazo de la conciliación o de la inasistencia de alguna de las partes.

En este procedimiento, el demandado podrá oponer excepciones dilatorias sólo hasta las 12,00 horas del día anterior al fijado para la realización de la audiencia de conciliación. Las excepciones deberán oponerse todas en un mismo escrito y se resolverán breve y sumariamente antes de dar inicio a la audiencia de conciliación.”

(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Evelyn Matthei Fornet, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- José García Ruminot, Senador.- 
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CERTIFICADO DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, QUE MODIFICA EL SISTEMA DE JUSTICIA MILITAR Y ESTABLECE UN RÉGIMEN MÁS ESTRICTO DE SANCIONES, TRATÁNDOSE DE DELITOS CONTRA MIEMBROS DE LAS POLICÍAS

(7203-02)

HONORABLE SENADO:

Certifico:





Que vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Defensa Nacional, unidas, en sesión celebrada el día 6 de octubre de 2010, con asistencia de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto, y de la Comisión de Defensa Nacional Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto,  Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto, consideró el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Sistema de Justicia militar y establece un régimen más estricto de sanciones, tratándose de delitos contra miembros de las policías, correspondiente al Boletín N° 7.203-02, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





Que a la sesión en que vuestra Comisión conoció de la iniciativa concurrieron, en calidad de invitados, del Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Felipe Bulnes Serrano, la Jefe de la División Jurídica, señora Paulina González Vergara y la Jefe del Departamento de Asesorías y estudios, señora  María Ester Torres Hidalgo; del Ministerio de Defensa, el Ministro señor Jaime Ravinet de la Fuente, y el abogado de dicha Secretaría de Estado señor Felipe de Pujadas Abadie; del Ministerio Público, el abogado de la Unidad de Asesoría Jurídica de la Fiscalía Nacional, señor José Veizaga González.





Que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.





Que el objetivo del proyecto es modificar el sistema imperante en materia de justicia militar delimitando su ámbito de aplicación, de tal manera que la competencia de los tribunales castrenses alcance únicamente a los militares, excluyendo de ella a los civiles.





Que los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9° permanentes y 1°, 5°, 6° y 7° transitorios del proyecto, tienen rango de ley orgánica constitucional por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 77 de la Constitución Política de la República, requiriendo para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Honorables Senadores en ejercicio, en atención a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.





Que al darse Cuenta de la iniciativa en la Sala del Senado, se acordó recabar el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, lo que se cumplió mediante oficio N° 792/SEC/10, de 5 de octubre en curso, en conformidad a lo dispuesto por la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -





Que después de considerar la iniciativa, recibir las opiniones de los señores Ministros de Estado presentes, y formular los planteamientos los Honorables Senadores presentes el proyecto fue  sometido a votación en general, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín, Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).




Que en su discusión particular se acordaron las siguientes enmiendas a su articulado:

Artículo 1°





-- En su inciso primero:





a) Sustituir la expresión “podrán estar” por “estarán” y “Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal” por “tribunales ordinarios con competencia en materia penal”, respectivamente.





b) Suprimir su frase final “los que conocerán de conformidad a las normas contenidas en el Código Procesal Penal”, la coma (,) que le antecede.





Aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
Artículo 2°





Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 2º.- Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares en la comisión de aquellos delitos sujetos a la competencia de la justicia militar, de acuerdo a las normas del Código de Justicia Militar, serán competentes, respecto de los civiles, la Justicia Ordinaria y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.”.





Aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
Artículo 3°





-- Intercalar entre su palabra final “Suprema” y el punto que le sigue la siguiente expresión: “, sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo”.





Aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
Artículo 4°

Número 1) 





-- Agregar en el inciso primero del artículo sexto propuesto después de la expresión “de planta” lo que sigue “, personal llamado al servicio” 





Aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma), Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).




-- Inciso segundo, aprobarlo sin enmienda. 





Aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).




-- Intercalar como inciso tercero, nuevo, el que sigue:





“Con todo, los menores de edad siempre estarán sujetos a la competencia de los tribunales ordinarios, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.084, que establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.”.





Aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
- - -

Artículo 1° transitorio





-- Suprimir la expresión “ya sea Tribunales de Garantía o Tribunales del Crimen o Tribunales de Letras con competencia en lo criminal, según corresponda”. 





Aprobado por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma), Muñoz, Prokurica, y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
- - -





-- Incorporar como artículos 8° y 9° transitorios, nuevos, los siguientes:





“Artículo 8°.- En el nuevo juicio seguido ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, que resulte de la aplicación de las normas transitorias anteriores, el Ministerio Público deberá señalar en su acusación los medios de prueba rendidos anteriormente ante el Tribunal Militar, de conformidad a lo señalado en el artículo 259 letra f) del Código Procesal Penal, los que formarán parte del auto de apertura del juicio oral. 





En los casos que resulte la aplicación del procedimiento simplificado o abreviado, los medios de prueba antes dichos se entenderán parte integrante del requerimiento o la acusación verbal respectivamente. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 334 del Código Procesal Penal, podrán reproducirse o darse lectura a los registros en que constaren declaraciones de testigos y peritos rendidas ante el Tribunal Militar, cuando estas personas hayan fallecido, caído en incapacidad física o mental, su residencia se ignorare o que por cualquier motivo difícil de solucionar no pudiesen declarar en el juicio, en conformidad al artículo 329 del mismo Código. 





La prueba confesional y testimonial rendida ante el Tribunal Militar podrá utilizarse en la audiencia de juicio ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, según lo dispuesto en el artículo 332 del Código Procesal Penal.





Para los efectos de este artículo, no será aplicable a la prueba que se haya rendido ante el Tribunal Militar lo dispuesto en el artículo 276 del Código Procesal Penal.





Artículo 9°.- En las causas seguidas ante Tribunales Militares que, por aplicación del artículo 4° transitorio sean conocidas por los Jueces de letras con competencia en lo criminal que corresponda, la prueba anteriormente rendida ante el Tribunal Militar se regirá, en cuanto a su producción, recepción y apreciación, de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal.”.





Aprobados por la unanimidad de los miembros de presentes de vuestras Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear (reemplazando además a Senador Gómez)  y señores Chadwick, Espina, Larraín (reemplazando además a Senador Coloma) y Walker, don Patricio (como integrante de ambas Comisiones).
- - -





De aprobarse las enmiendas propuestas por vuestras Comisiones de Constitución, legislación, Justicia y Reglamento y de Defensa Nacional, unidas, el texto del proyecto es el que sigue:

PROYECTO DE LEY

“Disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar





Artículo 1º.- Restricción de la competencia de los tribunales militares. En ningún caso, los civiles y los menores de edad estarán sujetos a la competencia de los tribunales militares. Ésta siempre se radicará en los tribunales ordinarios con competencia en materia penal.





Para estos efectos, se entenderá que civil es una persona que no reviste la calidad de militar, de acuerdo al artículo 6º del Código de Justicia Militar.





Artículo 2º.- Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares en la comisión de aquellos delitos sujetos a la competencia de la justicia militar, de acuerdo a las normas del Código de Justicia Militar, serán competentes, respecto de los civiles, la Justicia Ordinaria y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.





Artículo 3°.- Contiendas de competencia. En el caso de contiendas de competencias entre tribunales ordinarios y militares, la cuestión deberá ser resuelta por la Corte Suprema, sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo.





Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:





1) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:





“Artículo 6°.- Para los efectos de este Código y de las demás leyes procesales y penales pertinentes, se considerarán militares los funcionarios pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, constituidos por el personal de planta, personal llamado al servicio y el personal de reserva llamado al servicio activo.





Además, se considerarán militares los soldados conscriptos; los Oficiales de Reclutamiento; las personas que sigan a las Fuerzas Armadas en estado de guerra; los prisioneros de guerra, que revistan el carácter de militar, los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile.





Con todo, los menores de edad siempre estarán sujetos a la competencia de los tribunales ordinarios, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.084, que establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.





Para efectos de determinar la competencia de los tribunales militares, la calidad de militar debe poseerse al momento de comisión del delito.”. 





2) Derógase el artículo 7º.





3) Suprímense en el inciso segundo del artículo 9°, las siguientes expresiones: ”,excepto el caso de que sean de competencia de los tribunales militares” y ”,excepto el caso de que sea de competencia de los tribunales militares”.





4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 11 la frase “aunque no estén sujetos a fuero”, por la siguiente: “en tanto revistan la calidad de militares”.





Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado:





1) Modifícase el artículo 26 del siguiente modo:





a) Elimínase en su inciso cuarto, la expresión “o conjuntamente por militares y civiles,”.





b) Agrégase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “ley”, la expresión “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





2) Suprímese en el artículo 28 la expresión “o por éstos conjuntamente con civiles”.





Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 18, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas:





1) Elimínase la frase “, por regla general,”.





2) Agrégase, a continuación de la expresión “tribunales militares,”, la siguiente frase: “a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles,”.





Artículo 7°.- Incorpórase en el artículo 26 de la ley N° 18.953, que Dicta Normas sobre Movilización, a continuación de la palabra “corresponda”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





Artículo 8°.- Agrégase en el artículo 201 del Código Aeronáutico, a continuación de la expresión “Justicia Militar”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.





Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:





1) Sustitúyese en la letra h) del artículo 14 la frase “y la ley procesal penal”, por la siguiente: “, la ley procesal penal y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.





2) Intercálase en la letra e) del artículo 18, entre las palabras “penal” y “les”, la expresión “y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.





3) Derógase el artículo 169.





Disposiciones transitorias





Artículo 1°.- Al momento de entrar en vigencia la presente ley, los juicios seguidos ante Tribunales Militares, en que se persiga la responsabilidad penal de una persona que no tuviere la calidad de militar, continuarán su tramitación ante la Justicia Ordinaria, según corresponda y de conformidad a los procedimientos que a esos tribunales ordinarios en materia criminal les corresponda aplicar.





Artículo 2°.- La remisión de los antecedentes del proceso a la justicia ordinaria se hará en un plazo no superior a los sesenta días de entrada en vigencia de la presente ley.





En los procesos que se sustancien exclusivamente contra civiles, se remitirá íntegramente el expediente con todos sus anexos.





En los procesos que se sustancien contra civiles y militares, se enviarán compulsas autorizadas del expediente principal y de todos sus anexos, manteniendo el original en la Jurisdicción Castrense para el juzgamiento del militar.





Artículo 3°.- El Tribunal Militar deberá comunicar al Tribunal que corresponda, la individualización completa del procesado y su defensor, copias del auto de procesamiento, y la indicación de si estuviere sometido a prisión preventiva o afecto a alguna otra medida cautelar personal o real.





Recibidos los antecedentes por el Tribunal de Garantía, se radicará la competencia en dicho Tribunal. Este Tribunal deberá oficiar, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a la Fiscalía Regional del Ministerio Publico, acompañando copia íntegra de todos los antecedentes correspondientes a tal investigación.





Artículo 4°.- Si la persona a que se refiere el artículo 1° transitorio, cuya causa deba continuar su tramitación ante el Tribunal de Garantía, se encontrare sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el Juez de Garantía deberá citar a todos los intervinientes a una audiencia, la que deberá celebrarse en el plazo de setenta y dos horas de recibidos los antecedentes. Tales medidas cautelares personales se mantendrán hasta que exista pronunciamiento jurisdiccional de conformidad a los artículos 139 y siguientes del Código Procesal Penal.





En la referida audiencia, y de acuerdo al mérito de los antecedentes que obraren en su poder, el Ministerio Público formalizará la investigación, formulará requerimiento verbal o ejercerá las facultades que le confiere la ley.





Artículo 5°.- Las causas a que se refiere el artículo 1° transitorio deberán continuar su tramitación ante el Juez de letras con competencia en lo criminal que corresponda, de conformidad a lo señalado en el artículo 7° transitorio, cuando el principio de ejecución del hecho sea anterior a la entrada en vigencia del nuevo sistema procesal penal en la región respectiva.





Dicha competencia se entenderá radicada en ese tribunal ordinario desde el momento en que reciba los antecedentes a que se refiere el artículo 2° transitorio. 





El procedimiento ante tal tribunal se sustanciará de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal, a partir de la misma etapa procesal en que se encontraba la causa al momento de su traspaso desde el Tribunal Militar.





En el caso de encontrarse la persona afectada sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el juez a que se refiere el inciso primero, de oficio, dentro del plazo de setenta y dos horas contadas desde la recepción de los antecedentes por parte del Tribunal Militar, deberá pronunciarse sobre el mantenimiento de la prisión preventiva decretada por este último tribunal. Tal resolución será apelable en el solo efecto devolutivo.





Artículo 6°.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde la entrada en vigencia de esta ley, las Cortes Marciales remitirán los procesos o compulsas, según corresponda, que se encuentren con recursos jurisdiccionales deducidos en contra de las sentencias de primera instancia, y que se encontraren pendientes de fallo, para que pasen a ser conocidos y resueltos por la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad al procedimiento vigente al momento de iniciación de los respectivos procesos.





Los procesos que se encuentren en la Corte Suprema en que existan sentenciados exclusivamente civiles, serán resueltos por dicho tribunal superior, el cual se conformará sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo. Los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, se sustanciarán y fallarán conforme a las normas vigentes al momento de iniciación del referido proceso.





Artículo 7°.- Para efectos de la aplicación de las reglas anteriores se entenderá por Juzgado competente, el que hubiere debido conocer el hecho de no existir Tribunales Militares, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales y, por Corte de Apelaciones respectiva, aquélla que sea superior jerárquica de dichos Tribunales.”.





Artículo 8°.- En el nuevo juicio seguido ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, que resulte de la aplicación de las normas transitorias anteriores, el Ministerio Público deberá señalar en su acusación los medios de prueba rendidos anteriormente ante el Tribunal Militar, de conformidad a lo señalado en el artículo 259 letra f) del Código Procesal Penal, los que formarán parte del auto de apertura del juicio oral. 





En los casos que resulte la aplicación del procedimiento simplificado o abreviado, los medios de prueba antes dichos se entenderán parte integrante del requerimiento o la acusación verbal respectivamente. 





Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 334 del Código Procesal Penal, podrán reproducirse o darse lectura a los registros en que constaren declaraciones de testigos y peritos rendidas ante el Tribunal Militar, cuando estas personas hayan fallecido, caído en incapacidad física o mental, su residencia se ignorare o que por cualquier motivo difícil de solucionar no pudiesen declarar en el juicio, en conformidad al artículo 329 del mismo Código. 





La prueba confesional y testimonial rendida ante el Tribunal Militar podrá utilizarse en la audiencia de juicio ante el Juez de Garantía o Tribunal Oral en lo Penal, en su caso, según lo dispuesto en el artículo 332 del Código Procesal Penal.





Para los efectos de este artículo, no será aplicable a la prueba que se haya rendido ante el Tribunal Militar lo dispuesto en el artículo 276 del Código Procesal Penal.





Artículo 9°.- En las causas seguidas ante Tribunales Militares que, por aplicación del artículo 4° transitorio sean conocidas por los Jueces de letras con competencia en lo criminal que corresponda, la prueba anteriormente rendida ante el Tribunal Militar se regirá, en cuanto a su producción, recepción y apreciación, de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 6 de octubre de 2010, con asistencia de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto, y de la Comisión de Defensa Nacional Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto,  Baldo Prokurica Prokurica y Patricio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 6 de octubre de 2010.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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